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///la Ciudad de Buenos Aires, a los 7    días del m es de 

diciembre del año dos mil doce, se reúne la Sala II  de la 

Cámara Federal de Casación Penal integrada por el d octor 

Alejandro W. Slokar como Presidente y los doctores Pedro R. 

David y Mariano H. Borinsky como Vocales, asistidos  por el 

Secretario de Cámara doctor Cristián Varela, a los efectos de 

resolver los recursos de casación interpuestos por los señores 

fiscales generales doctores Marcelo H. García Berro , Javier 

Augusto De Luca y Juan Patricio Murray (fs. 2951/29 57 vta.); 

por Adriana Calvo, invocando el carácter de preside nte de la 

Asociación Ex Detenidos Desaparecidos (AEDD), parte  querellante 

conjuntamente con los doctores Liliana Molinari, Lu is Bonomi y 

Pedro Dinani, letrados apoderados de la querella un ificada 

(2961/2976); el doctor Pablo Llonto, en representac ión de los 

querellantes Teresita V.  Beguán, María Angélica Ma rtínez y 

Jimena Vallejos (fs.2978/2981) y el doctor Juan Car los 

Tripaldi, Defensor público Oficial ad hoc de Santiago Omar 

Riveros, Jorge Osvaldo García, Reynaldo Antonio Ben ito Bignone, 

Carlos Alberto Roque Tepedino y Eugenio Guañabens P erelló (fs. 

2984/3108), contra la sentencia de fs.2658/2911, en  esta causa 

nº 12830 del registro de esta Sala, caratulada: “Ri veros, 

Santiago Omar y otros s/ recurso de casación”, repr esentado en 

esta instancia el Ministerio Público por el señor f iscal 

general doctor Javier Augusto De Luca; la defensa d e los 

imputados por la señora defensora Pública Oficial ad hoc , 

doctora María Eugenia Di Laudo, y las querellas por  los 

letrados referidos. 

    En virtud de la concordancia de opiniones, se e fectuará 

el voto en forma conjunta. 

 

Los señores jueces doctores Alejandro W. Slokar, Pe dro 

R. David y Mariano Borinsky dijeron: 

 

Registro Nº: 20905         



 
 
 
 
 

                   -I- 

1º)  Que el Tribunal Oral en lo Criminal Federal nº 1 d e 

San Martín resolvió:  “I.-  NO HACIENDO LUGAR a los planteos 

articulados por la Defensa Oficial. II.-  CONDENANDO a SANTIAGO 

OMAR RIVEROS, de las demás condiciones personales o brantes en 

el encabezamiento, por considerarlo coautor penalme nte 

responsable de los delitos de allanamiento ilegal ( art. 151 del 

CP) reiterado en quince oportunidades, que tuvieron  lugar en 

los domicilios de la madre de Norberta E. ALIBERTI (caso 72), 

de la familia MEZA NIELLA (Caso 126), de la familia  CAMPERO 

(Caso 270) -en dos ocasiones- , de Pablo A. GARCÍA (Caso 28), 

de Serafín BARREIRA GARCÍA y Aída PÉREZ JARA (Caso 16), de 

Eduardo O. COVARRUBIAS y Beatriz CASTIGLIONE (Caso 118), de 

Alberto A. HURT (Caso 14), de Nélida B. CARRANZA (C aso 14), de 

Esteban B. JUÁREZ (Caso 65), de la familia AROZAREN A (Caso 134) 

-en dos ocasiones-, de Adriana B. ZORRILLA (Caso 13 4), de 

Carlos R. LÓPEZ ECHAGÜE (Caso 134) y de Pedro L. GR EAVES (Caso 

134); robo agravado por el uso de armas (art. 166 i nc. 2 del 

CP, según ley 20.642) reiterado en siete hechos que  

damnificaron a la familia CAMPERO (Caso 270), al ma trimonio de 

BARREIRA GARCÍA y PÉREZ JARA (Caso 16), al matrimon io 

COVARRUBIAS y CASTIGLIONE (Caso 118), a Alberto A. HURT (Caso 

14); a Nélida B. CARRANZA (Caso 14), a Esteban B. J UÁREZ (Caso 

65) y a Adriana B. ZORRILLA (Caso 134); privación i legítima de 

la libertad cometida por abuso funcional agravada p or el empleo 

violencia y amenazas (art. 144 bis inc.1 y último p árrafo, en 

función del art. 142 inc. 1°, según ley 14.616) rei terado en 

veintisiete hechos en perjuicio de Carlos A. CONDE y Mónica 

LASCHAR (Caso 2), de Juan Carlos SONDER (Caso 51), de Néstor 

MEZA NIELLA, Walter F. MEZA NIELLA, Mirta MEZA NIEL LA, Graciela 

MEZA NIELLA, Jorge CHIEFFO y Fortunata IBARRA (Caso  126), de 

Carlos A. CAMPERO, Juana E. CAMPERO y Olga DEL VALL E PAZ (Caso 

270), de Serafín BARREIRA GARCÍA y Aída PÉREZ JARA (Caso 16), 

de Eduardo O. COVARRUBIAS y Beatriz CASTIGLIONE (Ca so 118), 

Alicia M. CASTRO y Silvia PINTOS (Caso 5), de Ramón  Ignacio 

AROZARENA, Ramón Javier Arozarena -en dos oportunid ades-, Mikel 
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AROZARENA, Mirem AROZARENA, María Ángeles LARREQUI,  Carlos R. 

LÓPEZ ECHAGÜE, Pedro L. GREAVES y de José G. LEGORB URU GONZÁLEZ 

(todos del Caso 134); privación ilegítima de la lib ertad 

cometida por abuso funcional doblemente agravada po r el empleo 

de violencia y amenazas y por su duración de más de  un mes 

(art. 144 bis inc.1 y último párrafo, en función de l art. 142 

incs. 1° y 5°, según ley 14.616), reiterado en trei nta y cuatro 

ocasiones, que damnificaron a Mario L. PERRETI (Cas o 130), a 

Norberta E. ALIBERTI (Caso 72), a Pablo BOLZÁN y Ol ga PINI 

(Caso 126), a Juan Carlos CAMPERO y Haydee GARCÍA G ALLO (Caso 

270), a Pablo A. GARCÍA (Caso 28), a Griselda FERNÁ NDEZ (Caso 

221), a Héctor A. RATTO (Caso 209), a Ricardo WAISB ERG, Valeria 

BELAUSTEGUI, Carlos M. ROGGERONE, Mónica S. MASRI, José A. 

SCACHERI y Stella M. DORADO (todos del caso 4), a N orma 

RODRÍGUEZ (Caso 113), a Alberto A. HURT, Nélida M. CARRANZA, 

Pablo E. ALBARRACÍN, Mirta G. LÓPEZ (todos del Caso  14), a 

María E. MORALES MIY (Caso 36), a Ma. Adelaida VIÑA S (Caso 45), 

a Esteban B. JUÁREZ (caso 65), a Ma. Magdalena NOSC IGLIA (Caso 

71), a Juan Carlos SCARPATTI (Caso 79), a Héctor R.  BUSQUET 

(Caso 129), a Jon P. AROZARENA y Adriana B. ZORRILL A (Caso 

134), a Silvia M. QUINTELA DALLASTA (Caso 143), a M arta G. 

EIROA (Caso 231), a Norma TATO BARRERA y Jorge C. C ASARIEGO 

(Caso 235), y a Emilio A. BEGUÁN y Ma. Dolores GRAU PERA (Caso 

239), e imposición de tormentos agravados por ser l a víctima un 

perseguido político (art. 144 ter, primer y segundo  párrafo del 

CP, según ley 14.616), reiterado en cincuenta y cua tro 

oportunidades, en perjuicio de Mario L. PERRETI (Ca so 130), de 

Carlos A. CONDE (Caso 2), de Juan Carlos SONDER (Ca so 51), a 

Norberta E. ALIBERTI (Caso 72), de Néstor MEZA NIEL LA, Walter 

F. MEZA NIELLA, Mirta MEZA NIELLA, Graciela MEZA NI ELLA, Jorge 

CHIEFFO, Fortunata IBARRA, Pablo BOLZÁN y Olga PINI  (Caso 126), 

de Carlos A. CAMPERO, Juana E. CAMPERO, Olga DEL VA LLE PAZ, 

Juan Carlos CAMPERO y Haydee GARCÍA GALLO (Caso 270 ), de Pablo 

A. GARCÍA (Caso 28), de Griselda FERNÁNDEZ (Caso 22 1), de 

Héctor A. RATTO (Caso 209), de Serafín BARREIRA GAR CÍA y Aída 

PÉREZ JARA (Caso 16), de Eduardo O. COVARRUBIAS y B eatriz 



 
 
 
 
 
CASTIGLIONE (Caso 118), de Ricardo WAISBERG, Valeri a 

BELAUSTEGUI, Carlos M. ROGGERONE, Mónica S. MASRI, José A. 

SCACHERI y Stella M. DORADO (todos del caso 4), de Alicia M. 

CASTRO, Silvia PINTOS y Norma RODRÍGUEZ (Casos 5 y 113), de 

Alberto A. HURT, Nélida M. CARRANZA, Pablo E. ALBAR RACÍN y 

Mirta G. LÓPEZ (todos del Caso 14), de Ma. Adelaida  VIÑAS (Caso 

45), de Esteban B. JUÁREZ (caso 65), de Ma. Magdale na NOSCIGLIA 

(Caso 71), de Juan Carlos SCARPATTI (Caso 79), de H éctor R. 

BUSQUET (Caso 129), de Jon P. AROZARENA, Adriana B.  ZORRILLA, 

Ramón Javier AROZARENA, Carlos R. LÓPEZ ECHAGÜE, Pe dro L. 

GREAVES y de José G. LEGORBURU GONZÁLEZ (todos del Caso 134), 

de Silvia M. QUINTELA DALLASTA (Caso 143), de Marta  G. EIROA 

(Caso 231), de Norma TATO BARRERA y Jorge C. CASARI EGO (Caso 

235) y de Emilio A. BEGUÁN y Ma. Dolores GRAUPERA ( Caso 239) 

todos en concurso real (art. 55 CP) a las penas de VEINTICINCO 

AÑOS DE PRISIÓN E INHABILITACIÓN ABSOLUTA Y PERPETU A, 

accesorias legales y al pago de costas (arts. 2, 12 , 19, 40, 41 

y 45 CP y arts. 530 y 531 CPPN). III .- CONDENANDO a REYNALDO 

ANTONIO BENITO BIGNONE, de las demás condiciones pe rsonales 

obrantes en el encabezamiento, por considerarlo coa utor 

penalmente responsable de los delitos de allanamien to ilegal 

(art. 151 del CP) reiterado en once oportunidades, que tuvieron 

lugar en los domicilios de Pablo A. GARCÍA (Caso 28 ), de 

Serafín BARREIRA GARCÍA y Aída PÉREZ JARA (Caso 16) , de Eduardo 

O. COVARRUBIAS y Beatriz CASTIGLIONE (Caso 118), de  Alberto A. 

HURT (Caso 14), de Nélida B. CARRANZA (Caso 14), de  Esteban B. 

JUÁREZ (Caso 65), de la familia AROZARENA -en dos o casiones-, 

de Adriana B. ZORRILLA, de Carlos R. LÓPEZ ECHAGÜE y de Pedro 

L. GREAVES (todos del Caso 134); robo agravado por el uso de 

armas (art. 166 inc. 2 del CP, según ley 20.642) re iterado en 

seis hechos que damnificaron al matrimonio de BARRE IRA GARCÍA y 

PÉREZ JARA (Caso 16), al matrimonio COVARRUBIAS y C ASTIGLIONE 

(Caso 118), a Alberto A. HURT (Caso 14), a Nélida B . CARRANZA 

(Caso 14), a Esteban B. JUÁREZ (Caso 65), y a Adria na B. 

ZORRILLA (Caso 134); privación ilegítima de la libe rtad 

cometida por abuso funcional agravada por el empleo  de 
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violencia y amenazas (art. 144 bis inc.1 y último p árrafo, en 

función del art. 142 inc. 1°, según ley 14.616) rei terado en 

quince hechos en perjuicio de Serafín BARREIRA GARC ÍA y Aída 

PÉREZ JARA (Caso 16), de Eduardo O. COVARRUBIAS y B eatriz 

CASTIGLIONE (Caso 118), Alicia M. CASTRO y Silvia P INTOS (Caso 

5), de Ramón Ignacio AROZARENA, Ramón Javier AROZAR ENA -en dos 

oportunidades-, Mikel AROZARENA, Mirem AROZARENA, M aría Ángeles 

LARREQUI, Carlos R. LÓPEZ ECHAGÜE, Pedro L. GREAVES  y de José 

G. LEGORBURU GONZÁLEZ (todos del Caso 134); privaci ón ilegítima 

de la libertad cometida por abuso funcional dobleme nte agravada 

por el empleo de violencia y amenazas y por su dura ción de más 

de un mes (art. 144 bis inc.1 y último párrafo, en función del 

art. 142 incs. 1° y 5°, según ley 14.616), reiterad o en 

veintinueve ocasiones, que damnificaron a Mario L. PERRETI 

(Caso 130), a Pablo A. GARCÍA (Caso 28), a Griselda  FERNÁNDEZ 

(Caso 221), a Héctor A. RATTO (Caso 209), a Ricardo  WAISBERG, 

Valeria BELAUSTEGUI, Carlos M. ROGGERONE, Mónica S.  MASRI, José 

A. SCACHERI y Stella M. DORADO (todos del caso 4), a Norma 

RODRÍGUEZ (Caso 113), a Alberto A. HURT, Nélida M. CARRANZA, 

Pablo E. ALBARRACÍN, Mirta G. LÓPEZ (todos del Caso  14), a 

María E. MORALES MIY (Caso 36), a Ma. Adelaida VIÑA S (Caso 45), 

a Esteban B. JUÁREZ (caso 65), a Ma. Magdalena NOSC IGLIA (Caso 

71), a Juan Carlos SCARPATTI (Caso 79), a Héctor R.  BUSQUET 

(Caso 129), a Jon P. AROZARENA y Adriana B. ZORRILL A (Caso 

134), a Silvia M. QUINTELA DALLASTA (Caso 143), a M arta G. 

EIROA (Caso 231), a Norma TATO BARRERA y Jorge C. C ASARIEGO 

(Caso 235), y a Emilio A. BEGUÁN y Ma. Dolores GRAU PERA (Caso 

239), e imposición de tormentos agravados por ser l a víctima un 

perseguido político (art. 144 ter, primer y segundo  párrafo del 

CP, según ley 14.616), reiterado en treinta y ocho hechos, en 

perjuicio de Mario L. PERRETI (Caso 130), de Pablo A. GARCÍA 

(Caso 28), de Griselda FERNÁNDEZ (Caso 221), de Héc tor A. RATTO 

(Caso 209), de Serafín BARREIRA GARCÍA y Aída PÉREZ  JARA (Caso 

16), de Eduardo O. COVARRUBIAS y Beatriz CASTIGLION E (Caso 

118), de Ricardo WAISBERG, Valeria BELAUSTEGUI, Car los M. 

ROGGERONE, Mónica S. MASRI, José A. SCACHERI y Stel la M. 



 
 
 
 
 
DORADO(todos del caso 4), de Alicia M. CASTRO, Silv ia PINTOS y 

Norma RODRÍGUEZ (Casos 5 y 113), de Alberto A. HURT , Nélida M. 

CARRANZA, Pablo E. ALBARRACÍN y Mirta G. LÓPEZ (tod os del Caso 

14), de Ma. Adelaida VIÑAS (Caso 45), de Esteban B.  JUÁREZ 

(caso 65), de Ma. Magdalena NOSCIGLIA (Caso 71), de  Juan Carlos 

SCARPATTI (Caso 79), de Héctor R. BUSQUET (Caso 129 ), de Jon P. 

AROZARENA, Adriana B. ZORRILLA, Ramón Javier AROZAR ENA, Carlos 

R. LÓPEZ ECHAGÜE, Pedro L. GREAVES y de José G. LEG ORBURU 

GONZÁLEZ (todos del Caso 134), de Silvia M. QUINTEL A DALLASTA 

(Caso 143), de Marta G. EIROA (Caso 231), de Norma TATO BARRERA 

y Jorge C. CASARIEGO (Caso 235) y de Emilio A. BEGU ÁN y Ma. 

Dolores GRAUPERA (Caso 239) todos en concurso real (art. 55 

CP), a las penas de VEINTICINCO AÑOS DE PRISIÓN E 

INHABILITACIÓN ABSOLUTA Y PERPETUA, accesorias lega les y al 

pago de costas (arts. 2, 12, 19, 40, 41 y 45 CP y a rts. 530 y 

531 CPPN).  IV .- CONDENANDO a FERNANDO EXEQUIEL VERPLAETSEN de 

las demás condiciones personales obrantes en el enc abezamiento, 

por considerarlo coautor penalmente responsable de los delitos 

privación ilegítima de la libertad cometida por abu so funcional 

agravada por el empleo de violencia y amenazas (art . 144 bis 

inc.1 y último párrafo, en función del art. 142 inc . 1°, según 

ley 14.616), reiterado en treinta hechos, en perjui cio de Mario 

L. PERRETI (Caso 130), de Pablo A. GARCÍA (Caso 28) , de 

Griselda FERNÁNDEZ (Caso 221), de Héctor A. RATTO ( Caso 209), 

de Serafín BARREIRA GARCÍA y Aída PÉREZ JARA (Caso 16), de 

Eduardo O. COVARRUBIAS y Beatriz CASTIGLIONE (Caso 118), de 

Alicia M. CASTRO, Silvia PINTOS y Norma RODRÍGUEZ ( Casos 5 y 

113), de Alberto A. HURT, Nélida M. CARRANZA, Pablo  E. 

ALBARRACÍN y Mirta G. LÓPEZ (todos del Caso 14), de  Esteban B. 

JUÁREZ (caso 65), de Ma. Magdalena NOSCIGLIA (Caso 71), de Jon 

P. AROZARENA, Adriana B. ZORRILLA, Ramón Javier ARO ZARENA -en 

dos oportunidades-, Ramón Ignacio AROZARENA, Mikel AROZARENA, 

Mirem AROZARENA y Ma. Angeles LARREQUI, Carlos R. L ÓPEZ 

ECHAGÜE, Pedro L. GREAVES y de José G. LEGORBURU GO NZÁLEZ 

(todos del Caso 134), y de Emilio A. BEGUÁN y Ma. D olores 

GRAUPERA (Caso 239) e imposición de tormentos agrav ados por ser 
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la víctima un perseguido político (art. 144 ter, pr imer y 

segundo párrafo del CP, según ley 14.616), reiterad o en 

veinticinco ocasiones, que damnificaron a Mario L. PERRETI 

(Caso 130), de Pablo A. GARCÍA (Caso 28), de Grisel da FERNÁNDEZ 

(Caso 221), de Héctor A. RATTO (Caso 209), de Seraf ín BARREIRA 

GARCÍA y Aída PÉREZ JARA (Caso 16), de Eduardo O. C OVARRUBIAS y 

Beatriz CASTIGLIONE (Caso 118), de Alicia M. CASTRO , Silvia 

PINTOS y Norma RODRÍGUEZ (Casos 5 y 113), de Albert o A. HURT, 

Nélida M. CARRANZA, Pablo E. ALBARRACÍN y Mirta G. LÓPEZ (todos 

del Caso 14), de Esteban B. JUÁREZ (caso 65), de Ma . Magdalena 

NOSCIGLIA (Caso 71), de Jon P. AROZARENA, Adriana B . ZORRILLA, 

Ramón Javier AROZARENA, Carlos R. LÓPEZ ECHAGÜE, Pe dro L. 

GREAVES y de José G. LEGORBURU GONZÁLEZ (todos del Caso 134), y 

de Emilio A. BEGUÁN y Ma. Dolores GRAUPERA (caso 23 9) todos en 

concurso real (art. 55 CP) a las penas de VEINTICIN CO AÑOS DE 

PRISIÓN E INHABILITACIÓN ABSOLUTA Y PERPETUA, acces orias 

legales y al pago de costas (arts. 2, 12, 19, 40, 4 1 y 45 CP y 

arts. 530 y 531 CPPN). V.- CONDENANDO A CARLOS ALBERTO ROQUE 

TEPEDINO, de las demás condiciones personales obran tes en el 

encabezamiento, como partícipe necesario de los del itos de 

allanamiento ilegal (art. 151 del CP) reiterado en dos 

oportunidades, que tuvieron lugar en los domicilios  de la madre 

de Norberta E. ALIBERTI (caso 72), y de la familia MEZA NIELLA 

(Caso 126); privación ilegítima de la libertad come tida por 

abuso funcional agravada por el empleo de violencia  y amenazas 

(art. 144 bis inc.1 y último párrafo, en función de l art. 142 

inc. 1°, según ley 14.616) reiterado en ocho hechos  en 

perjuicio de Carlos A. CONDE (Caso 2), de Juan Carl os SONDER 

(Caso 51), de Néstor MEZA NIELLA, Walter F. MEZA NI ELLA, Mirta 

MEZA NIELLA, Graciela MEZA NIELLA, Jorge CHIEFFO y Fortunata 

IBARRA (Caso 126); privación ilegítima de la libert ad cometida 

por abuso funcional doblemente agravada por el empl eo de 

violencia y amenazas y por su duración de más de un  mes (art. 

144 bis inc.1 y último párrafo, en función del art.  142 incs. 

1° y 5°, según ley 14.616), reiterado en tres ocasi ones, que 

damnificaron a Norberta E. ALIBERTI (Caso 72), a Pa blo BOLZÁN y 



 
 
 
 
 
Olga PINI (Caso 126) e imposición de tormentos agra vados por 

ser la víctima un perseguido político (art. 144 ter , primer y 

segundo párrafo del CP, según ley 14.616), reiterad o en once 

oportunidades, en perjuicio de Carlos A. CONDE (Cas o 2), de 

Juan Carlos SONDER (Caso 51), a Norberta E. ALIBERT I (Caso 72), 

de Néstor MEZA NIELLA, Walter F. MEZA NIELLA, Mirta  MEZA 

NIELLA, Graciela MEZA NIELLA, Jorge CHIEFFO, Fortun ata IBARRA, 

Pablo BOLZÁN y Olga PINI (Caso 126), todos en concu rso real 

(art. 55 CP) a las penas de VEINTE AÑOS DE PRISIÓN E 

INHABILITACIÓN ABSOLUTA POR EL TIEMPO DE LA CONDENA  accesorias 

legales y al pago de costas (arts. 2, 12, 19, 40, 4 1 y 45 CP y 

arts. 530 y 531 CPPN). VI .- CONDENANDO a OSVALDO JORGE GARCÍA, 

de las demás condiciones personales obrantes en el 

encabezamiento, como coautor penalmente responsable  de los 

delitos de allanamiento ilegal (art. 151 del CP) en  el 

domicilio de la familia MEZA NIELLA (Caso 126) y pr ivación 

ilegítima de la libertad cometida por abuso funcion al agravada 

por el empleo de violencia y amenazas (art. 144 bis  inc.1 y 

último párrafo, en función del art. 142 inc. 1°, se gún ley 

14.616) reiterado en seis hechos en perjuicio de Né stor MEZA 

NIELLA, Walter F. MEZA NIELLA, Mirta MEZA NIELLA, G raciela MEZA 

NIELLA, Jorge CHIEFFO y Fortunata IBARRA (Caso 126) , y de 

privación ilegítima de la libertad cometida por abu so funcional 

doblemente agravada por el empleo de violencia y am enazas y por 

su duración de más de un mes (art. 144 bis inc.1 y último 

párrafo, en función del art. 142 incs. 1° y 5°, seg ún ley 

14.616), reiterado en dos ocasiones, que damnificar on a Pablo 

BOLZÁN y Olga PINI (Caso 126), y como partícipe nec esario del 

delito de imposición de tormentos agravados por ser  la víctima 

un perseguido político (art. 144 ter, primer y segu ndo párrafo 

del CP, según ley 14.616), reiterado en ocho oportu nidades, en 

perjuicio de Néstor MEZA NIELLA, Walter F. MEZA NIE LLA, Mirta 

MEZA NIELLA, Graciela MEZA NIELLA, Jorge CHIEFFO, F ortunata 

IBARRA, Pablo BOLZÁN y Olga PINI (Caso 126), todos en concurso 

real (art. 55 CP) a las penas de DIECIOCHO AÑOS DE PRISIÓN E 

INHABILITACIÓN ABSOLUTA POR EL TIEMPO DE LA CONDENA , accesorias 
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legales y al pago de costas (arts. 2, 12, 19, 40, 4 1 y 45 CP y 

arts. 530 y 531 CPPN). VII .- CONDENANDO a EUGENIO GUAÑABENS 

PERELLÓ, de las demás condiciones personales obrant es en el 

encabezamiento, como coautor penalmente responsable  de delito 

de privación ilegítima de la libertad cometida por abuso 

funcional doblemente agravada por el empleo de viol encia y 

amenazas y por su duración de más de un mes (art. 1 44 bis inc.1 

y último párrafo, en función del art. 142 incs. 1° y 5°, según 

ley 14.616), reiterado en dos ocasiones, que damnif icaron a 

Mario L. PERRETI (Caso 130) y Pablo E. ALBARRACÍN ( Caso 14) y 

como partícipe necesario del delito de imposición d e tormentos 

agravados por ser la víctima un perseguido político  (art. 144 

ter, primer y segundo párrafo del CP, según ley 14. 616), 

reiterado en dos oportunidades, en perjuicio de Mar io L. 

PERRETI (Caso 130) y Pablo E. ALBARRACÍN (Caso 14),  ambos en 

concurso real (art. 55 CP) a las penas de DIECISIET E AÑOS DE 

PRISIÓN E INHABILITACIÓN ABSOLUTA POR EL TIEMPO DE LA CONDENA, 

accesorias legales y al pago de costas (arts. 2, 12 , 19, 40, 41 

y 45 CP y arts. 530 y 531 CPPN). VIII .- ABSOLVIENDO A GERMÁN 

AMÉRICO MONTENEGRO de las demás condiciones persona les obrantes 

en el encabezamiento, en orden a los hechos que fue ron 

calificados como privación ilegítima de la libertad  cometida 

por abuso funcional agravada por el empleo de viole ncia y 

amenazas (art. 144 bis inc.1 y último párrafo, en f unción del 

art. 142 inc. 1°, según ley 14.616) y de imposición  de 

tormentos agravados por ser la víctima un perseguid o político 

(art. 144 ter, primer y segundo párrafo del CP, seg ún ley 

14.616) en perjuicio de Mario Luis PERRETI (Caso 13 0), por los 

que fuera acusado, sin costas. IX .- ABSOLVIENDO A SANTIAGO OMAR 

RIVEROS, de las demás condiciones personales obrant es en el 

encabezamiento, en orden a los hechos calificados c omo: 

allanamientos ilegales (art. 151 del CP) en los dom icilios de 

Griselda FERNÁNDEZ (Caso 221), del matrimonio de Ca rlos M. 

ROGGERONE y Mónica S. MASRI (Caso 4), de Alicia M. CASTRO, 

Silvia PINTOS y Norma RODRÍGUEZ (Casos 5 y 113), de  la pareja 

de Norma TATO BARRERA y Jorge C. CASARIEGO (Caso 23 5) y del 



 
 
 
 
 
matrimonio BEGUÁN (Caso 239); robo agravado por el uso de armas 

(art. 166 inc. 2 del CP, según ley 20.642) en los c asos Alicia 

M. CASTRO y Silvia PINTOS (Caso 5) y de la pareja d e TATO 

BARRERA y CASARIEGO (Caso 235); imposición de torme ntos 

agravados por ser la víctima un perseguido político  (art. 144 

ter, primer y segundo párrafo del CP, según ley 14. 616) en el 

caso 36, y tentativa de homicidio (arts. 79, 42 y 4 4 del CP) en 

perjuicio de Juan C. Scarpatti (Caso 79) por los qu e fuera 

acusado y por el hecho calificado como allanamiento  ilegal 

(art. 151 del CP) en el caso de Ma. Elida MORALES M IY (caso 36) 

por el que fue requerido. X.- ABSOLVIENDO A REYNALDO BENITO 

ANTONIO BIGNONE, de las demás condiciones personale s obrantes 

en el encabezamiento, en orden a los hechos calific ados como: 

allanamientos ilegales (art. 151 del CP) en los dom icilios de 

Griselda FERNÁNDEZ (Caso 221), del matrimonio de Ca rlos M. 

ROGGERONE y Mónica S. MASRI (Caso 4), de Alicia M. CASTRO, 

Silvia PINTOS y Norma RODRÍGUEZ (Casos 5 y 113), de  la pareja 

de TATO BARRERA y Jorge C. CASARIEGO (Caso 235) y d el 

matrimonio BEGUÁN (Caso 239); robo agravado por el uso de armas 

(art. 166 inc. 2 del CP, según ley 20.642) en los c asos Alicia 

M. CASTRO y Silvia PINTOS (Caso 5) y del matrimonio  de Norma 

TATO BARRERA y CASARIEGO (Caso 235); imposición de tormentos 

agravados por ser la víctima un perseguido político  (art. 144 

ter, primer y segundo párrafo del CP, según ley 14. 616) en el 

caso 36, y tentativa de homicidio (art. 79, 42 y 44  del CP) en 

perjuicio de Juan C. Scarpatti (Caso 79) por los qu e fuera 

acusado y por el hecho calificado como allanamiento  ilegal 

(art. 151 del CP) en el caso de Ma. Elida MORALES M IY (caso 36) 

por el que fue requerido. XI .- ABSOLVIENDO A FERNANDO EXEQUIEL 

VERPLAETSEN, de las demás condiciones personales ob rantes en el 

encabezamiento, en orden a los hechos calificados c omo: 

allanamiento ilegal (art. 151 del CP) en el domicil io del 

matrimonio BEGUÁN (Caso 239) por el que fuera acusa do y robo 

agravado por el uso de armas (art. 166 inc. 2 del C P, según ley 

20.642) en el mismo caso, por el que fuera requerid o. XII .- 

ABSOLVIENDO A CARLOS ALBERTO ROQUE TEPEDINO, de las  demás 
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condiciones personales obrantes en el encabezamient o, en orden 

a los hechos calificados como allanamiento ilegal ( art. 151 del 

CP) reiterado en dos oportunidades en el domicilio de la 

familia CAMPERO (Caso 270); privación ilegítima de la libertad 

cometida por abuso funcional agravada por el empleo  de 

violencia y amenazas (art. 144 bis inc.1 y último p árrafo, en 

función del art. 142 inc. 1°, según ley 14.616) en perjuicio de 

Carlos A. CAMPERO, Juana Eva CAMPERO y Olga DEL VAL LE PAZ (Caso 

270) y Mónica LASCHAR (Caso 2), privación ilegítima  de la 

libertad cometida por abuso funcional doblemente ag ravada por 

el empleo de violencia y amenazas y por su duración  de más de 

un mes (art. 144 bis inc.1 y último párrafo, en fun ción del 

art. 142 incs. 1° y 5°, según ley 14.616) contra Ju an Carlos 

CAMPERO y Haydee GARCÍA GALLO (Caso 270) e imposici ón de 

tormentos agravados por ser la víctima un perseguid o político 

(art. 144 ter, primer y segundo párrafo del CP, seg ún ley 

14.616) en contra de todas las víctimas del caso 27 0, por los 

que fuera acusado. XIII .- DECLARANDO que los delitos por los 

que se condena son DELITOS DE LESA HUMANIDAD. XIV .- ORDENANDO, 

por mayoría, que el cumplimiento de las penas impue stas sea 

llevado a cabo en un establecimiento del Servicio P enitenciario 

Federal, y revocando en este acto la prisión domici liaria 

dispuesta por el Juzgado Instructor a los imputados  Reynaldo 

Benito Antonio Bignone, Carlos Alberto Tepedino y E ugenio 

Guañabens Perelló. XV.- NO HACIENDO LUGAR a la extr acción de 

testimonios de la declaración de Víctor Ibáñez y de  Martín 

Balza para que se investigue la posible comisión de l delito de 

falso testimonio XVI.- Existiendo causa en trámite,  no ha lugar 

al pedido del Dr. Pablo Llonto en cuanto a la remis ión de 

testimonios de declaraciones recibidas en la audien cia al 

Juzgado instructor para que investigue con relación  a la 

posible comisión del delito de homicidio” ( vid . veredicto de 

fs. 2658/2664, cuyos fundamentos obran a fs. 2700/2 911). 

2º)  Que contra ese pronunciamiento dedujeron recurso d e 

casación los señores Fiscales Generales Dres. Marce lo H. García 

Berro, Javier Augusto De Luca y Juan Patricio Murra y (fs. 



 
 
 
 
 
2951/2957 vta.); Adriana Calvo, invocando el caráct er de 

presidente de la Asociación Ex Detenidos Desapareci dos (AEDD), 

parte querellante, conjuntamente con los Dres. Lili ana 

Molinari, Luis Bonomi y Pedro Dinani, letrados apod erados por 

la querella unificada (2961/2976); el Dr. Pablo Llo nto, en 

representación de los querellantes Teresita V. Begu án, María 

Angélica Martínez y Jimena Vallejos (fs.2978/2981) y el Dr. 

Juan Carlos Tripaldi, defensor público Oficial ad hoc de 

Santiago Omar Riveros, Jorge Osvaldo García, Fernan do Exequiel 

Verplaetsen, Reynaldo Antonio Benito Bignone, Carlo s Alberto 

Roque Tepedino y Eugenio Guañabens Perelló (fs. 298 4/3108), los 

que fueron concedidos a fs. 3134/3150.    

3º)  Que con fecha 8 de febrero de 2011 el Tribunal Ora l 

en lo Criminal Federal de San Martín resolvió “susp ender la 

tramitación de las presentes actuaciones, en el est ado en que 

se encuentran, respecto de Fernando Exequiel Verpla etsen, en 

relación a los recursos de casación interpuestos po r las partes 

[…] contra los puntos IV y XI del veredicto de fech a 

120/04/2010, y los respectivos fundamentos de fecha  

18/05/2010”, disponiendo su libertad. 

4º)  Que a fs. 3263/3264 el Dr. Pablo Llonto acompañó 

una presentación por la cual las querellantes María  Angélica 

Martínez Morales Miy y Jimena Vallejo Morales Miy, que el 

letrado asiste técnicamente, manifiestan su volunta d de 

desistir de su condición de querellantes en estas a ctuaciones. 

5º)  Que a fs.3286/3315 se presenta la Dra. María 

Eugenia Di Laudo, Defensora Pública Oficial de Jorg e Osvaldo 

García, informando que con fecha 20 de abril del co rriente año, 

el Tribunal Oral en lo Criminal Federal nº 1 de San  Martín 

dispuso en la causa nº 2047 de su registro la suspe nsión del 

trámite de las actuaciones respecto de su asistido.  

6º)  Que con motivo de esa presentación, con  fecha 28 

de septiembre de 2012, esta Sala resolvió en la cau sa nº 11515, 

girar copias de lo actuado al a quo  haciéndole saber que deberá 

sustanciar la cuestión con ajuste a las previsiones  del art. 

258 del ritual, dándole intervención a los represen tantes de la 
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parte querellante en todos los casos vinculados al imputado y  

tomar razón de lo resuelto en esta causa nº 12830. 

7º)  Que a fs. 3338 se dejó constancia de haberse 

superado la etapa procesal prevista por el art. 468  del CPPN.  

8º)  Que a fs. 3364 el Tribunal Oral en lo Criminal 

Federal nº 1 de San Martín informó que en el marco de la causa 

nº 2376 de sus registros, caratulada “Bustos, Ramón  Roberto y 

otros s/inf. Art. 151 y otros del CP”, se dispuso l a extinción 

de la acción penal respecto de Carlos Roque Tepedin o.  

    

   - II - 

9º)  Recurso de casación deducido por los señores 

Fiscales Generales, Dres. Marcelo H. García Berro, Javier 

Augusto De Luca y Juan Patricio Murray. 

Los representantes del Ministerio Público Fiscal se  

agraviaron de la absolución de Santiago Omar Rivero s y Reynaldo 

Benito Bignone en el caso nº 36 en orden a los hech os 

calificados como imposición de tormentos a Elida Mo rales Miy. 

Sostuvieron que a ese respecto la sentencia es arbi traria, pues 

se dispuso la absolución no obstante haberse tenido  por 

acreditado “los padecimientos de todo tipo, no sola mente 

físicos, sufridos por los detenidos en los centros 

clandestinos” y “que en otros casos similares se tu vo por 

probados los tormentos” (fs. 2954). Afirmaron tambi én que “…la 

configuración del delito de tormentos debió tenerse  por 

acaecida también en este caso ‘Morales Miy’, por el  solo hecho 

de que también estuvo alojada en el Centro Clandest ino de 

Detención de Campo de Mayo e impuesta de varias de las 

condiciones infrahumanas descriptas por la doctrina  y 

jurisprudencia internacional como tormentos” (fs.29 54 vta.).  

Recordó que Morales Miy “fue aprehendida en la 

localidad de Escobar con una de sus hijas menor de edad y 

llevada a la fuerza hasta la puerta de su domicilio , donde se 

encontraba su pareja ‘Lucho’ y la otra hija menor d e edad. En 

esas circunstancias a ella y su hija la mantienen e n el 

vehículo para que presencie el tiroteo que se gesta  entre 



 
 
 
 
 
‘Lucho’ Fernández Novillo -desde adentro de la casa - y el grupo 

de fuerzas de seguridad -desde el exterior-. La hac en 

presenciar la matanza de su pareja, lo que también observaron 

sus hijas […] es llevada a tener una conversación e n una plaza 

de la ciudad de buenos Aires con su primo Legorburu , con la 

idea de procurar la detención de una persona que lo s militares 

estaban buscando…” (fs. 2954 vta.).  

En sustento de su pretensión se agregó que “…no pod emos 

desprendernos de toda esta situación en que, bajo l a amenaza de 

sufrir un mal a sus hijas y demás familiares, Moral es Miy fue 

obligada a ‘colaborar’ con los represores, lo cual es una forma 

de tormento psíquico […] se trata de una forma de l lamar a un 

aporte causal obtenido por coacción. Parte de la fi nalidad de 

mantener a los detenidos en condiciones infrahumana s de 

alojamiento consiste precisamente en eliminar cualq uier atisbo 

de voluntad y libre albedrío, reduciendo a cosa a l os 

pacientes. Por ello, y esto debe ser tenido como un  principio, 

cualquier tipo de responsabilidad se transmite de l a persona 

torturada al torturador. La primera ya no es más du eña de sus 

actos…”.  

Se señaló que la “supuesta ‘colaboración’ [de Moral es 

Miy] podrá ser vista como tal por los primos que le  reprochan 

haber estado presente cuando los torturaban, y desd e el punto 

de vista de los torturadores, pero no puede ser con siderada 

como tal desde el punto de vista técnico jurídico. Tanto es así 

que María Angélica Morales Miy no fue vista nunca m ás, se 

encuentra desaparecida, de manera que no resulta ló gico suponer 

que ella tuviera un trato diferente a todos los que  se alojaban 

en el Campito” (fs. 2954 vta./2955). 

Asimismo señalaron que se ha aplicado erróneamente la 

ley sustantiva en tanto la definición de tortura qu e contiene 

la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Pe nas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes “no hizo más que plasmar lo  que venía 

diciendo la doctrina y por eso, ya era lo que nutrí a o llenaba 

el concepto del art. 144 tercero del código penal v igente al 

momento de los hechos (según ley 14.616, modificada  después por 
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ley 23.097) que reprimía, sin mayores distinciones,  la 

imposición de cualquier tormento” (fs. 2955 vta.). 

10º) Recurso de casación deducido por Adriana Calvo , 

presidente de la Asociación de Ex Detenidos Desapar ecidos, 

conjuntamente con los Dres. Liliana Molinari y Luis  Bonomi, 

letrados apoderados de la querella unificada. 

Los querellantes recurren la absolución de Germán 

Américo Montenegro en orden a los hechos de privaci ón ilegítima 

de la libertad cometida por abuso funcional agravad a por el 

empleo de violencia y amenazas e imposición de torm entos 

agravados por ser la víctima un perseguido político  en 

perjuicio de Mario Luis Perreti y la absolución de Santiago 

Omar Riveros y de Reynaldo Antonio Benito Bignone e n relación a 

los hechos calificados como imposición de tormentos  agravado 

por ser la víctima un perseguido político -caso nº 36 relativo 

a María Élida Morales Miy- y allanamiento ilegal, r especto al 

hecho que damnificara a Norma Rodríguez en el caso nº 13. 

En punto a la impugnada absolución de Montenegro, l a 

querella cuestionó que el tribunal oral sostenga qu e no pudo 

comprobarse que el imputado actuara de modo contrar io a la ley 

dado que “…en su condición de Comisario inscribió e l ingreso de 

Perretti en el libro correspondiente…”. A este resp ecto 

advirtió que “[r]esulta sorprendente dicha aseverac ión del 

tribunal toda vez que párrafos antes al referirse a  la 

declaración del propio imputado reseñó: ‘Que aunque  no podía 

decirlo con precisión, creía que esta persona estab a 

encapuchada. Afirmó que no era común que el persona l militar 

alojara presos de esas características en la comisa ría’ […], lo 

que demuestra por si solo la arbitrariedad en la qu e recae el a 

quo  en este punto”.  

Añadió que los argumentos del tribunal oral “llegan  al 

punto de crear una suerte de causal de justificació n por 

obediencia debida…” cuando se afirma que “’…imputar  a 

Montenegro por cumplir con una orden de detención v erbal […] 

cuando ésta surgía nada menos que del Jefe de Área del Comando 

de la Zona IV de Defensa es, cuando menos, la exige ncia de una 



 
 
 
 
 
actuación heroica que no le es exigible a un ciudad ano” 

(fs.2969 vta./2970). 

En orden a lo concluido en la sentencia en relación  a 

la ausencia de acreditación de tormentos en el caso  de María 

Élida Morales Miy señaló que ello “se contrapone co n lo 

sostenido por el propio tribunal, en cuanto a que l as 

condiciones de detención a las que fueron sometidos  los 

detenidos desaparecidos en los centros clandestinos  de 

detención constituyen el delito de tormentos” (fs. 2970). 

En lo que atañe a la absolución de Riveros y Bignon e 

por el delito de allanamiento ilegal en el caso 113  que tuvo 

por víctima a Norma Rodríguez, afirmó que de los te stimonios de 

la hija y del padre de la víctima “se traduce que e l operativo 

de secuestro obedeció a la modalidad tipificada por  el art. 151 

CP” (fs.2970 vta.).     

Asimismo cuestionó el rechazo de su pretensión para  que 

se califiquen los hechos como constitutivos del del ito de 

genocidio, señalando al respecto que la sentencia e fectúa “una 

interpretación restrictiva, reduccionista” de la de finición del 

delito de genocidio” (fs. 2972 vta.) y que “[l]a ci rcunstancia 

de que no se haya traducido en una ley penal intern a no impide 

su aplicación ni vulnera el principio de legalidad ni el 

principio de congruencia” (fs.2973).  

Finalizó sus críticas a la sentencia recurrida, 

cuestionando los montos de las penas impuestas, señ alando que 

en todos los casos correspondía “la aplicación de l a pena 

máxima de la especie” (fs. 2961 vta.) y que “…en fo rma 

completamente arbitraria se han aplicado en los cas os de 

Eugenio Guañabens Perelló […] penas menores a las q ue 

recibieron sus consortes procesales a pesar de habe r cometido 

delitos de idéntica responsabilidad” (fs.2975). 

11º) Recurso de casación deducido por el Dr. Pablo 

LLonto, letrado apoderado de la querellante Viviana  Beguán. 

El letrado de la querella se agravió de la absoluci ón 

de los imputados dispuesta en el caso 239 en orden a los 

delitos de allanamiento ilegal a la vivienda y robo  sufridos 
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por Dolores y Emilio Beguán. Al respecto, cuestionó  que el 

tribunal oral haya entendido que no se comprobó la relación 

entre el domicilio de las víctimas en Avellaneda y las 

operaciones desplegadas por el comando de la Zona I V y por otro 

lado lo señalado acerca de que se desconoce si el m atrimonio 

fue trasladado en forma directa desde su domicilio al centro de 

detención…” (fs.2980). Afirmó la querella que “…no importa el 

lugar donde se haya iniciado la privación ilegal de  la libertad 

sino el destino al que fueron llevados los secuestr ados (dentro 

o fuera de la Guarnición campo de Mayo) que dependí a del 

Comando de Institutos Militares” y que “[l]a sana c rítica 

indica que si está probado que la jerarquía de los centros 

clandestinos conocía quiénes efectuaban los secuest ros que 

culminaban en el centro clandestino, por ende sabía n que esos 

grupos actuaban en otros partidos del Gran Buenos A ires, como 

Avellaneda”.  

Concluyó señalando que sus “agravios subsisten pese  a 

que su satisfacción no modifique el quantum de la r espuesta 

punitiva” (fs.2980 y vta.).  

12º)  Recurso de casación deducido por el Dr. Juan C. 

Tripaldi, Defensor Público Oficial ad hoc de Santiago Omar 

Riveros, Jorge Osvaldo García, Fernando Exequiel Ve rplaetsen, 

Reynaldo Antonio Benito Bignone, Carlos Roque Teped ino y 

Eugenio Guañabens Perelló . 

A)  La defensa de Santiago Omar Riveros, Jorge Osvaldo  

García, Fernando Exequiel Verplaetsen, Reynaldo Ant onio Benito 

Bignone, Carlos Roque Tepedino y Eugenio Guañabens Perelló, 

planteó en primer orden la nulidad de la sentencia por 

violación a la garantía de imparcialidad del tribun al.  

Al respecto señaló que “[d]esde el inicio del juici o, 

los imputados albergaron dudas respecto de la esper ada 

imparcialidad de los juzgadores” pero que “en razón  de que el 

temor aludido carecía de una base lo suficientement e sólida que 

sirviera para habilitar un planteo de recusación, e s que esta 

parte se abstuvo de su formulación” y que “[un]a ve z iniciado 

el debate y desde ese momento hasta su culminación los 



 
 
 
 
 
imputados advirtieron distintos actos, omisiones y resoluciones 

que […] han redundado en claro detrimento de la gar antía de 

imparcialidad del juzgador…” (fs. 2990 vta.). En fa vor de su 

pretensión esgrimió que los magistrados al tratar l os planteos 

defensistas por violación a la cosa juzgada, prescr ipción y 

plazo razonable, se han extralimitado y juzgado las  

convicciones ideológicas del defensor, devaluando l os planteos 

de la defensa “descalificándolos con fundamento en lo ‘pacífico 

de la jurisprudencia nacional e internacional’” (fs . 2991). 

En esa misma dirección sostuvo que también es 

demostrativo de la vulneración a la garantía de imp arcialidad 

la decisión de dar inmediata ejecución a la revocac ión del 

“arresto domiciliario que venían gozando los imputa dos Bignone, 

Guañabens Perelló y Tepedino”, sin “despejar cualqu ier duda 

respecto del impacto que podría tener sobre la salu d física y 

psíquica, sobre la integridad, sobre la dignidad y sobre la 

vida de las personas enviadas a prisión” (fs. 2991 vta./2992 

vta.) y sin darle a la defensa la oportunidad de of recer 

pruebas a ese respecto. 

Asimismo afirmó que la inacción del tribunal frente  a 

la conducta de la testigo “que se quita su calzado y lo arroja 

a los imputados (y a sus defensores)”, “me lleva a pensar que 

sus integrantes albergaban prejuicios de culpabilid ad contra 

los acusados en tanto la postura mostrada ha favore cido a una 

de los testigos que, según se concluye en la senten cia habría 

sido víctima del accionar de mi defendido” (fs. 299 3 vta.). 

Agregó que el público entorpeció la labor de la def ensa 

con pancartas, abucheos e insultos ante la pasibili dad del 

Tribunal que ”privilegió la publicidad del juicio a  cualquier 

costo, aún en desmedro de la labor que efectuaba la  Defensa 

Oficial” (fs.2994 vta.). 

También invocó como fundamento de su pretensión de 

nulidad por vulneración de la imparcialidad, el rec hazo de 

prueba que a su juicio resultaba útil para la demos tración de 

la incapacidad sobreviniente del imputado Verplaets en y por 

otro lado la circunstancia de que la defensa haya s ido invitada 
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a realizar sus dúplicas en el Hospital Militar Cent ral en 

presencia del encartado García y de lo que consider ó una 

innecesaria constitución del tribunal en ese nosoco mio. 

En esta misma dirección, invocó la interpretación q ue 

hizo el a quo  del art. 400 del CPPN en tanto “privó a los 

enjuiciados de la facultad que tienen de no compare cer a la 

lectura de la parte dispositiva de la sentencia” (f s. 2997). 

A ese mismo respecto, por último, alegó que se 

ignoraron los planteos y argumentos de la defensa ( fs. 2997 

vta./2998) y cuestionó lo decidido en el punto XIV del 

veredicto en cuanto encomienda al juzgado instructo r la pronta 

elevación a juicio de los casos pendientes y la nec esaria 

agrupación  de aquellos que revistan conexidad. 

B)  Por otra parte, cuestionó la decisión del a quo  por 

la que se dispuso no hacer lugar a la suspensión de l juicio 

respecto del imputado Verplaetsen (fs.2999/3010). 

C)  En otro orden de ideas, planteó la nulidad del 

proceso por vulneración a la garantía del debido pr oceso y al 

principio de “igualdad de armas” y señaló que el tr ibunal no 

dio respuesta a lo alegado por la defensa a ese res pecto. 

Recordó el defensor, que en oportunidad del debate sustentó su 

petición en trece puntos a saber: “que las reglas d e juego se 

fueron dando a conocer luego de producidos los hech os y durante 

el desarrollo de las causas” y que en ese contexto el a quo  

entendió “que las personas que aquí se juzgan no pu eden 

ampararse en el principio de legalidad” (fs.3011); que los 

cambios doctrinarios y de jurisprudencia de la Cort e Suprema de 

Justicia de la Nación “producidos con posterioridad  al hecho, 

se aplican en esta causa y en perjuicio de los impu tados” 

(fs.3012 y vta.), que “el Estado argentino modificó  la 

competencia para entender en el juzgamiento de esto s casos 

mediante una ley posterior al hecho” (fs. 3013); qu e “[l]a 

garantía de cosa juzgada y -su derivada- el ne bis in ídem  no 

se encuentra disponible en Argentina para los proce sos seguidos 

por delitos que son categorizados como de ‘lesa hum anidad’” 

(fs.3013); “que el instituto de la prescripción no se encuentra 



 
 
 
 
 
disponible para la defensa en los procesos seguidos  por delitos 

categorizados como de lesa humanidad”  y que como consecuencia 

de ello “aparecen serios obstáculos a la defensa pa ra ofrecer 

prueba testimonial” por la posibilidad de que los t estigos sean 

enjuiciados; que tampoco se admite la excarcelación  de los 

procesados por estos delitos y que “los imputados e n esta causa 

no han gozado, no gozarán, del derecho a obtener un  

pronunciamiento penal en un plazo razonable” (fs.30 14); que la 

duración del proceso afecta, por sus costos, el der echo a 

hacerse defender por un abogado de la matrícula; qu e los 

imputados dejaron de gozar de lo dispuesto a su res pecto por 

los indultos y leyes de amnistía; que “el Estado ar gentino ha 

decidido condicionar los alcances de los criterios de 

interpretación de la Constitución Nacional restring iendo los 

derechos […] a la vez que ha decidido acatar -verti calmente- 

los informes del órgano (político) Comisión America na de 

Derechos Humanos y la sentencias de la CIDH” (fs.30 13 vta./3015 

vta.); que “el derecho ha trocado su función protec tora del 

imputado a favor, y de manera exclusiva de la vícti ma”; que “el 

Estado argentino no sabe cuántos juicios orales deb erán 

soportar sus asistidos”, que hay “ciertos actos que  atentan 

contra la garantía de la independencia judicial y q ue sufren 

ciertos jueces cuando deben resolver cuestiones rel acionadas 

con el tema, provenientes del Poder Ejecutivo nacio nal, 

llegando también a la promoción del juicio político ” (fs. 

3016/3017 vta.) y que “[e]n definitiva, resulta imp osible 

ejercer una defensa técnica en estas condiciones” ( fs. 3019 y 

vta.). 

Apuntó que esas cuestiones han sido erróneamente 

sintetizadas por el a quo y que no han recibido respuesta 

alguna. Además apuntó que no se aplica la jurisprud encia de la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación y de la Cort e 

Interamericana de Derechos Humanos invocada en la s entencia, 

por cuanto esos órganos nunca han resuelto “un plan teo de 

nulidad del juicio por violación al llamado ‘princi pio de 

igualdad de armas’” y que en el caso ese principio se vio 
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afectado “en razón de los trece elementos descripto s” 

precedentemente. 

D)  Por otra parte señaló que tampoco han tenido 

adecuada respuesta los planteos efectuados en relac ión a la 

prescripción de la acción penal, al indulto del dec reto PEN nº 

1002/89 y a las leyes nº 23492 y 23521. 

A este respecto sostuvo que la defensa había expues to 

nuevos argumentos que podrían variar los criterios adoptados 

con relación a ello por la Corte Suprema de Justici a de la 

Nación. 

Así, en torno al planteo de prescripción sostuvo qu e en 

la causa 13/84 se declaró la prescripción de la acc ión penal 

por hechos como los que se les endilga a sus pupilo s en este 

proceso. 

También señaló que “[e]l art. 11 de la ley 26.200 

establece la imprescriptibilidad a futuro”, en tant o que el 

art. 8.1 de la 26.298 que aprobó la Convención Inte rnacional 

para la Protección de Todas las Personas contra las  

Desapariciones Forzadas “está admitiendo que puedan  existir 

ahora legislaciones que no dispongan una vigencia i ndefinida 

para la acción penal en los casos de lesa humanidad ” y que 

“[s]i existían con anterioridad al dictado de la le y 26.200 

otras leyes o costumbres que permitían la aplicació n 

retroactiva de imprescriptibilidad de la acción pen al para los 

delitos de lesa humanidad, es claro que tácitamente  esos 

preceptos han sido derogados desde la entrada en vi gencia de  

esta nueva ley” (fs. 3024). 

Asimismo argumentó que la imprescriptibilidad no pu ede 

sustentarse en el derecho de gentes pues el art. 21  de la ley 

nº 48 estableció un orden de prelación normativo en  el que ese 

ordenamiento “no aparece a la par de la Constitució n Nacional, 

ni de las leyes del Congreso” (fs.3025 vta.) y cues tionó que se 

cite en favor de la imprescriptibilidad la jurispru dencia de 

los tribunales de Nüremberg. 

Finalmente, señaló que en el “orden jurídico intern o no 

existe regla escrita que permita establecer cuándo un delito 



 
 
 
 
 
común es considerado crimen contra la humanidad y l e son 

aplicadas las reglas del derecho internacional y de  allí 

derivar en su imprescriptibilidad” y que al no habe r una regla 

escrita “se afecta el principio de legalidad y por lo tanto 

corresponde apartarse del criterio mayoritario de l a Corte 

nacional” (fs.3027 vta.). Solicitó que, en consecue ncia, se 

declare la prescripción de la acción penal y se abs uelva a 

todos sus defendidos. 

En punto al indulto, cuestionó lo decidido por la C orte 

en el precedente “Mazzeo”, señalando en tal sentido  que “tanto 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos como  el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos habil itan la 

posibilidad de amnistiar o indultar cualquier tipo de delitos 

sin restricción de naturaleza alguna” y que el dere cho de las 

víctimas aludido en ese fallo debió ser compatibili zado con el 

de los imputados (fs. 3030/3031 vta.).  

En relación a las leyes nº 23492 y nº 23521, señaló  que 

los tratados internacionales invocados como fundame nto de la 

decisión de la Corte en el caso “Simón”, fueron sus criptos con 

posterioridad a los hechos y que el Alto Tribunal h a efectuado 

una errónea interpretación del informe 28/92 de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos y de lo resuelto  por la 

Corte en “Barrios Altos” y que “solamente correspon de al Estado 

argentino que […] habilite la jurisdicción para que  se 

investigue lo ocurrido, esclareciendo los hechos e 

individualizando a los responsables” mediante los “ juicios de 

la verdad” (fs. 3031 vta./3035 vta.). 

E)  Por otra parte planteó la vulneración del derecho 

que asiste a sus defendidos a ser juzgados en un pl azo 

razonable alegando que el a quo  al descartar el planteo con 

sustento en el carácter imprescriptible de los deli tos de lesa 

humanidad “confunde una cuestión de derecho común 

(prescripción) con el tratamiento de un tema consti tucional 

como es el plazo razonable de duración del proceso penal 

(arts.7.5 y 8.1 de la CADH:; 9.3 y 14.3.c del PIDCy P; y 18 de 

la CN) pasando por alto que la garantía procesal co nsistente en 
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obtener una decisión judicial dentro de un plazo ra zonable 

constituye un derecho humano” (fs.3038 vta.). Asimi smo señaló 

que el derecho a ser juzgado sin dilaciones indebid as también 

se encuentra previsto en el art. 67 inc. c) del Est atuto de 

Roma de la Corte Penal Internacional y que las razo nes de la 

demora en la tramitación de la causa han sido ajena s a sus 

asistidos. 

F)  Seguidamente invocó la vulneración de las garantía s 

del debido proceso legal respecto de Verplaetsen, G uañabens 

Perelló, Bignone y Tepedino como consecuencia del 

“fraccionamiento de la acusación formulada…” (fs.30 43). 

Al respecto explicó que “[e]n la renombrada causa 1 3 se 

enjuició a los allí imputados por los hechos que aq uí se están 

juzgando y a pesar de contar con los elementos para  perseguir a 

quien quisiera, el Estado limitó su persecución a q uienes 

consideró los principales responsables” (fs.3043). Agregó que 

“[n]o habría lesión al juicio justo si la eventual 

responsabilidad de Tepedino, Guañabens Perelló, Big none y 

Verplaetsen no hubiese sido conocida al momento del  primer 

juicio, pero para ese entonces el Estado ya tenía c onsigo 

noticia suficiente como para enjuiciar a los hoy im putados” y 

que en el caso, se ha lesionado “el principio de ig ualdad de 

los coimputados y también el principio de igualdad de armas 

entre acusador y acusado y, en general, el juicio j usto o fair 

trial  porque tras el resultado obtenido en la causa 13 s e ha 

redefinido el ‘criterio de selección’ y se ha ampli ado la 

acusación a otros coimputados en un segundo juicio… ” y que 

“[d]e esta manera la contraparte ha ido mejorando l a prueba y 

la acusación” (fs. 3043 vta.). 

Por otra parte sostuvo que corresponde la absolució n de 

los imputados Riveros, García y Verplaetsen “porque  ellos tres 

ya fueron condenados en esta causa” por sentencia d el 12 de 

agosto de 2009. Adujo al respecto que “no importa q ue el juicio 

allí celebrado lo haya sido respecto de un solo cas o […] porque 

todos los casos forman parte de la misma y única ca usa” (fs. 

3046 vta.). Adunó también que “la regulación que ef ectúa el 



 
 
 
 
 
art. 360 del CPPPN y lo dispuesto por la CSJN a tra vés de su 

Acordada nro.42/08 […] debe ser interpretado razona ndo que el 

código de procedimientos es derecho constitucional 

reglamentado, y por ello su interpretación nunca pu ede agraviar 

las garantías constitucionales, en este caso a ser juzgado dos 

veces por un mismo hecho” (fs. 3047 vta.). 

Sobre ello apuntó que sus agravios no fueron tratad os 

en la instancia anterior y que “para el caso de que  la Cámara 

rechace el planteo será esa la primera vez que un t ribunal se 

avocará al trato de la cuestión, violentándose así la garantía 

conocida como doble conforme” (fs. 3048 vta.).   

G) Asimismo planteó la “nulidad de la incorporación p or 

lectura de las declaraciones testimoniales prestada s por 

personas fallecidas” (fs.3050/3057 vta.). Se agravi ó de lo 

afirmado en la sentencia en cuanto a que “el tratam iento de 

esta cuestión no forma parte de las incidencias pre liminares”; 

a que “para la recreación de un suceso de décadas n o puede 

exigirse la presencia física de cada uno de los tes tigos del 

caso…” y a que la defensa omitió individualizar la prueba a la 

que hacía referencia (fs.3054/3055).  

Señaló la parte que “…el pedido se efectuó atacando  

autos y decretos concretos; los que incorporaban de claraciones 

testimoniales de personas que luego fallecieron sin  que la 

Defensa hubiese tenido la posibilidad de control” y  que así se 

la privó del derecho a interrogar a los testigos. A gregó que la 

incorporación por lectura de los testimonios tambié n vulnera la 

publicidad, inmediación, el contradictorio y la “id entidad 

física del juez (quien recibió originariamente el t estimonio, 

no es el juez que deberá dictar sentencia)” (fs.305 6). 

Completó su planteo invocando los precedentes “Bení tez” 

y “Castillo Petruzzi” (de la CSJN y la CIDH, respec tivamente) 

argumentando que “[l]as excepciones a la regla de q ue las 

declaraciones testimoniales no podrán ser suplidas por las 

recibidas en la instrucción operan siempre que se h ayan 

observado las formalidades de la instrucción” y que  en el caso 

“no existió respecto de estos testigos, contradicci ón 
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anticipada o, al menos, la posibilidad u oportunida d de que la 

defensa controlara sus testimonios de cargo” (fs. 3 057 y vta.). 

H)  Por otra parte cuestionó la valoración de la prueb a 

efectuada en la instancia anterior, señalando que e l tribunal 

oral utilizó “…reglas de valoración desconocidas y que, por lo 

que se avizora, habrá una ‘redefinición de ciertas garantías 

constitucionales para el imputado’” introduciendo u n modo de 

valorar que se aleja de las reglas de la sana críti ca 

(fs.3059). 

Señaló que le causa agravio que el a quo  haya afirmado 

que “el testigo juzga” y que eso demuestra que “los  jueces 

cedieron a los testigos la facultad de juzgar” (fs. 3059 vta.). 

Consideró que “ello es así porque del estudio de la  totalidad 

de los casos juzgados se advierte que el Tribunal e ncontró que 

todos los testimonios brindados por los testigos (q ue en la 

mayoría de los casos provienen de personas que se p resentan 

como víctimas o de sus familiares) resultaron espon táneos, sin 

intereses particulares, persistentes, estables y ve rosímiles y 

además encontraron su correlato con otras pruebas” (fs.3060). 

En esta dirección sostuvo que “la gran mayoría de l os 

testimonios llevaban consigo un interés particular pues se 

trataba de personas que se presentan como víctimas y por sus 

familiares” y “en muchos casos se ha podido detecta r la 

exteriorización de odio hacia los aquí imputados” ( fs.3060).  

Sobre el particular señaló que el testigo Carlos 

Alberto Campero pidió “que los asesinos no vuelvan más” en 

tanto que Eva Campero arrojó sus zapatos contra los  imputados. 

Añadió que aun cuando “no se están juzgando ideolog ías” “muchas 

de las personas que se presentan como víctimas o bi en sus 

parientes, han mostrado la pertenencia a distintos grupos” y 

señaló a modo de ejemplo que los testigos Walter Me za Niella, 

Mirta Meza Niella, Juana Eva Campero, Rafael José B eláustegui, 

Alicia Castro, Abel Madariaga, Alberto Almirón, Gri selda 

Fernández, Julia Marta Plaza, Teresita Vivian de Be guán y Juan 

Carlos Scarpatti, se han referido a su militancia o  la de sus 

familiares en las organizaciones “ERP” o “Montonero s” (fs. 3060 



 
 
 
 
 
vta.). Añadió que “[s]eguramente muchos omitieron c ontar que 

eran parte de alguno de estos grupos pues, como se dijo, sus 

declaraciones en este sentido fueron espontáneas en  tanto no se 

juzga aquí la ideología de quienes se presentan com o víctimas, 

y por lo tanto la defensa no formuló preguntas en e se sentido” 

y que “lo expuesto sirve para resentir al menos dos  de las 

virtudes requeridas por el Tribunal en relación con  los 

testimonios; la ausencia de intereses particulares y la 

verosimilitud del relato” (fs. 3061).  

Apuntó también que “[s]i los ideales y objetivos de l 

grupo fueron defendidos desde la ilegalidad y media nte el uso 

de armas, con mayor facilidad podrán ser defendidos  mediante la 

simple distorsión de su testimonio o bien a través de la 

mentira, en tanto saben que la refutación de su tes timonio 

resulta prácticamente imposible puesto que quienes pueden 

contradecirlos son parte del mismo grupo”. Adujo qu e “también 

se ha detectado la falta de espontaneidad de varios  testimonios 

prestados en la audiencia” “que han  depuesto a tra vés de un 

discurso premeditado”(fs. 3061 y vta.). Asimismo se ñaló que los 

testigos forman parte de un “colectivo de víctimas”  y que 

“tanto la CONADEP como los organismos protectores d e los 

Derechos Humanos han actuado como nexo entre todas las personas 

que se presentan como víctimas” (fs.3062).  

Indicó a este respecto que Rafael Morales Miy afirm ó 

que “con los sobrevivientes seguimos teniendo una e strecha 

relación familiar, que el testigo Eduardo Jorge Cag nolo explicó 

que “hizo trabajos de cruce de información para la Asociación 

de ExDetenidos Desaparecidos […] que en la Secretar ía de DDHH 

le mostraron fotos y le dijeron que hicieron cruces  de datos y 

que en el lugar había un médico de nombre Argame y que el 

testigo también hizo referencia a un tal ‘petete’ ( se trata del 

ex sargento Víctor Ibáñez)…” (fs. 3062). 

Sostuvo que, por otra parte, las actuaciones labrad as 

ante la CONADEP demuestran que los testigos han ten ido un 

“acceso privilegiado a las pruebas” y que [e]sas ac tuaciones, 

incluso sin posibilidad de ser controladas por las partes, en 
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muchos casos han condicionado la suerte del expedie nte y en 

consecuencia, la del juicio oral y la sentencia que  aquí 

cuestiono” (fs. 3062 vta.). Alegó la defensa que “l a CONADEP no 

realizó su tarea de manera desprejuiciada” y que “[ e]llo 

aparece con suma claridad al menos en el caso de Sa ntiago 

Riveros” toda vez que del prólogo al informe “Nunca  Más” que 

fue incorporado por lectura al debate se dice que “ [d]e nuestra 

información surge que esta tecnología del infierno fue llevada 

a cabo por sádicos pero regimentados ejecutores. Si  nuestras 

inferencias no bastaran, ahí están las palabras de despedida 

pronunciadas en la Junta Interamericana de Defensa por el jefe 

de la delegación argentina, General Santiago Omar R iveros, el 

24 de enero de 1980. ‘Hicimos la guerra con la doct rina en la 

mano, con las órdenes escritas de los Comandos Supe riores” (fs. 

3063).  

Añadió que “muchas personas que se presentaban ante  la 

Comisión tenían dudas sobre los hechos y allí la Co misión se 

encargó de despejar las dudas. En ese proceso es pr obable que 

se hayan generado imprecisiones y errores sobre las  

circunstancias de los hechos y sobre los lugares de  detención y 

que luego esos errores e imprecisiones hayan sido i ncorporados 

al discurso de los testigos”. Invocó en tal sentido  que, Silvia 

Pini en la audiencia explicó que “’en la CONADEP le  dijeron que 

habían visto a su hermana (Olga Haydee Pini de Bolz án) en Campo 

de Mayo”; que Carlos Alberto Campero y Alicia Castr o relataron 

que en la CONADEP les dijeron que habían estado en Campo de 

Mayo” al igual que a Daniel Quintela; que Faustino López 

explicó “que lo llamaron de la CONADEP y le dijeron  que su hija 

había estado en Campo de Mayo” y que “Héctor Aníbal  Ratto (caso 

209) fue preguntado por la Fiscalía respecto de alg unas 

características de una persona secuestrada en el zo ológico de 

Buenos Aires (en referencia a Viñas) y contestó que  no sabía 

pero que ‘en algunos lugares de los DDHH donde he i do, me han 

dicho su nombre’”. También, que “[c]on el tiempo, e sos errores 

se fueron repitiendo y grabando en piedra, dando la  impresión 

de que las cosas ocurrieron así y no de otra forma”  (fs. 3063 y 



 
 
 
 
 
vta.). 

Apuntó que “[e]sto de que la mayor prueba de cargo 

estaría constituida por los dichos de la víctima, y a había sido 

anunciado por la CONADEP para el año 1984” y “a mod o de 

ejemplo”, en el caso de Griselda Fernández  los jue ces “dieron 

especial crédito a su versión dedicándole cinco car illas a su 

relato” que “resulta atípico al resto de las deposi ciones 

efectuadas por las personas”. En punto a lo declara do por la 

testigo en cuanto a que fue secuestrada, alojada y torturada en 

un lugar que luego supo que era Campo de Mayo, y lu ego 

conducida a la casa de una persona apodada “el alem án”, señaló 

que “no se cuenta con otro elemento de cargo más al lá de la 

declaración brindada por Fernández y de las inferen cias que se 

puedan realizar respecto de su relato…” (fs. 3063 v ta.). 

Por otra parte sostuvo que “en varios casos el Trib unal 

valoró dos veces los dichos de la víctima […] porqu e la versión 

de la víctima fue luego recreada por boca de sus fa miliares […] 

sin aportar nada nuevo” (fs. 3063 vta.). Adujo que “[a]sí 

ocurrió en los casos 2, 4 (en forma parcial), 14, 2 8, 36, 65, 

71, 126 (hecho nro. 1), 130, 134, 143 y 270”. En es ta misma 

dirección sostuvo que en el hecho nº 1 del caso 126 , que tuvo 

como damnificados a Néstor A. Meza Niella, Walter F . Meza 

Niella, Mirta Meza Niella, Jorge Chieffo y Fortunat a Ibarrra, 

se tuvo en cuenta las declaraciones de las víctimas  y de la 

vecina de la familia, Marta Cristina Abraham “que s ólo dan 

cuenta de la detención de las personas nombradas” y  que 

“[n]inguna otra prueba se agregó al expediente para  que el 

Tribunal pudiera inferir lógicamente que las person as fueron 

llevadas a Campo de Mayo y que todos los padecimien tos 

denunciados se condicen con la verdad”. (fs.3064).  

Concluyó el defensor que “los testimonios bridados por 

los familiares de quienes se presentan como víctima , nada de 

luz pueden echar sobre la primigenia versión pues a parece, de 

manera más que clara, que su declaración estará ori entada a 

favorecer al grupo familiar” (fs. 3064 y vta.). 

Asimismo cuestionó la valoración de las declaracion es 
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incorporadas por lectura, enunciando en tal sentido  las de 

Oscar Aníbal Conde, Carlos Abel Mares Mazzola, Mati lde Herrera, 

Juan Carlos Scarpatti, María Ester Rudecinda Davico , Juan 

Alfredo Rodríguez, Rosa Weigeyer de Hurt, Serafín B arrera 

García, Clara Jurado, Naime Victoriano Morales Miy,  Elida Julia 

González de Morales y María Inés Bertino, “utilizad as como 

prueba de cargo para los casos: 2, 130, 4, 5 y 113,  14, 36, 45, 

71, 79, 129, 118, 143, 221, 235 y 239” y los testim onios de 

“Nélida Mainette de Carranza (caso 14), Reina Esses  (caso 4), 

Horacio Roberto Mosca (134), Gerónima Romero (14), Catalina 

Motta de Nosiglia (71), Ramón Ignacio Arozarena (13 4), Aída de 

las Mercedes Pérez Jara de Barreira García (caso 16 ), María 

Sánchez de Mosquera (209) y Silvia Beatriz Pintos ( para fundar 

la acusación respecto de los casos 5 y 113)” (fs. 3 064 vta.). 

En esta misma dirección se agravió de que se hayan 

valorado “las declaraciones prestadas por las vícti mas en los 

legajos elaborados por la CONADEP” (fs. 3065) y que  así en el 

caso de Oscar Aníbal Conde “ante la falta de declar ación 

testimonial […] el Tribunal acude a la denuncia efe ctuada por 

él ante la CONADEP, y a modo de declaración testimo nial, los 

jueces extraen su contenido para engrosar la prueba  de este 

caso” y que lo mismo ocurrió con los testimonios de  Mónica 

Lasschar, Beatriz Castiglioni, Eduardo Covarrubias y Héctor 

Aníbal Ratto, y que ello “no sólo muestra que se va loran las 

declaraciones prestadas ante la CONADEP, sin jurame nto y sin 

control de parte, sino que además se valoran actuac iones 

practicadas por la Comisión sin los correspondiente s recaudos” 

(fs. 3065/3066).   

Adujo también que “…el Tribunal valoró erradamente los 

testimonios brindados de oídas, otorgándoles el mis mo valor que 

a las declaraciones prestadas durante el debate” (f s. 3066). En 

lo que a este agravio atañe, el defensor hizo refer encia a que 

Beatriz Castiglioni dijo respecto al caso 118 “que supo de 

Scarpatti en Campo de Mayo por lo que le había dich o ‘María’, 

(es decir Mónica Quintela)”, que Silvia Bonsiñori e n relación 

al caso 4 “sostuvo que no había visto a Riveros vis itando 



 
 
 
 
 
pacientes, sino que tal relato (prestado en la inst rucción) lo 

había escuchado, sin precisar quién se lo había dic ho”, y que 

Oscar Edgardo Rodríguez “[e]xplicó que cuando se en contraba 

para declarar en la causa 2005/4012 se encontró con  una señora 

que le dijo que fue torturada en Campo de Mayo y qu e ese día, 

hablando con esa mujer, supo que todo era verdad y antes de que 

ese encuentro ocurriera no estaba seguro” (fs. 3066 ). 

Asimismo hizo una referencia al testimonio de la 

periodista Gabriela Weber, concluyendo que el tribu nal “acudió 

a testigos que en apariencia se encuentran libres d e cualquier 

sospecha de parcialidad cuando en verdad ello no es  así” 

(fs.3066 vta.). 

Entendió que “[m]ás allá de lo dispuesto sobre el t ema 

en las […] causas 13/84 y en la 2005/4012, […] esa prueba no 

alcanza por sí sola para arribar al estado de certe za requerido 

en esta etapa del proceso” y que “la prueba colecta da en autos 

no les alcanza a los juzgadores para superar el est ado de duda” 

(fs. 3066 vta./ 3067 vta.). 

De otra parte se agravió del rechazo de su petición  

para que se le reciba “declaración testimonial a lo s 

funcionarios de la CONADEP que habían participado d e la 

inspección ocular practicada en Campo de Mayo” (fs. 3067). 

Esgrimió que “[e]llos podrían haber dado la opinión  (aséptica) 

no sólo sobre las circunstancias que rodearon el pr ocedimiento 

sino también sobre la impresión que les causaba cad a una de las 

víctimas que los acompañaba” (fs.3067). 

I)  En lo que respecta al caso nº 79 relativo a Juan 

Carlos Scarpatti sostuvo que se agravia de “que el Estado 

argentino dicte una sentencia condenatoria respecto  de un hecho 

que había sido sentenciado con anterioridad” en la causa 13/84 

en la que se “estableció la inexistencia del hecho”  y agregó, 

con invocación de lo resuelto por la Corte en Fallo s: 295:125, 

que no se “puede volver a juzgar el mismo hecho aun que [se] 

dirija la imputación contra imputados distintos a l os llevados 

a juicio en la primer oportunidad” en tanto “una ha bilitación 

de este tipo lesiona el debido proceso legal, las d ebidas 
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garantías y el juego limpio que debe rodear todo pr oceso 

judicial” (fs. 3069 y vta.).  

Alego también, que el art. 479 inc. 1º del CPPN “ob liga 

a reconocer el efecto vinculante de toda sentencia absolutoria, 

a favor de terceros copartícipes, en la medida en q ue la razón 

de la absolución sea extensible a tales sujetos dis tintos de la 

persona absuelta” (fs. 3069 vta.). 

Por otra parte sostuvo que el Tribunal Oral toma en  

cuenta lo decidido en la causa 13/84 para “dar por probado que 

los procesados deliberadamente ocultaron lo que suc edía a los 

jueces, a los familiares de las víctimas y a la soc iedad 

entera” y a la vez se aparta de lo concluido en esa  causa en 

cuanto a que “ni siquiera se probó que Scarpatti hu biese sido 

privado de su libertad por un grupo armado” (fs. 30 70 

vta./3071). 

En lo que atañe a la valoración de la prueba 

testimonial, cuestionó los dichos de Scarpatti seña lando que 

“resulta llamativa” “[l]a cantidad y calidad de la información 

brindada…”, y que al preguntársele al testigo porqu é tenía 

tanta información “[l]e responde al juez diciendo q ue ello era 

así porque no sabían qué hacer con él (en relación a sus 

captores) dando a entender que se lo habían olvidad o dentro de 

Campo de Mayo” (fs. 3072). Señaló que “aun cuando s e pudiera 

corroborar que todos los datos brindados fuesen cie rtos” se 

puede “suponer que la información brindada por Scar patti fue 

adquirida a través de los dichos de otros, luego co mpilada y 

exteriorizada por él mismo” y que también se puede dudar de ese 

testimonio en razón de que el testigo “se declaró e nemigo de 

los militares y por ende de las personas que aquí s e están 

juzgando, habiendo efectuado una especial mención d el imputado 

Santiago Riveros” (fs. 3072). En apoyo de sus dicho s invocó que 

Scarpatti “expresó que no quería entregar ‘doctrina  ni nada’ a 

sus captores por considerarlos sus enemigos” y que “militó en 

el Partido Montonero ocupando puestos de responsabi lidad” (fs. 

3072).  

Argumentó el defensor que este caso se diferencia d el 



 
 
 
 
 
resto “porque el relato que efectúa Scarpatti no qu eda 

comprendido dentro del estándar diseñado por el tri bunal 

juzgador” (fs. 3072 vta.) y que la sentencia es arb itraria en 

tanto se omitió tomar medidas para acreditar las le siones 

denunciadas por Scarpatti en tanto “ni el denuncian te, ni los 

distintos organismos ante los que prestó declaració n, ni la 

CONADEP, ni el juez instructor, ni las fiscalías 

intervinientes, ni las querellas […] pudieron corro borar las 

lesiones”, en orden a otorgarle crédito a su relato  (fs.3072 

vta./3073 vta.). Al respecto agregó que “se cierra toda 

posibilidad de sugerir que los defensores que acudi eron al 

debate de la causa 13/84 tuvieron la posibilidad re al de pedir 

la medida, por cuanto es dable suponer que los letr ados 

defensores que allí intervinieron razonaron la inne cesariedad 

de la propuesta y toda vez que la sentencia dictada  en esa 

ocasión les terminó dando la razón puesto que el tr ibunal que 

juzgó entendió que Scarpatti ni siquiera había sido  secuestrado 

por un grupo armado” (fs. 3073 vta.). 

Sostuvo que tampoco se chequeó la existencia del 

automóvil marca Fiat 125 que habría sido de propied ad de 

Scarpatti y en el que el testigo afirma haber sido introducido 

luego de su captura y cuestionó que no se recabaran  los 

testimonios de los vecinos del lugar donde habría o currido la 

detención, lo que constituía a juicio de la defensa  una prueba 

dirimente para valorar la credibilidad del testigo.   

Asimismo expuso que la versión de Scarpatti es conf usa 

en punto al lugar donde habría tenido lugar el tiro teo al que 

alude en su relato, pues “[e]n su primera declaraci ón sostuvo 

‘Que el hecho ocurrió a las ocho de la mañana del d ía indicado 

en la calle Hernandarias y su intersección con las vías del 

ferrocarril Sarmiento” y luego “[e]n la declaración  prestada el 

21 de noviembre de 2006, es decir 27 años después [ …]”, sostuvo 

que ello ocurrió en “la esquina de Hidalgo y Neuqué n…” 

(fs.3074). 

Además, sostuvo la defensa que llama su atención “q ue 

Scarpatti sostenga que estuvo 20 días en estado de coma y que  
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fue curado por una prisionera médica especialista e n 

ginecología” (fs. 3075) y, de otra parte, “que la s entencia 

resulta  contradictoria en relación con la fecha de l hecho”, 

pues [a]penas se inicia el análisis del caso, el Tr ibunal 

extracta la primera declaración de Scarpatti donde explica: 

’Que el día 25 de abril de 1977 al concurrir (…) fu e detenido 

por una comisión de civil…” en tanto “al dictar sen tencia han 

tenido por probado que el hecho que damnificara a S carpatti se 

inició con la privación de su libertad ocurrida el día 28 de 

abril de 1977” (fs. 3075). 

Por otra parte, cuestionó la valoración asignada a los 

dichos de la testigo Beatriz Castiglioni a los efec tos de 

comprobar la materialidad de este caso. Señaló que,  por un 

lado, su testimonio “ya fue oído por los jueces de la Cámara 

Federal porteña en la causa 13/84” que [a] pesar de  ello, 

concluyeron que no existía caso” y, por el otro, po r cuanto “lo 

sostenido por la testigo/víctima Beatriz Castiglion i no supera 

lo que se conoce como testimonio de oídas” (fs. 307 6). 

Impugnó también la valoración de la declaración 

prestada por Víctor Ibañez. Sobre el extremo adujo que se trata 

“de una persona que por momentos vivió al margen de  la ley, 

incluso mientras prestaba funciones como militar co nfesando el 

robo de un auto”, “que prestó funciones en el secto r logística 

de Campo de Mayo, es decir que se encuentra relacio nado con los 

hechos investigados aun cuando no haya sido formalm ente 

imputado”; que “mostró odio hacia los imputados” y “admiración 

hacia Scarpatti” y, por último, que la defensa no p udo 

controlar su testimonio por encontrarse el nombrado  en un 

programa de protección de testigos y porque se cons ideró que 

sus respuestas podrían ser autoincriminatorias (fs.  3077). 

J)  En cuanto al caso nº 36 relativo a “María Elida 

Morales Miy de Vallejo”, sostuvo que el tribunal “n o cuenta con 

un solo elemento, cualquiera sea su valor convictiv o, para 

concluir que María Élida Morales Miy fue privada il egítimamente 

de su libertad” y que se omitió valorar los dichos de los 

testigos Pedro Eugenio Greaves y Carlos López Echag üe, en 



 
 
 
 
 
cuanto apuntaron que fueron torturados por Morales Miy.  

Señaló la defensa que lo declarado por Greaves y Ló pez 

Echagüe “es una pauta que puede indicarnos que Mora les Miy no 

fue detenida contra su voluntad” (fs. 3079). De otr a parte hizo 

referencia a que “el libro ‘Campo Santo’, -que fuer a 

incorporado por lectura a pedido del Ministerio Púb lico Fiscal 

y de las propias querellas-, cuenta con un anexo qu e contienen 

un listado de represores militares y de interrogado res. Entre 

los interrogadores figura María Élida Morales Miy, con el alias 

‘la gorda’, y de profesión policía” (fs. 3079 vta.) .  

K)  La defensa se agravió de la aplicación de la 

agravante de perseguido político respecto del delit o de 

imposición de tormentos por el cual resultaron cond enados sus 

asistidos. 

En sustento de su planteo señaló que el tribunal de bió 

explicar “cuál era la participación política o ideo lógica de 

cada una de las personas que considera víctimas par a poder 

fundar la aplicación de la agravante” y que las exp resiones de 

algunas de las víctimas relativas a “su militancia en la 

agrupación Montoneros, Ejército Revolucionario del Pueblo, y 

otras […] “no pueden servir de fundamento para la a plicación de 

la agravante, máxime cuando la sentencia no desarro lla el 

tópico” (fs. 3080 vta.). 

De modo subsidiario, planteó que se ha aplicado 

erróneamente la ley nº 14616, y que el hecho debió haberse 

subsumido en la ley nº 23097 por resultar la más be nigna, en 

tanto, aun cuando como consecuencia de la aplicació n de esta 

última norma se hubiese alcanzado el mismo resultad o, “[l]a 

diferencia, y aquí la mayor benignidad de la aplica ción de la 

ley, reside en que la aplicación de la ley vigente favorecería 

a los imputados puesto que les evitaría la imposici ón de la 

agravante y por ende, la declaración de haber comet ido delitos 

por ser la víctima un perseguido político” (fs.3080 /3081 vta.). 

L)  Impugnó también la atribución del delito de robo c on 

armas efectuada a título de coautoría respecto de l os imputados 

Bignone y Riveros. Sostuvo que el tribunal no ha fu ndamentado 
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la concurrencia de los elementos del tipo que se da n por 

acreditados. Al respecto señaló que en el fallo se sostiene 

“que el robo de las pertenencias de las víctimas er a 

sistemático, sin embargo de la compulsa de los más de cincuenta 

casos ventilados en el juicio surge que el Tribunal  dicta 

condena en sólo siete de los casos” (fs. 3082 vta.) . 

Cuestionó la referencia que se hace en la sentencia  a 

la causa 13/84, apuntando que “los casos ventilados  en la 

histórica sentencia parecen no condecirse con los q ue aquí se 

juzgaron porque los jueces de la Cámara Federal dic taron 

condena porque tuvieron en cuenta, entre otros moti vos, la 

enorme proporción de casos en los que se habían com probado 

distintos robos” y que “[t]ampoco puede inferirse [ …] que la 

impunidad que tenían garantizada los subalternos de  las 

personas enjuiciadas en la causa 13 puede trasladar se hacia los 

aquí imputados” (fs.3083). 

Asimismo alegó que en la sentencia no se ha efectua do 

“una detallada redacción de los objetos que habrían  sido 

robados” ni “se intentó probar la preexistencia de los 

elementos que se denuncian como robados” (fs. 3083) . 

Invocó “[p]ara ejemplificar lo dicho” el caso 118 

relativo a “la condena por robo al matrimonio Covar rubias y 

Castiglioni”, señalando que sólo se contó con “los dichos de 

una de las víctimas cuando denunciara que ‘[s]e lle varon una 

lapicera, dinero en dólares y un auto que les fue r estituido’ 

(fs.2777)” (fs. 3083). Sobre ello añadió que en el caso no se 

brindaron precisiones respecto a los objetos que ha brían sido 

sustraídos y que de haberse tratado de cosas “sin v alor” “quizá 

hubiese pedido la absolución por atipicidad de la c onducta” 

(fs.3083 vta.). 

Asimismo cuestionó la imposición de penas privativa s de 

la libertad a sus pupilos mayores a 80 años, por co nsiderar que 

se apartan de la finalidad resocializadora que debe  asumir la 

sanción, y que las penas impuestas “…no son más que  venganzas, 

vindicta pública  impuesta por el Estado en contravención a las 

obligaciones internacionales que establecen que la finalidad de 



 
 
 
 
 
la pena no es venganza ni retribución sino resocial ización o 

reinserción social” (fs. 3085). 

 También se agravió de la modalidad de cumplimiento  de 

la sanción señalando que no se trataron las razones  expuestas 

por el defensor para sustentar la petición de arres to 

domiciliario. Señaló que se “…privó a los imputados  de ofrecer 

pruebas tendientes a demostrar que la revocación de l arresto 

domiciliario no correspondía y que una decisión de este tipo 

pondría en peligro la salud, la integridad y la vid a de los 

enjuiciados […] que la cuestión del arresto domicil iario no 

formaba parte de la acusación” y que la defensa “pe nsaba 

ofrecer prueba documental y testimonial, especialme nte expertos 

médicos y familiares propios y otros coimputados, p ara que 

informaran sobre cómo la detención de personas mayo res de 80 

años en una prisión incide directamente sobre la sa lud de los 

encarcelados…” (fs. 3093). 

 Al mismo respecto señaló, con invocación del art. 491 

del CPPN, que el Ministerio Público Fiscal “nada di jo sobre el 

modo de cumplimiento de la pena” y “…que la instanc ia de debate 

no se presenta como el momento oportuno para tratar  el modo de 

cumplimiento de la condena” (fs.3094).  

  Agregó que para la concesión del arresto 

domiciliario, la ley no exige ningún otro requisito  más que la 

edad y que, por otra parte, sus pupilos padecen enf ermedades y 

mantuvieron una “intachable conducta mientras gozar on de la 

detención en sus domicilios” (fs.3094/3096 vta.). C uestionó 

también que se haya tenido en cuenta la naturaleza y gravedad 

de los hechos, para evaluar la medida y por otro la do “la 

ejecución de la revocación del arresto  domiciliari o previo a 

que la sentencia adquiera firmeza” (fs. 3099 vta.).  

M) En el punto XV de su recurso, la defensa planteó l a 

nulidad de la declaración testimonial brindada por Víctor 

Ibáñez y propició “que se le pida al juez instructo r de la 

causa nro. 4012 que le reciba declaración indagator ia…” 

(fs.3104). 

N)  Finalmente, se agravió del rechazo de su planteo 
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dirigido a que se declare la inconstitucionalidad d el plazo de 

diez días que prevé el art. 463 del CPPN para la in terposición 

del recurso de casación y efectuó reserva del caso federal. 

13º)  Que en la oportunidad prevista por el art. 468 in 

fine  del ritual, presentaron breves notas la Dra. Di Lu do, por 

la defensa pública oficial de los imputados, el Dr.  Pablo 

Llonto, apoderado de la querellante Viviana Beguán,  y el señor 

Fiscal General ante esta instancia, Dr. Javier Augu sto De Luca. 

La Dra. Di Laudo insistió en la cuestiones plantead as 

por su colega de la instancia anterior, añadiendo q ue la 

sentencia es nula por vulneración del derecho de de fensa, al no 

haberse mencionado “…ni en los requerimientos de el evación a 

juicio ni en la sentencia el ‘aporte’, ‘conducta’ o  ‘actividad’ 

en forma de ‘acción’, ‘omisión’ u ‘orden’ que hubie ran 

efectuado Riveros, Bignone y Guañabens Perelló en l os casos de 

este proceso…”, lo que se debe, a su juicio, a la f alta de 

elementos probatorios que vinculen a sus pupilos co n las 

privaciones de la libertad y torturas (fs. 3289 vta ./3290). 

Sostuvo también que la sentencia es arbitraria en t anto 

“atribuye [a los encartados] en los veinticinco cas os juzgados 

en este tramo, haber aportado en base en la distrib ución formal 

de sus cargos, y las facultades y atribuciones que la Directiva 

fija para esas investiduras, prescindiendo así, de la persona 

que los ocupara” (fs. 3292). 

En relación al encausado Riveros señaló que el a quo  

meritó de forma descontextualizada una frase de su declaración 

indagatoria y que de los dichos de su asistido surg e que se 

limitaba a poner a los detenidos a disposición del PEN y que 

luego el traslado era decidido por personal de inte ligencia del 

batallón 601 o por comisiones del Estado Mayor, y q ue por ello 

de lo manifestado por el testigo Ibáñez en punto a que vio a 

Riveros reunido con otras personas en Campo de Mayo , mientras 

detenidos eran subidos a un avión, no puede derivar se la 

responsabilidad del imputado. 

En el caso del encartado Bignone, sostuvo que el 

tribunal oral no tuvo en cuenta sus declaraciones e n donde 



 
 
 
 
 
desconoce los hechos que le eran imputados; que se le atribuyó 

responsabilidad penal sin más prueba que el cargo f ormal que 

ostentaba al momento de los hechos y que lo propio ocurrió con 

su consorte de causa Guañabens Perelló. 

Luego, hizo referencia a los distintos hechos que s e 

tuvieron por acreditados, señalando -en suma- que n o hay prueba 

que los vincule a sus pupilos. 

Por último, cuestionó los montos de las penas impue stas 

por considerarlos arbitrarios. 

En punto a los recursos de las querellas y del 

Ministerio Público Fiscal interpuestos en relación a la 

absolución por los tormentos en el caso de María El ida Morales 

Miy y de las imputaciones por allanamiento ilegal d e domicilio 

en los casos Norma Rodríguez y Dolores y Emilio Beg uán, señaló 

que deben ser rechazados por carecer de fundamentac ión.  

En cuanto a la absolución de Germán Américo Montene gro, 

sostuvo que el precedente “Casal” no puede ser invo cado por las 

partes acusadoras en orden a obtener una revisión i ntegral del 

fallo. 

De otra parte, y respecto a los cuestionamientos qu e a 

ese respecto efectúa la parte acusadora, señaló que  constituyen 

una pretensión de atribución de responsabilidad obj etiva. 

Añadió que, contrariamente a lo que señala la quere lla, 

el a quo  no fundó la absolución de Montenegro en una causal  de 

justificación por obediencia debida sino en la ause ncia de 

prueba de la autoría y que en el pronunciamiento se  han 

expuesto razones para dar sustento a la absolución.  

Por su parte, el doctor Pablo Llonto, letrado apode rado 

que representa a la querella de la familia Beguán, insistió en 

los cuestionamientos a las absoluciones de Riveros y Bignone 

por el allanamiento y robo agravado ocurridos en el  que fuera 

el domicilio de Dolores y Emilio Beguán.  

Al respecto sostuvo que el a quo  incurre en 

contradicción al sostener como fundamento de la abs olución, que 

no se comprobó la relación entre el domicilio de la s víctimas 

en Avellaneda y las operaciones desplegadas por el comando de 
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la Zona y que se desconoce si las víctimas fueron t rasladadas 

en forma directa desde su domicilio.    

                   -III- 

14º) Que liminarmente, y en atención a lo informado por 

el Tribunal Oral en lo Criminal Federal nº 1 de San  Martín, 

respecto al fallecimiento del encausado Carlos Albe rto Roque 

Tepedino y de la extinción de la acción penal que, fundada en 

tal motivo, dispuso ese tribunal (cfr. fs. 3364 y v ta.), las 

cuestiones deducidas a su respecto en esta causa ha n devenido 

abstractas, lo que así corresponde declarar. 

15º)  Que, de otra parte, cabe señalar que no habrán de 

ser tratadas en esta resolución las cuestiones plan teadas por 

las querellas y por la defensa pública oficial en r elación a 

los encartados Fernando Exequiel Verplaetsen y Osva ldo Jorge 

García, habida cuenta de la suspensión del trámite que, en los 

términos del art. 77 del CPPN, fue decidida con rel ación a 

ello.  

16º) Que, sentado lo expuesto, menester es destacar que 

los recursos de casación interpuestos son -en princ ipio- 

formalmente admisibles. Están dirigidos contra una sentencia de 

carácter definitivo y se han invocado agravios fund ados en la 

inobservancia de la ley sustantiva y procesal (art.  456, incs. 

1° y 2° del rito). 

Por lo demás, y en lo que atañe al recurso de la 

defensa, el alcance de la revisión debe atender a l a doctrina 

sentada por la Corte Suprema de Justicia de la naci ón en 

Fallos: 328:3399 (“Casal, Matías Eugenio”) de acuer do a la 

cual, tratándose del cuestionamiento a una sentenci a 

condenatoria “lo único no revisable es lo que surja  directa y 

únicamente de la inmediación” (Consid. 24). 

Ello así pues, en pos de garantizar la revisión de la 

sentencia definitiva de conformidad con los arts. 8 .2.h de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto 

Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos (a rt. 75, inc. 

22, C.N.) “el art. 456 del Código Procesal Penal de  la Nación 

debe entenderse en el sentido de que habilita a una  revisión 



 
 
 
 
 
amplia de la sentencia, todo lo extensa que sea pos ible al 

máximo esfuerzo de revisión de los jueces de casaci ón, conforme 

a las posibilidades y constancias de cada caso part icular y sin 

magnificar las cuestiones reservadas a la inmediaci ón, sólo 

inevitables por imperio de la oralidad conforme a l a naturaleza 

de las cosas” (Fallos: 328:3399, consid. 34). 

Así, el examen de la sentencia impone el esfuerzo p or 

revisar todo lo que sea susceptible de revisar, o s ea de agotar 

la revisión de lo revisable (Fallos: 328:3399, cons id. 5º; 

consid. 11º del voto del juez Fayt, y considerando 12º del voto 

de la jueza Argibay).  

De otra parte, no es dable soslayar la doctrina del  

alto tribunal en el precedente “Di Nunzio, Beatriz Herminia” 

según la cual “siempre que se invoquen agravios de naturaleza 

federal que habiliten la competencia de esta Corte,  por vía 

extraordinaria en el ámbito de la justicia penal na cional 

conforme el ordenamiento procesal vigente, estos de ben ser 

tratados previamente por la Cámara Nacional de Casa ción Penal, 

en su carácter de tribunal intermedio, constituyénd ose de esta 

manera en tribunal superior de la causa para la jus ticia 

nacional en materia penal, a los efectos del art. 1 4 de la ley 

48” (Fallos: 328:1108). 

                    -IV- 

17º)  Que, corresponde tratar en primer orden los 

planteos de prescripción de la acción y de irretroa ctividad de 

ley penal y respecto del decreto PEN nº 1002/89 y d e las leyes 

nº 23492 y nº 23521, introducidos por el defensor p úblico 

oficial, Dr. Juan C. Tripaldi al interponer el recu rso de 

casación. 

A este respecto, corresponde advertir que la invali dez 

del indulto es una cuestión sobre la que ya se ha e xpedido la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación en este mism o proceso 

(Fallos: 330:3248) al confirmar el fallo de esta Sa la II por el 

que se declaró la inconstitucionalidad del decreto PEN nº 

1002/89 por el que se indultó a Santiago Omar River os (cfr. 

causa nº 5920, “Mazzeo, Julio L. y otros s/recurso de casación 
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e inconstitucionalidad”, rta. el 15/09/06, registro  nº 9008). 

Así, la pretendida reedición de la cuestión ya resu elta 

aparece manifiestamente contraria al deber de acata r las 

decisiones del Alto Tribunal en las mismas causas e n que han 

sido dictadas (Fallos: 330:4790, 330:2284 y 330:123 6 entre 

muchos otros).  

De otra parte, no es dable soslayar que las cuestio nes 

relativas a la imprescriptibilidad de delitos como los aquí 

investigados ya han sido homogéneamente resueltas p or la 

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de l a Nación 

(Fallos: 327:3312; 328:2056), por las cuatros salas  de esta 

cámara (cfr. esta Sala en “Barcos, Horacio Américo s/ recurso 

de casación, rta. el 23/3/2012, reg. nº 19.754 y “L osito, 

Horacio y otros s/ recurso de casación, causa nº 10 431, rta. el 

18 de abril de 2012, reg. nº 19853, Sala I causas n ° 7896 

"Etchecolatz, Miguel Osvaldo s/recursos de casación  e 

inconstitucionalidad", rta. el de 18/05/2007, reg. N° 10.488; 

causa n° 7758 "Simón Julio Héctor s/recurso de casa ción", rta. 

el 15/05/2007 y causa n° 9517 "Von Wernich, Christi an Federico 

s/recurso de casación" rta. el 27/03/09, reg. 13.51 6",  Sala 

III, causa nº 9896, “Menéndez, Luciano Benjamín y o tros 

s/recurso de casación”, rta. el 25/08/2010, reg. nº  1253/10 y 

Sala IV causa nº 12.821 “Molina, Gregorio Rafael s/ recurso de 

casación”, rta. el 17/02/12, reg. nº 162/12, y por el derecho 

penal internacional -cfr. Estatutos de los tribunal es militares 

de Nüremberg y para el Lejano Oriente; más tarde lo s 

instrumentos constitutivos de los tribunales ad hoc  de las 

Naciones Unidas para la ex Yugoslavia y Rwanda; la regulación 

15/2000 de la Administración de Transición de las N aciones 

Unidas para el Timor Oriental, el Estatuto de la Co rte Penal 

Internacional de Justicia y la jurisprudencia emana da de esos 

órganos-). 

De otro lado, magüer lo señalado por el recurrente,  ni 

su afirmación con pretenso sustento en el art. 21 d e la ley nº 

48, relativa a que el derecho de gentes “no aparece  a la par de 

la Constitución Nacional, ni de las leyes del congr eso” ni lo 



 
 
 
 
 
que sostiene respecto a que el art. 11 de la ley nº  26200 que 

“establece la imprescriptibilidad a futuro”, ni la referencia a 

que en la causa 13/84 se declaró la prescripción de  la acción 

penal respecto de algunos hechos, constituyen argum entos 

suficientes que a la luz de esas fuentes, permitan confutar o 

ameritar una revisión del criterio relativo a la ex istencia de 

un sistema de derecho común e indisponible para tod os los 

estados, cuya existencia se remonta al menos a los primeros 

años subsiguientes a la segunda guerra mundial, cuy o contenido 

-reconocido e inserto en nuestra carta fundamental y la 

legislación y jurisprudencia de los tribunales inte rnacionales- 

reúne la imprescriptible e inderogable obligación d e 

investigación y sanción de los delitos de lesa huma nidad (cfr. 

esta Sala in re : “Barcos” y “Losito”, supra  cit.).  

Este deber, que se erige como imperativo jurídico p ara 

todos los estados, tiene primacía sobre cualquier d isposición 

en contrario de los ordenamientos jurídicos locales , ocupando 

por tanto la posición más elevada entre todas las o tras normas 

y principios, aún las del derecho interno.  

En este sentido, como señala  M. Cherif Bassiouni, el 

reconocimiento de ciertos delitos internacionales c omo de ius 

cogens  acarrea el deber de persecución o extradición (cfr . M. 

Cherif Bassiouni "International Crimes: Jus Cogens and 

Obligatio erga Omnes, 59, AUT Law & Contemp. Probs.  pág. 65). 

Respecto al carácter imprescriptible de conductas c omo 

las investigadas en estas actuaciones, la Corte Sup rema de 

Justicia de la Nación ha dicho que la “convención s ólo afirma 

la imprescriptibilidad, lo que importa el reconocim iento de una 

norma ya vigente ( ius cogens ) en función del derecho 

internacional público de origen consuetudinario. De  esta 

manera, no se fuerza la prohibición de retroactivid ad de la ley 

penal, sino que se reafirma un principio instalado por la 

costumbre internacional, que ya tenía vigencia al t iempo de 

comisión de los hechos” (Fallos: 327:3312, consider ando 28).  

En punto a la pretensión de la defensa de sustraer del 

carácter de lesa humanidad a conductas como las imp utadas, con 
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invocación del principio de legalidad y de la corre lativa 

prohibición de aplicar una ley más gravosa, el alto  tribunal ha 

sostenido: “las cláusulas de los tratados modernos gozan de la 

presunción de su operatividad, ‘por ser, en su mayo ría, claras 

y completas para su directa aplicación por los Esta dos partes e 

individuos sin necesidad de una implementación dire cta’; ‘la 

modalidad de aceptación expresa mediante adhesión o  

ratificación convencional no es exclusiva a los efe ctos de 

determinar la existencia del ius cogens. En la mayo ría de los 

casos, se configura a partir de la aceptación en fo rma tácita 

de una práctica determinada’ (Fallos: 318:2148, vot o del juez 

Bossert)”. Asimismo ha establecido: “31) Que al mom ento de los 

hechos, el Estado argentino ya había contribuido a la formación 

de la costumbre internacional a favor de la impresc riptibilidad 

de los crímenes contra la humanidad” (conf. Fallos:  318:2148, 

voto del juez Bossert, considerando 88 y siguientes ). Por fin, 

también que “de acuerdo con lo expuesto y en el mar co de esta 

evolución del derecho internacional de los derechos  humanos, 

puede decirse que la Convención de Imprescriptibili dad de 

Crímenes de Guerra y Lesa Humanidad, ha representad o únicamente 

la cristalización de principios ya vigentes para nu estro Estado 

Nacional como parte de la Comunidad Internacional.”  (Fallos 

327:3312 considerandos 30 a 32). 

También ha señalado el cimero tribunal nacional que : 

"la calificación de los delitos contra la humanidad  no depende 

de la voluntad de los Estados nacionales" y que "la s fuentes 

del derecho internacional imperativo consideran com o aberrantes 

la ejecución de cierta clase de actos y, por ello, esas 

actividades deben considerarse incluidas dentro del  marco 

normativo que procura la persecución de aquellos qu e cometieron 

esos delitos (cfr. Fallos 328:2056, voto del juez M aqueda, 

considerandos 56 y 57). 

De otra banda no puede soslayarse que existe un 

catálogo de delitos de lesa humanidad, plasmado en diversos 

tratados, convenciones y resoluciones de órganos 

internacionales. Resulta en tal sentido ilustrativo  mencionar -



 
 
 
 
 
sin pretensión de taxatividad- las cuatro Convencio nes de 

Ginebra (CG de 12/8/1949 y sus dos protocolos adici onales de 

12/12/1977); la Convención sobre la prevención y el  castigo del 

delito de genocidio del 9/12/1948; la Convención so bre 

imprescriptibilidad de crímenes de guerra y de los crímenes de 

lesa humanidad del 26/11/1968; la Convención contra  la tortura 

y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes del  10/12/1984. 

Esos instrumentos no son más que la cristalización de normas de 

ius cogens  del derecho internacional, (cfr. esta Sala in re : 

“Barcos, Horacio Américo s/recurso de casación”, supra  cit.). 

Se ha dicho que: “[l]a extrema gravedad de ciertos 

crímenes, acompañada por la renuencia o la incapaci dad de los 

sistemas penales nacionales para enjuiciarlos, son el 

fundamento de la criminalización de los crímenes en  contra de 

la humanidad según el Derecho Internacional” (Ambos , Kai, 

“Temas de Derecho penal internacional y europeo”, M arcial Pons, 

Madrid, 2006, pág. 181). 

Desde otra perspectiva, se ha sostenido que: ”…[e]l  

derecho penal tampoco tiene legitimidad en estos ca sos, dada la 

enormidad del injusto y la inexistencia de cualquie r medio para 

brindar efectiva solución al conflicto” (Zaffaroni,  E. Raúl, 

et. al., “Derecho Penal. Parte General”, Ediar, Bs.  As., 2000, 

p. 191). 

Por otro lado, se ha afirmado que se trata de un 

mandato de justicia elemental, siendo que: “…[l]a i mpunidad de 

las violaciones de los derechos humanos (culture of  impunity) 

es una causa importante para su constante repetició n” (Cfr. 

Werle, Gerhard, “Tratado de Derecho Penal Internaci onal”, 

Tirant lo Blanch, Valencia, 2005, p. 84).  

Los antecedentes expuestos permiten concluir, sin 

hesitación, que la imprescriptibilidad de los críme nes de 

guerra y de los delitos de lesa humanidad, no deriv a de una 

categorización ad hoc  y ex post facto  como parece sugerir la 

defensa y, en suma, conllevan a descartar tanto los  planteos de 

prescripción como aquéllos que se yerguen en la afe ctación al 

principio de legalidad.  
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A este respecto, se tiene presente que el tribunal 

cimero, en situaciones análogas, ha rechazado por 

insustanciales los planteos que pretenden la revisi ón de la 

doctrina sentada en Fallos: 327:3312 y 328:2056, cu ando el 

recurrente no ofrece nuevos argumentos que ameriten  una nueva 

evaluación de lo decidido (cfr. causa E. 191, Lº XL III, 

‘Etchecolatz, Miguel Osvaldo s/ recurso extraordina rio”, 

sentencia de 17/02/2009). 

Por lo demás, a estas alturas ya es de toda notorie dad 

que los hechos investigados en estas actuaciones ha n sucedido 

en un marco de ejecución “en forma generalizada y p or un medio 

particularmente deleznable cual es el aprovechamien to 

clandestino del aparato estatal.  Ese modo de comisión favoreció 

la impunidad, supuso extender el daño directamente causado a 

las víctimas, a sus familiares y allegados, totalme nte ajenos a 

las actividades que se atribuían e importó un grave  menoscabo 

al orden jurídico y a las instituciones creadas por  él” (cfr. 

Fallos: 309:33).    

A este respecto resulta de interés destacar que las  

reglas prácticas sancionadas por este cuerpo llaman  a evitar la 

reiteración de la tarea de acreditación de hechos n otorios no 

controvertidos (Ac. CFCP. nº 1/12, Regla Cuarta). 

Los delitos que aquí se imputan, abstractamente 

considerados, cometidos en el marco de ese ataque g eneralizado 

contra la población, encuadran en la categoría de l esa 

humanidad que apareja las consecuencias a las que a ntes se hizo 

referencia (cfr. Estatuto constitutivo del tribunal  militar de 

Nüremberg, art. 6 c); artículos terceros de las cua tro 

convenciones de Ginebra, Ley 14.467; estatuto del T ribunal 

Internacional para la ex-Yugoslavia, art.5; Estatut o del 

Tribunal Internacional para Ruanda; Estatuto de Rom a de la 

Corte Penal Internacional, art. 7º -ley 25.390-).        

Por lo expuesto, cabe el rechazo por insustanciales  de 

los planteos de prescripción de la acción penal y a quellos 

relativos al indulto nº 1002/89 y a las leyes nº 23 492 y nº 

23521. 



 
 
 
 
 

18º)  Que, de otra parte, la defensa efectuó un planteo 

de nulidad por vulneración a las garantías del debi do proceso y 

al principio de “igualdad de armas”.  

De los términos en que han sido expuestas, dable es  

advertir la ausencia de sustancia jurídica que evid encia el 

grueso de las consideraciones invocadas por el recu rrente como 

fundamento de su pretensión nulificante. 

Así, los juicios de valor que trae la defensa que 

interpuso el recurso de casación, respecto a decisi ones 

jurisdiccionales adoptadas por el máximo tribunal n acional en 

el marco de esta misma causa, con afirmaciones tale s como que 

“la garantía de cosa juzgada y –su derivada- el ne bis in ídem  

no se encuentra disponible para la defensa en los p rocesos 

seguidos categorizados como de lesa  humanidad”, o a que “los 

imputados en esta causa no han gozado, no gozarán d el derecho a 

obtener un pronunciamiento penal en un plazo razona ble” o “el 

Estado argentino ha decidido condicionar los alcanc es de los 

criterios de interpretación de la Constitución Naci onal”, entre 

otras de las contenidas en su escrito y supra reseñ adas, lejos 

de constituir elementos que acrediten la invocada i mposibilidad 

“de ejercer una defensa técnica”, o de constituir “ nuevos 

argumentos” en orden a modificar los criterios del Alto 

Tribunal -cuestión a la que se hizo referencia en e l punto 

anterior-, en los términos en que se exponen, no ev idencian una 

crítica razonada fundada en oportunos motivos de he cho o 

derecho que permitan el adecuado conocimiento y tra tamiento de 

un agravio jurídicamente argumentado, sino apreciac iones que 

aparecen ostensiblemente ajenas al ejercicio de su magisterio y 

de los intereses que representa.  

Por lo demás, las alegaciones relativas a que la 

imprescriptibilidad de delitos como los que aquí se  juzgan 

representan un obstáculo “para ofrecer prueba testi monial” como 

consecuencia de la posibilidad de que los testigos sean 

enjuiciados, por un lado no alcanzan para conmover cuanto se 

dijo como fundamento de la subsistencia en el tiemp o de la 

obligación de investigación, persecución y sanción de estos 
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delitos y, por el otro, no se advierte que guarden una relación 

de causa y efecto entre sí. Tanto más cuanto la def ensa tuvo la 

posibilidad, de ofrecer -con arreglo a la ley- la p roducción de 

la prueba testimonial que estimó relevante para su posición, y 

los testigos, también con ajuste a las previsiones del 

ordenamiento jurídico, tienen la obligación de decl arar y decir 

verdad, claro está, también con sujeción a todas la s garantías 

constitucionales y de rango legal que moderan la pr oducción de 

la prueba. 

19º)  Que análogo déficit de fundamentación se advierte 

respecto del planteo de nulidad por imparcialidad d el tribunal. 

De la manera en que el planteo ha sido expresado, s e colige que 

las razones en las que el recurrente intenta fundar  el agravio, 

estriban en las decisiones jurisdiccionales sobrevi nientes  

adoptadas por el Tribunal Oral en el marco de la ca usa, 

circunstancia que -por vía de principio- resulta in idónea para 

acreditar la vulneración que se predica. 

Aún más; la recurrente ha indicado que si bien “des de 

el inicio del juicio, los imputados albergaron duda s respecto 

de la esperada imparcialidad de los juzgadores”, la  defensa “se 

abstuvo de su formulación” “en razón de que el temo r aludido 

carecía de una base lo suficientemente sólida que s irviera para 

habilitar un planteo de recusación”. A la luz de es e 

señalamiento, el planteo de imparcialidad resulta 

manifiestamente tardío y, por lo demás, tampoco res ulta la vía 

adecuada para controvertir las decisiones ex post  del tribunal 

de mérito.  

20º)  Que la defensa manifestó como motivo de agravio 

que en el caso hubo un “fraccionamiento de la acusa ción” que 

afectó la garantía del debido proceso de los encaus ados. 

La alegación relativa a que en la causa 13/84 “se 

enjuició a los allí imputados por los hechos que aq uí se están 

juzgando” y a que “a pesar de contar con los elemen tos para 

perseguir a quien quisiera, el Estado limitó su per secución a 

quienes consideró los principales responsables” (fs .3043), 

resulta insustancial a la luz de la imprescriptible  obligación 



 
 
 
 
 
del Estado Argentino de investigar y sancionar a lo s 

responsables de crímenes de lesa humanidad a la que  ya se hizo 

referencia en el considerando 18º. Así, la elucidac ión en sede 

penal de hechos constitutivos de delitos de lesa hu manidad y de 

las consiguientes responsabilidades de todos aquell os que 

hubieren tenido algún grado de participación penalm ente 

relevante en los mismos, no resulta de una “redefin ición del 

criterio de selección” como apunta la defensa, sino  del 

cumplimiento -en el caso por cierto tardío- de obli gaciones 

imperativas e imprescriptibles del Estado Argentino .     

También argumenta en favor de su planteo que 

corresponde la absolución de Riveros porque ya fue condenado en 

esta causa el 12 de agosto de 2009 y que “no import a que el 

juicio allí celebrado lo haya sido respecto de un s olo caso” y 

que ni el art. 360 del CPPN ni la Ac. 42/08 de la C SJN pueden 

afectar la prohibición de ser juzgado dos veces por  un mismo 

hecho. Asimismo plantea que en tanto su agravio no tuvo 

respuesta, de ser rechazado por esta Cámara se esta ría 

vulnerando “la garantía conocida como doble conform e” (fs. 

3048). 

Con relación a este último elemento es dable record ar 

que es principio asentado en la jurisprudencia del Alto 

Tribunal aquel que establece que “los jueces no est án obligados 

a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino 

solamente aquéllos que estimen pertinentes para la solución del 

caso” (Fallos: 3331110:1835 y 331:2077, entre mucho s otros).  

Sentado ello, cabe señalar que de los extremos fáct icos 

esgrimidos por la recurrente se advierte el carácte r claramente 

inconducente de su agravio, atento a la falta de id entidad 

entre la condena del año 2009 aludida por el defens or y la que 

aquí se recurre, circunstancia que priva de entidad  al planteo 

de doble juzgamiento invocado. 

En otro orden de ideas, y en punto a la alegada 

fragmentación de la imputación, sólo resta señalar que esta 

Sala ya ha señalado en anteriores oportunidades que  “cuestiones 

como la decidida por el tribunal oral, involucran m edidas 
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ordenatorias del debate que -por vía de principio- son 

exclusivas del tribunal de juicio, salvo supuesto d e 

arbitrariedad (cfr. “Acosta, Jorge Eduardo, Astiz, Alfredo 

Ignacio y otros s/ rec. de queja“, causa N° 15560, rta. el 5 de 

junio de 2012, reg. 20006 y “San Román, Julio y Cas tagno Monge, 

Hugo s/ rec. de queja“, causa nº 15546, rta. el 14 de aqosto de 

2012, reg. nº 20328), que en el caso la defensa no logra 

acreditar. 

Asimismo, en punto a la acumulación de causas, se 

señaló que “en la medida que las circunstancias exa minadas por 

el tribunal a quo al momento de resolver no [sean] superadas, a 

la fecha, por las razones invocadas por la recurren te, la 

presentación intentada” no puede recibir favorable acogida en 

esta instancia (cfr. causa nº 15.349 “Flores, Leopo ldo Héctor 

s/rec. de casación”, rta. el 10 de abril de 2012, r eg. nº 

19.794, y “Acosta” y “San Román”, supra cit. ).   

Es que como sostuvo el cimero tribunal al sancionar  la 

Acordada 42/08, en mérito de la diversidad de situa ciones que 

se presentan, no es posible establecer un parámetro  general en 

relación a la unificación o diversificación de caus as, dado que 

si bien en unos casos pueden redundar en beneficio de la 

celeridad, en otros pueden generar nuevas demoras, siendo que 

“[l]a naturaleza de ese tipo de providencias, respo nde como 

objetivo primordial a la necesidad de realizar la j usticia, 

bajo resguardo del debido proceso, en el menor tiem po posible, 

de acuerdo a las características de cada caso…” (cf r. causas 

“Acosta” y “San Román”, cit .). 

21º)  Que en cuanto atañe al agravio defensista por 

vulneración del derecho de sus pupilos a ser juzgad os en un 

plazo razonable, resulta de especial relevancia des tacar que 

respecto de hechos como los investigados en la pres ente causa, 

el cimero tribunal ha puntualizado que el estado ar gentino debe 

-de conformidad con el derecho internacional que lo  vincula- 

garantizar su juzgamiento, puesto que se trata de d elitos de 

lesa humanidad y que el incumplimiento de tal oblig ación 

compromete su responsabilidad internacional (Fallos : 328:2056 y 



 
 
 
 
 
330:3248).  

Por cierto, que la mencionada obligación no apareja  la 

cancelación de la garantía a ser juzgado en un plaz o razonable, 

sino -antes bien- la necesaria ponderación judicial  de ambos 

intereses de rango superior en su vinculación dialé ctica (cfr. 

esta Sala in re:  “Losito”, supra cit., voto de los jueces David 

y Slokar y  mutatis mutandi  sala III, causa nº 13.652, “Videla, 

Jorge Rafael s/ control de prórroga de prisión prev entiva”, 

rta. el de 30/12/2011, reg. nº 2045/11, voto del ju ez Slokar). 

Así también lo ha señalado recientemente nuestro má s Alto 

Tribunal al resolver el 8 de mayo próximo pasado en  la causa A 

93.XLV “Acosta, Jorge Eduardo y otro s/recurso de c asación”, 

ocasión en la que señaló inter alia  que “la reapertura de los 

juicios por crímenes de lesa humanidad ha puesto en  

funcionamiento procesos por delitos contra bienes j urídicos, 

cometidos en muchos casos en concurso real de múlti ples hechos, 

cuya complejidad es mucho mayor que los casos corri entemente 

conocidos por los jueces de la Nación e incluso de hechos 

únicos con asombrosa y extraordinaria acumulación d e graves 

resultados” (considerando 23). Asimismo, el tribuna l cimero 

reafirmó el deber internacional de la Nación Argent ina de 

sancionar estos delitos y de impedir legal y 

jurisdiccionalmente su impunidad (ibídem) y enunció  la 

necesidad de valorar entre otras cosas “la compleji dad del 

caso” (considerando 24). 

En este sentido, resulta insoslayable atender a la 

doctrina inveterada en punto a que las leyes deben 

interpretarse siempre evitando darles un sentido qu e ponga en 

pugna sus disposiciones destruyendo las unas por la s otras, y 

adoptando como verdadero el que las concilie y deje  a todas con 

valor y efecto (Fallos 334:485; 331:858 y 143:118, entre muchos 

otros).  

Así, el análisis de la cuestión relativa al derecho  

cuya inobservancia denuncia la defensa, no puede pr escindir de 

los criterios fijados por el Alto Tribunal en el me ncionado 

precedente “Acosta” y en Fallos: 327:327 y 322:360 (disidencia 
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de los jueces Petracchi y Boggiano).  

Tales criterios se ajustan a los receptados por la 

Corte IDH que al referirse al concepto de "plazo ra zonable", 

remitiéndose al criterio elaborado por el Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos, sostuvo que "es preciso tomar en cuenta tres 

elementos para determinar la razonabilidad del plaz o en el que 

se desarrolla un proceso: a) la complejidad del asu nto, b) 

actividad procesal del interesado y c) conducta de las 

autoridades judiciales" (conf. casos "Hilaire, Cons tantine y 

Benjamín y otros vs. Trinidad y Tobago", sentencia del 21 de 

junio de 2002, serie C nº 94; "Suárez Rosero", sent encia del 12 

de noviembre de 1997, serie C nº 35; y "Genie Lacay o", 

sentencia del 29 de enero de 1997, serie C nº 20; e ntre otros, 

criterio que el Tribunal de Estrasburgo ha seguido en los casos 

"Katte Klitsche de la Grange v. Italy", caso nº 

21/1993/416/495, sentencia del 27 de octubre de 199 4, párr. 51; 

"X v. France", caso nº 81/1991/333/406, sentencia d el 31 de 

marzo de 1992, párr. 32; "Kemmache v. France", caso s nº 

41/1990/232/298 y 53/1990/244/315, sentencia del 27  de 

noviembre 1991, párr. 60; "Moreira de Azevedo v. Po rtugal", 

caso nº 22/1989/182/240, sentencia del 23 de octubr e de 1990, 

párr. 71). 

Como resultas de lo expuesto, el agravio debe ser d e 

rechazo. 

22º)  Que, sentado cuanto precede, corresponde entonces 

abordar al tratamiento de los planteos de la defens a que 

involucran, en sustancia, una censura a la valoraci ón de la 

prueba y la consecuente atribución de responsabilid ades 

efectuada por el tribunal de juicio. 

Al respecto ,  se tiene presente que esta Sala ya ha 

señalado en anteriores oportunidades -cfr. causas “ Losito”, 

“Barcos” y “Brusa”, antes citadas-, que nuestro dig esto 

rituario ha adoptado el sistema de la sana crítica racional -

art. 398, 2º párrafo-, que amalgamado a la exigenci a 

constitucional de fundamentación de las sentencias,  requiere 

que se expresen los elementos de prueba a partir de  los cuales 



 
 
 
 
 
se arriba a una determinada conclusión fáctica y “l a 

explicación del porqué de la conclusión, siguiendo las leyes 

del pensamiento humano (principios lógicos de igual dad, 

contradicción, tercero excluido y razón suficiente) , de la 

experiencia y de la psicología común” (cfr. Maier, Julio B.J., 

“Derecho Procesal Penal”, 2ª.ed., 3ª reimp., Editor es del 

Puerto, 2004, T. I, Buenos Aires, p. 482). 

Esta es, por otra parte, la pauta que impera en los  

tribunales internacionales en el sentido de que tie nen la 

potestad de apreciar y valorar las pruebas según la s reglas de 

la sana crítica, evitando adoptar una rígida determ inación del 

quantum  de la prueba necesaria para sustentar un fallo (cf r. 

Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, S entencia del 

29 de julio de 1988. Serie C nº 4, parágs. 127/131;  Caso 

Bulacio vs. Argentina, sentencia de 18 de septiembr e de 2003,   

Serie C No. 100, parág. 42; Caso Myrna Mack Chang v s. 

Guatemala, Sentencia del 25 de noviembre de 2003,  Serie C No. 

101, parág. 120; Caso Maritza Urrutia vs. Guatemala , sentencia 

del 27 de noviembre de 2003, Serie C No. 103, parág . 48; y Caso 

"Herrera Ulloa v. Costa Rica", sentencia del 2 de j ulio de 

2004, Serie C No. 107, parág. 57).  

En lo que atañe a los criterios que deben moderar e l 

mérito de la prueba, la Corte Suprema de Justicia d e la Nación 

ha señalado que si se verifica que se han ponderado  

testimonios, prueba de presunciones e indicios en f orma 

fragmentada y aislada, incurriéndose en ciertas omi siones en 

cuanto a la verificación de hechos que conducen a l a solución 

del litigio, sin haberse efectuado una visión de co njunto ni 

una adecuada correlación de los testimonios y de lo s elementos 

indiciarios, ello constituye una causal de arbitrar iedad que 

afecta las garantías constitucionales de defensa en  juicio y 

debido proceso (Fallos 311:621). 

El principio de razón suficiente implica que las 

afirmaciones a que llega una sentencia deben deriva r 

necesariamente de los elementos de prueba que se ha n invocado 

en su sustento. Son pautas del correcto entendimien to humano, 
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contingentes y variables con relación a la experien cia del 

tiempo y del lugar, pero estables y permanentes en cuanto a los 

principios lógicos en que debe apoyarse la sentenci a (cfr. esta 

Sala in re : "Di Fortuna, Juan Marcelo s/ recurso de casación" , 

causa nº 3714, rta. el 20/5/02, reg. nº 4923, entre  tantos 

otros). 

Así, el razonamiento empleado por el juez en su fal lo 

debe ser congruente respecto de las premisas que es tablece y 

las conclusiones a que arriba, debiendo expresar po r escrito 

las razones que condujeron a su decisión para posib ilitar el 

control de legalidad (cfr. Sala I, “Arias, Carlos A lberto y 

Zírpolo, Luis Ángel s/recurso de casación”, causa n º 13.073, 

rta. el 24/11/11, reg. nº 18.879, entre otras). 

De otra parte y en lo que hace al derecho del imput ado 

a obtener un pronunciamiento que exprese por escrit o el 

razonamiento en que se funda, el Tribunal para la e x Yugoslavia 

ha señalado que de ninguna manera impone la obligac ión de 

explicar en la sentencia cada detalle de las valora ciones que 

se hagan respecto de la prueba producida en el juic io (cfr. 

TIPY, “Prosecutor v. Mom čilo Periši ć”, parág. 23, rta. el 6 de 

septiembre de 2011, voto de los jueces Moloto, Davi d y Picard), 

claro está, ello con arreglo a las reglas de la san a crítica 

racional que gobiernan la valoración del plexo prob atorio 

(cfr., mutatis mutandi ,  Fallos 221:37, 222:186, entre muchos 

otros). 

Asimismo, la revisión del pronunciamiento debe aten der 

al criterio de la “máxima capacidad de rendimiento”  sentado por 

alto tribunal en el leading case  de Fallos: 328:3399.  

23º)  Que junto con lo precedentemente expuesto cabe 

señalar, en primer orden, que -en lo sustancial- la  defensa del 

encartado ha efectuado una crítica genérica al modo  en que se 

ha valorado la prueba en la instancia anterior y, c on excepción 

de algunos extremos puntuales, ha omitido criticar el análisis 

concreto que contiene la sentencia respecto de cada  uno de los 

hechos y las responsabilidades atribuidas a sus pup ilos, 

requisito ineludible en orden a la admisibilidad de  un agravio 



 
 
 
 
 
que precisamente radica en una pretensa arbitraried ad en la 

valoración de la prueba.  

En este sentido, las referencias que el recurrente 

introduce “a modo de ejemplo” al formular su plante o ( v.gr.  

fs.3063) resultan insuficientes para que esta Sala pueda tomar 

conocimiento respecto de cuáles son concretamente l os defectos 

de fundamentación que afectarían los razonamientos expuestos 

por el Tribunal Oral al fundar sus conclusiones en torno a cada 

uno de los eventos tratados. 

24º)  Que analizada la fundamentación del veredicto de 

conformidad con las pautas referidas en el punto 22 º, no se 

advierten vicios que afecten la conclusión arribada  respecto de 

la ocurrencia de los hechos y la participación que se atribuye 

en los mismos a Santiago Omar Riveros, Reynaldo Ant onio Benito 

Bignone y Eugenio Guañabens Perelló, en aquellas hi pótesis que 

su asistencia técnica cuestiona. 

La defensa, como se dijo, introduce cuestionamiento s 

genéricos dirigidos a controvertir en lo sustancial  el modo en 

que se valoró la prueba testimonial.  

En sustento de sus sospechas respecto de las versio nes 

que surgieron de las declaraciones testimoniales, i nvocó la 

calidad de víctimas o familiares de los testigos, “ la 

exteriorización de odio hacia los imputados” -citan do en tal 

sentido a Carlos Y Eva Campero-, la militancia polí tica como 

reveladora de intereses particulares y de “ausencia  de 

verosimilitud en el relato”, la vinculación entre l os testigos 

a través de la CONADEP y que a través de la labor d e esa 

comisión “es probable que se hayan generado impreci siones y 

errores sobre las circunstancias de los hechos y so bre los 

lugares de detención y que luego esos errores e imp recisiones 

hayan sido incorporados al discurso de los testigos ”.  

En igual sentido cuestionó la valoración de 

“testimonios brindados de oídas” y la incorporación  por lectura 

de declaraciones testimoniales. 

A la luz de cuanto precede, cabe señalar que la crí tica 

que efectúa el recurrente a partir de referencias a  extractos 
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aislados de la prueba de testigos o las conjeturas que formula 

en relación al interés que habría motivado a los de ponentes a 

declarar como en cada caso lo hicieron, no desvirtú an las 

cuantiosas coincidencias probatorias meritadas en l a instancia 

precedente en orden a fundar la atribución de respo nsabilidad 

que aquí se discute.  

De otra parte, cabe señalar que la incorporación po r 

lectura de las declaraciones testimoniales, que la defensa 

disputa, fue dispuesta a tenor del art. 391 del rit o, y que –

por lo demás- no media en el caso afinidad axiológi ca con el 

precedente de Fallos: 329:5556, que invoca la parte  impugnante. 

Los arts. 356, 357 y 388 del C.P.P.N establecen com o 

potestad del tribunal de mérito la decisión acerca de la 

admisión y rechazo de prueba, pudiendo en ese marco  ordenar -a 

petición de parte y aún de oficio- la producción de  aquella que 

sea manifiestamente útil, o rechazar la que resulte  

impertinente o superabundante. 

En ese sentido, el tribunal de juicio es soberano e n la 

apreciación de la  pertinencia y utilidad de las pr uebas, y su 

admisión o rechazo corresponde a la esfera de sus p oderes 

discrecionales, incensurables en casación, salvo qu e su 

ejercicio arbitrario implique una efectiva privació n de defensa 

(Cfr. esta Sala in re  “Losito”, supra cit. ).  

En la especie, no se ha demostrado que las 

incorporaciones cuestionadas revistan una potencial idad 

dirimente y, por tanto, han quedado en el marco del  

contradictorio, sometidas al escrutinio y alegato d e las 

partes, y a la valoración del tribunal oral. 

Por lo demás, en lo que atañe a la credibilidad de esos 

testimonios y a su incidencia en el plexo probatori o, 

corresponde hacer remisión a lo expuesto ut  supra  en el punto 

22º relativo a la valoración de la prueba. 

En suma, el planteo tampoco puede ser de recibo. 

25º)  Que no obstante la ausencia de una crítica 

concreta y razonada a los fundamentos expuestos por  el a quo  en 

relación a cada caso analizado, a la luz de los lin eamentos del 



 
 
 
 
 
caso “Casal” y la doctrina del máximo rendimiento r ecursivo 

allí receptada, habrán de analizarse la fundamentac ión de todos 

aquellos hechos atribuidos a los encartados recurre ntes 

conforme los parámetros referenciados en los consid erandos que 

anteceden. 

A) Hechos juzgados en la causa nº 2823.  

El Tribunal Oral en lo Criminal Federal nº 1 de San  

Martín tuvo por acreditado que: “Mario Luis Perreti  (Caso 130 

de la causa Nº 4012) fue privado de su libertad el 7 de junio 

de 1977 en la localidad de San Miguel, Partido de G eneral 

Sarmiento, Provincia de Buenos Aires por un grupo a rmado que 

dependía operacionalmente del Ejército Argentino, l uego de ser 

golpeado lo trasladaron a un centro clandestino de detención 

denominado ‘La Casita’ ubicado en la guarnición mil itar Campo 

de Mayo. Allí fue sometido a torturas y tratos inhu manos 

permaneciendo en el lugar hasta el 13 de julio del mismo año, 

fecha en que es arrestado a disposición del Poder E jecutivo por 

Decreto Nº 2361/77, de fecha 12 de agosto del 1977,  y 

trasladado a la Comisaría de Bella Vista de la Poli cía de la 

Provincia de Buenos Aires, lugar desde el cual el 2 7 de julio 

del mismo año fue derivado a Seguridad Federal -ex Coordinación 

Federal- por el transcurso de aproximadamente un me s, 

ingresando el 31 de agosto de 1977 al Instituto de Detención de 

la Capital Federal -Unidad nº 2 Villa Devoto- del S ervicio 

Penitenciario Federal y finalmente trasladado el 16  de 

noviembre de ese año al Departamento Táctico de 

Superintendencia de Seguridad Federal por haber sid o dejado sin 

efecto el arresto por Decreto Nº 3398/77, recuperan do la 

libertad el 17 de noviembre” (cfr. fs. 2759 vta./27 60). 

El hecho fue considerado constitutivo de los delito s de 

privación ilegítima de la libertad por abuso funcio nal, 

doblemente agravada por haberse cometido con violen cia y 

amenazas y por haber durado más de un mes y torment os agravados 

por ser la víctima un perseguido político, delitos que 

concurren materialmente entre sí. 

Para probar la privación ilegal de la libertad y lo s 
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tormentos sufridos por Mario Luis Perreti el a quo  valoró tanto 

la declaración de la víctima, que relató las circun stancias en 

que fue detenida el 7 de junio de 1977 a media cuad ra de su 

domicilio en la localidad de San Miguel, los lugare s donde 

permaneció detenido, incluyendo Campo de Mayo y las  violencias 

a las que fue sometido, entre ellas que resultó pic aneado, 

golpeado, desnudado y atado de pies y manos. En el mismo 

sentido se expidieron su mujer Ana Beatriz Mares y su suegro 

Carlos Abel Mares Mazzola. En este caso, corroborar on además el 

relato de la víctima la inspección ocular agregada a fs. 134 

realizada el 19 de julio de 1984, que da cuenta del  entorno del 

lugar y el terraplén aludidos por Perreti en su dec laración.  

También se meritaron los decretos del año 1977 obra ntes 

a fs.49/51 del correspondiente legajo que indican q ue Mario 

Luis Perreti fue arrestado a disposición del Poder Ejecutivo 

Nacional y que luego ese arresto es dejado sin efec to. Se contó 

asimismo con el informe de fs. 93 de la Comisaría d e Bella 

Vista, que señala que “en fecha 13 de julio de 1977  a las 20,30 

horas Perreti ingresó a esa dependencia a disposici ón del Poder 

Ejecutivo Nacional, y fue remitido a Seguridad Fede ral el día 

27 de julio de ese año”. Tanto en la declaración de  Perreti 

como en la de Ares y Mazzola aparece indicada esa c omisaría 

como parte del periplo sufrido por la víctima. 

 Lo propio demuestran los informes de fs. 48 y fs. 

212/215 en punto a la estancia de Perreti en la Uni dad nº2 de 

Villa Devoto entre los días 31 de agosto de 1977 y 16 de 

noviembre del mismo año. 

En conclusión, no se verifican defectos lógicos que  

invaliden la conclusión a la que se llegó en relaci ón a estos 

sucesos. 

B) Hechos juzgados en la causa nº 2034. 

B.1)  Se afirmó en la sentencia que “los hechos, 

descriptos en las acusaciones, de los que resultaro n víctimas 

Oscar Aníbal Conde y Mónica Lasschar(Caso Nº 2)” re sultan 

constitutivos de “los delitos de privación ilegítim a de la 

libertad cometida con abuso funcional, agravada por  violencia y 



 
 
 
 
 
amenazas y tormentos agravados por ser la víctima p erseguido 

político -en el caso de Carlos Conde-, delitos que concurren 

materialmente y por los que debe responder Santiago  Riveros en 

calidad de coautor” (cfr. fs.2763 vta./2764 vta.). 

Para así concluir se hizo mérito de las declaracion es 

de Sandra Elena Conde, Liliana Haydeé Conde y Mónic a Lasschar. 

La primera de ellas recordó que al momento de los h echos tenía 

11 años y “habían concurrido de campamento junto a la familia 

de su hermano, en un momento comenzaron a llamarlos  por los 

nombres y apellidos solamente a ellos que eran un g rupo de 

nueve personas, no sabe quiénes eran los que los de tuvieron, 

solo recuerda que estaban vestidos de verde y tenía n cascos. 

Los esposaron a todos y los llevaron en un camión a  la 

Comisaría de Campana, todos, salvo su hermano Oscar  y su cuñada 

Mónica, fueron instalados en una celda grande, agre gó que en la 

comisaría vio siempre personal militar. Al día sigu iente su 

padre logró retirarla de la comisaría, a los demás los 

liberaron en la Estación de Campana, salvo a su her mano y su 

cuñada que siguieron detenidos. Mónica apareció al día 

siguiente muy golpeada, el ‘calvario’ por su herman o duró 

aproximadamente diez días. Una noche golpearon la p uerta y era 

su hermano, estaba ‘destruido’, tenía la nariz roja  por el roce 

de la capucha, muy golpeado en el tórax y las muñec as y los 

tobillos marcados. Como a los diez días llegaron un as personas 

en un camión verde para hacerle firmar un papel com o que estaba 

libre” (fs. 2762 vta./2763). 

Por su parte Liliana Haydée Conde refirió que ese d ía 

no estuvo en el camping, recordando que “fue a la C omisaría de 

Campana a buscarlos pero sólo pudo traer a su herma na menor” y 

que “su cuñada Mónica apareció a los dos o tres día s en un 

campo de Escobar, desnuda y tapada con una manta, s eñaló que 

estaba embarazada y como consecuencia de lo ocurrid o perdió el 

bebé. Su hermano en cambio apareció aproximadamente  a los 

treinta días […], cuando regresó al hogar, muy last imado, con 

barba, el pelo largo, marcas de grilletes en las mu ñecas, los 

tobillos y la espalda” (fs. 2763). 



Cámara Federal de Casación Penal  

 

 

 
59 

 

 CAUSA Nro. 12830 - CFCP 
SALA II- “ Riveros, 
Santiago Omar y otros 
s/recurso de casación”.
            

La otra víctima del hecho, Mónica Lasschar, declaró  en 

el mismo sentido memorando que “ella cantó cancione s de Violeta 

Parra y Mercedes Sosa, cree que por ello alguien lo s denunció y 

vinieron camiones del Ejército y se llevaron a todo s a la 

Comisaría de Campana, incluida su cuñada que era mu y chica”, 

que al momento de los hechos estaba embarazada y qu e a 

consecuencia de los tratos recibidos perdió su bebé . Recordó 

también “el estado en el que regresó Oscar Conde, q uemado con 

cigarrillo, con marcas de cadenas en los pies y en las muñecas 

y le contó que había sido picaneado” (fs. 2763 y vt a.). 

Así, los testimonios aparecen contestes en punto a las 

circunstancias en que se produjeron las privaciones  ilegales de 

la libertad sufridas por Lasschar y Conde, como tam bién los 

padecimientos físicos y psíquicos a los que fueron sometidos. 

Además se valoraron las declaraciones prestadas por  

Oscar Aníbal Conde ante la CONADEP (fs.1/3, 31/41 y  42 /46), 

que corroboran también la ocurrencia de los hechos.  De esas 

declaraciones surge que, además de las circunstanci as ya 

referidas por las otras tres testigos y luego de qu e fuera 

liberada Mónica Lasschar, Conde fue trasladado al c entro 

clandestino de detención Campo de Mayo, y que “[e]n  ese lugar 

de cautiverio se le asignó el Nº 721 y lo alojaron en un galpón 

con piso de tierra y paredes de chapa, donde fue en cadenado de 

uno de sus pies. Refirió también que en el lugar ha bía unas 

veinte personas de ambos sexos en la misma situació n. Luego lo 

trasladaron a otro galpón de piso de material que d enominaban 

‘2’, donde también fue encadenado. Con posteriorida d lo 

instalaron en un cuarto de material donde lo interr ogaron sobre 

un supuesto ejército del Partido Comunista mediante  torturas 

que consistían en golpes y pasaje de corriente eléc trica. A 

través de la capucha observó que todo el personal e staba 

uniformado. Señaló que el que le aplicaba picana er a ‘El 

Alemán’ y que se escuchaban sonidos típicos de camp o como 

cantos de pájaros, ladridos de perros y grillos. Fi nalmente fue 

liberado en el Barrio San José de la localidad de M orón” (fs. 

2763 vta.). 



 
 
 
 
 

A su vez, también se contó con la inspección ocular  

realizada el 27 de agosto de 1984 en Campo de Mayo (fs. 23/24 y 

25/26) y que da cuenta de la identidad entre las 

características de ese lugar y las mencionadas por el testigo 

al describir su lugar de cautiverio. 

B.2)  En lo que respecta al acontecimiento que damnificó  

a Juan Carlos Sonder (Caso nº 51), se valoraron las  

declaraciones prestadas por el nombrado de manera c onteste en 

las distintas oportunidades en las que tuvo que ref erir el 

hecho.  

El a quo  tuvo en cuenta que en su deposición, Sonder 

manifestó que “el 30 de septiembre de 1978 se encon traba 

cumpliendo con el servicio militar obligatorio en l a Armada 

Argentina. Como debía presentarse en su destino en la ciudad de 

Azul abordó un tren que partió de Plaza Constitució n, luego de 

diez o veinte minutos el tren fue disminuyendo la m archa en un 

parador cercano a una estación ferroviaria, una per sona que se 

identificó como perteneciente a la Policía Federal lo hizo 

descender. Una vez que bajó lo esperaban otros suje tos que lo 

forzaron a subir a uno de los dos automóviles que l os estaban 

aguardando, previamente lo encapucharon y lo esposa ron. 

Emprendieron la marcha por aproximadamente una hora  de viaje, 

llegaron a un lugar donde lo golpearon y le aplicar on corriente 

eléctrica y lo indagaron en relación a su hermana A na María y 

su cuñado Claudio Lewy. Luego lo introdujeron nueva mente a un 

vehículo y fue trasladado a un centro de detención clandestino 

dentro de la guarnición Campo de Mayo, lugar que re conoció 

junto a una comisión de la CONADEP. En ese sitio fu e sometido 

nuevamente al pasaje de corriente eléctrica e indag ado en 

relación a las actividades llevadas a cabo por su h ermana y 

cuñado. Señaló que en el lugar de detención pudo pe rcibir 

sonidos de tren, tropas marchando, voces de mando, prácticas de 

tiro, guardias hablando por radio, aviones, helicóp teros, 

gritos de personas sometidas a torturas. También pu do observar 

que los guardias vestían uniforme militar. Alrededo r de las 

22:00 horas del día 20 de Octubre de 1978 fue liber ado, antes 
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de hacerlo le dijeron que se presente en el Edifici o Libertad y 

explique lo que había sucedido pero que no comente que lo 

habían torturado. Cuando quedó en libertad se enter ó por sus 

padres que su hermana había sido secuestrada entre los días 5 y 

8 de Octubre”. (fs. 2764 vta.2765). 

Si bien esa declaración fue incorporada por lectura , no 

es dable soslayar que la experiencia fue narrada po r Sonder de 

manera conteste también cuando declaró ante el juez  de 

instrucción el 29 de septiembre de 2004, circunstan cia valorada 

en la sentencia, y también en la denuncia que efect uara ante la 

CONADEP.  

De otra parte, se valoró la ya aludida inspección 

ocular en la que se dejó constancia que “’…el testi go Sonder 

reconoce el camino central y al costado del mismo, sobre la 

derecha un árbol de eucaliptos que pudo divisar des de la 

construcción de chapa donde estuvo detenido, ubican do esta 

última a la derecha del camino central, reconociend o el lugar 

donde estaban los baños que quedaban enfrente y hac ia la 

derecha del sitio donde permanecía detenido…’” (fs.  2765 vta.).  

De los legajos de la CONADEP de Claudio Lewy y Ana 

María Sonder de Lewy, quienes permanecen desapareci dos, surge 

la privación de la libertad que sufrieron, ocurrida  entre los 

días 5 y 8 de octubre de 1978. Este elemento, se co ndice con 

las manifestaciones de Sonder en punto a que cuando  lo 

detuvieron -como se advierte, días antes de la priv ación de la 

libertad de su hermana Ana María y su cuñado Claudi o Lewy-, 

resultó indagado mediante torturas respecto a los n ombrados. 

En suma, resulta suficientemente probada la 

materialidad del hecho descripto y que el tribunal oral 

encuadró en los delitos de privación ilegal de la l ibertad 

cometida por abuso funcional agravada por violencia  y amenazas 

-en dos hechos- y tormentos agravados por ser la ví ctima 

perseguido político, los que concurren materialment e entre sí. 

B.3)  También se encuentra adecuadamente fundada la 

acreditación del hecho del que resultó víctima Norb erta 

Ermelinda Alberti, es decir que su domicilio fue al lanado 



 
 
 
 
 
ilegalmente, que fue privada de su libertad y tortu rada dentro 

la guarnición militar Campo de Mayo. En primer luga r el 

Tribunal Oral señaló que “tuvo oportunidad de adver tir las 

secuelas traumáticas que aún hoy afectan a Norberta  Alberti 

como consecuencia de los hechos [las] que se patent izaron en su 

relato…” (fs.2766).  

Se consideró que los sucesos de los que resultó víc tima 

Norberta Aliberti resultan constitutivos de los del itos de 

allanamiento ilegal, privación ilegal de la liberta d cometida 

por abuso funcional, agravada por violencia y amena zas y por 

haber transcurrido más de un mes y tormentos agrava dos por 

tratarse la víctima de perseguida política, los que  concursan 

materialmente entre sí. 

De las constancias de la sentencia surge que Albert i 

recordó ”que estaba casada con Antonio Nicolás Vill averde, y 

que para el 3 de octubre de 1978 se encontraba vivi endo junto a 

su hijo en la casa de su madre en la localidad de C ampana, 

golpearon la puerta e ingresó un grupo a la casa, l a hicieron 

arrodillar y la esposaron, luego de preguntar quien  era, le 

envolvieron la cabeza con una camisa, la sacaron de  la casa y 

la tiraron en la parte trasera de un auto. En el mi smo vehículo 

que la trasladaban, fue interrogada, torturada y am enazada con 

secuestrarle a su hijo en un simulacro de fusilamie nto, también 

hicieron un simulacro de incendio del auto, recordó  que le 

preguntaban donde tenía escondidas las armas, el qu e la 

interrogaba era una persona de voz gruesa al que le  decían ‘El 

Alemán’, todo esto ocurrió mientras la trasladaban,  tuvieron 

que dejar de pasarle corriente eléctrica porque ‘ha cía masa’ 

con los demás pasajeros. Respecto al lugar de cauti verio, dijo 

que la llevaron por una ruta, luego por un camino d e tierra, 

cuando llegaron le pusieron una capucha, le dieron el número de 

identificación 144, le pusieron grilletes unidos a una cadena 

que corría por un riel por el piso y para ir al bañ o había que 

caminar por el pasto unos cincuenta metros. Después  la 

trasladaron a un lugar donde había camas de elástic os donde fue 

torturada; a esta altura de su relato, visiblemente  consternada 
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aclaró que ‘sobre las torturas no podía hablar’ sol o dijo que 

fue torturada hasta que perdió el conocimiento. Ent re los 

torturadores estaban el ‘Alemán’ al que pudo ver, o tro al que 

le decían el ‘Perro’ que era obeso y el ‘Puma’ que era rubio. 

Refirió que escuchaba aviones, helicópteros y en la  puerta 

había dos sauces. Pasaron muchos días en los que só lo le 

llevaban comida, un día el ‘Alemán’ la llamó y le d ijo que se 

saque la capucha y que ese día volvería a dormir co n su hijo. 

Recuperó su libertad el día 4 de Noviembre de 1978,  el viaje de 

liberación duró unos cuarenta minutos y la dejaron en Pacheco” 

(fs. 2766 y vta.). 

Las referencias a los apodos de las personas que la  

torturaban, entre ellas “el Alemán”, y a los ruidos  de aviones 

y helicópteros que sentía y a los árboles del lugar , han sido 

coincidentes con las efectuadas por otros testigos y el 

resultado de la antes aludida inspección ocular.  

También se tuvo en consideración que el hecho narra do 

por Norberta Aliberti fue denunciado ante la Comisi ón 

Interamericana de Derechos Humanos por Isaías Villa verde el 12 

de septiembre de 1979 dando cuenta también de la de saparición 

forzada de Nicolás Antonio Villaverde. 

B.4)  En relación a los hechos que damnificaron a Néstor  

A. Meza Niella, Walter F. Meza Niella, Mirta Meza N iella, 

Graciela Meza Niella, Jorge Chieffo y Fortunata Iba rra (caso 

126), se tuvo por acreditado “…que aproximadamente a la 01:00 

hora del día 25 de Enero de 1978, con la finalidad de detener a 

Néstor Meza Niella padre, en el domicilio de calle Cafferata Nº 

4761 de la localidad de Caseros, un grupo armado ve stido con 

ropas de fajina privó de la libertad a Néstor A. Me za Niella, 

Walter F. Meza Niella, Mirta Meza Niella, Graciela Meza Niella, 

Jorge Chieffo y Fortunata Ibarra, luego de encapuch arlos fueron 

obligados a subir a un camión de Encotel en el que los 

trasladaron hasta la Guarnición Militar Campo de Ma yo. Ya en el 

lugar fueron sometidos a un simulacro de fusilamien to y 

alojados luego en el centro clandestino ‘El Campito ’ donde 

permanecieron detenidos en condiciones inhumanas y Fortunata 



 
 
 
 
 
Ibarra además fue sometida a torturas mediante pica na 

eléctrica. Los liberaron el día 7 de Febrero del mi smo año, a 

Néstor y Graciela en la localidad de Haedo y al res to de la 

familia en el Palomar” (fs.2767 y vta.).  

Asimismo en relación a este caso tuvo se tuvo por 

demostrado que  Pablo Bolzán al igual que Olga Pini fueron 

privados ilegalmente de la libertad y se les inflig ieron 

tormentos. 

Los hechos que damnificaron a la familia Meza Niell a 

fueron subsumidos en los tipos penales de allanamie nto ilegal, 

privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional 

agravada por violencia y amenazas (reiterada en sei s hechos), 

delitos que concurren materialmente con el de torme ntos 

agravados por tratarse las víctimas de perseguidos políticos 

(también reiterados en seis hechos).  

De otro lado, se consideró que Pablo Bolzán y Olga Pini 

resultaron víctimas de   los delitos de privación ilegal de la 

libertad cometida con abuso funcional, doblemente a gravada por 

el empleo de violencias y amenazas y por haber tran scurrido más 

de un mes y tormentos agravados por ser las víctima s 

perseguidos políticos, delitos que concurren en for ma material. 

 Para arribar a estas conclusiones se tuvo en cuent a 

que las declaraciones de los testigos resultaron 

sustancialmente coincidentes en punto a las circuns tancias en 

que fueron privados de su libertad el 25 de enero d e 1978, 

trasladados a Campo de Mayo, y las torturas a las q ue fueron 

sometidos. 

La defensa cuestionó en este caso la valoración 

efectuada para concluir el paso de las víctimas por  Campo de 

Mayo y los padecimientos allí sufridos. Al respecto  señaló que 

la declaración de la vecina Marta Cristina Abraham sólo da 

cuenta de la detención de las personas nombradas. 

En cuanto a la alegación, cabe señalar que si bien de 

la sentencia surge que las precisiones efectuadas p or la 

testigo Abraham conducen a la acreditación de las c ondiciones 

que rodearon la ilegal detención de la familia Meza  Niella, 
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especialmente en cuanto recuerda que “aquella noche  vio un 

camión oscuro con lona que se llevaba a su vecinos y que luego 

le dejaron cinco chicos de los cuales no sabía ni l os nombres y 

la persona que se los entregó le dijo que al día si guiente 

vendría un juez que intervendría en el caso, el que  nunca 

apareció” (fs.2770), el resto de la prueba testific al, su 

correlato con lo expresado por las otras víctimas y  la 

inspección ocular despejan cualquier duda en punto a la 

estancia y padecimientos de los Meza Niella en Camp o de Mayo.   

En efecto, resultaron contestes las descripciones q ue 

efectuaron del lugar, así como las alusiones a los ruidos de 

aviones y helicópteros también referidas por las ot ras víctimas 

que pasaron por ese centro de detención y torturas.  Los 

testigos dieron cuenta de la loma y las vías que se  atravesaban 

antes de ingresar, las características del galpón d onde eran 

alojados, similares a “una caballeriza” y del desca mpado que se 

atravesaba cuando eran conducidos al baño, que en u n lado tenía 

retretes y del otro, inodoros.    

Los testigos también han coincidido en ubicar en es e 

centro de detención a Pablo Bozán y Olga Pini, cuyo  cautiverio 

en el sitio también ha sido suficientemente demostr ado. 

Respecto a este caso, además de los dichos de la fa milia Meza 

Niella, se valoró los de Silvia Adriana Pini -herma na de Olga- 

en relación a la desaparición de su hermana y de su  cuñado en 

punto a que el hecho “habría ocurrido el 20 de Ener o de 1978 en 

el domicilio de Wenceslao de Tata Nº 4821 de Casero s, donde 

aproximadamente a las 00:30 horas se hicieron prese ntes varias 

personas fuertemente armadas, los llevaron en una c amioneta 

blanca y dos autos muy destruidos. Tenían tres niño s, los que 

quedaron solos en la casa y un vecino avisó, por es o ella fue a 

buscarlos y se hizo cargo de los mismos. En la audi encia de 

juicio reiteró este relato, dijo que sus sobrinos t enían 4 

meses, 4 y 8 años de edad y se quedaron siempre con  ella porque 

su hermana y su cuñado nunca más aparecieron. Cuand o ocurrió 

este hecho interpuso recurso de Habeas Corpus a sug erencia de 

la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos, hi cieron 



 
 
 
 
 
denuncias ante organismos internacionales y como su  padre era 

italiano concurrió al Consulado Italiano en Buenos Aires. 

Muchos años después recibió un llamado de la CONADE P, cuando 

concurrió le informaron que una familia de apellido  Meza Niella 

había identificado a su hermana en Campo de Mayo, s e reunió con 

ellos y le comentaron que habían visto a Olga encap uchada en el 

baño de ese centro clandestino de detención” (fs. 2 770 

vta./2771). 

Asimismo se contó con los legajos de la CONADEP que  dan 

cuenta de los habeas corpus  que fueron rechazados y a los que 

hizo referencia Silvia Pini y de las gestiones que se 

realizaron ante diversas instituciones, sin soslaya rse que 

hasta la fecha las víctimas se encuentran desaparec idas 

(fs.2770). 

B.5)  De otra parte, en esta causa también se consideró 

probado “que el día 5 de Enero de 1978, Juan Carlos  Campero, 

Haydeé García Gallo, Carlos Alberto Campero, Juana Eva Campero 

y Olga del Valle Paz fueron privados de la libertad  en su 

domicilio de calle Ombú Nº 2788 de la localidad de Lomas de 

Zamora, que sufrieron torturas en el domicilio y qu e 

permanecieron privados de la libertad. En el lugar de detención 

también fueron torturados y sometidos a condiciones  inhumanas y 

que el día 7 de enero de 1978, Carlos Alberto Campe ro, Juana 

Eva Campero y Olga del Valle Paz recuperaron la lib ertad, 

mientras que Juan Carlos Campero y Haydeé García Ga llo de 

Campero, aún permanecen desaparecidos. También se c omprobó que 

el grupo de personas que ingresó ilegalmente al dom icilio 

sustrajo garrafas, relojes, radios, alhajas de oro y dinero” 

(2773). 

Los hechos fueron considerados constitutivos de los   

delitos de allanamiento ilegal -dos hechos- y robo agravado por 

el uso de armas. Además se entendió que Juan Carlos  Campero y 

Haydée García Gallo de Campero fueron víctimas del delito de 

privación ilegítima de la libertad doblemente agrav ada por el 

empleo de violencias y amenazas y por haber transcu rrido más de 

un mes y tormentos agravados por ser las víctimas p erseguidos 
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políticos, los que concurren materialmente entre sí . 

Respecto a Carlos Campero, Juana Eva Campero y Olga  del 

Valle Paz se dijo que los hechos que los afectaron constituyen 

los delitos de privación de la libertad agravada po r violencia 

y amenazas y tormentos dado que se comprobó que per manecieron 

detenidos en condiciones inhumanas, agravados por s er las 

víctimas perseguidos políticos, en concurso real. 

Para así concluir, se valoró que todas las 

declaraciones concurren en reseñar que el 5 de Ener o de 1978, 

pasadas las 23 horas un grupo de unas quince person as 

integrantes de fuerzas de seguridad fuertemente arm ados y a 

cara descubierta, ingresaron al domicilio que ocupa ba la 

familia Campero en calle Ombú Nº 2788 de Lomas de Z amora. 

Indagaron al padre Juan Carlos Campero sobre armas y material 

subversivo mientras mantenían a la madre, Haydee Ga llo, apoyada 

contra la heladera y trasladaban a las hijas, Juana  Eva y 

Griselda Haydeé a la despensa. A Carlos Alberto y s u esposa 

Olga del Valle Paz, los instalaron en el comedor; t odos fueron 

interrogados y se llevaron al padre. También los te stimonios 

coincidieron en que pasadas dos horas regresaron e interrogaron 

mediante torturas a Juana Eva y a la madre y se lle varon de la 

casa garrafas, alhajas, todo el dinero que había -i ncluida la 

última cuota de la indemnización que había cobrado Juan Carlos 

Campero-, radios, relojes. En esa segunda irrupción  se llevaron 

detenidos a todos a un lugar en el que luego de cru zar una vía 

y un portón y de recorrer unos 400 metros, los inst alaron en un 

pabellón.  Desde que salieron del domicilio siempre permanecie ron 

todos encapuchados. A Carlos Alberto lo alojaron ju nto a su 

padre y otras personas encadenadas en un lugar con pisos de 

adoquines y rodeado de árboles. Carlos Alberto escu chó como 

torturaban a su padre y lo vio muy golpeado pues es taba junto a 

él, aclaró incluso que de los golpes había quedado totalmente 

sordo. Olga del Valle Paz, no sólo escuchó cuando t orturaban a 

su suegra en la casa, también en el lugar de cautiv erio la vio 

muy lastimada, le comentó que la habían torturado y  le vio un 

ojo totalmente destrozado. Carlos Alberto y su herm ana Juana 



 
 
 
 
 
Eva fueron interrogados y golpeados. Los liberaron el 7 de 

Enero, a excepción del padre, Juan Carlos Campero y  la madre 

Haydée García Gallo, los que aún permanecen desapar ecidos (fs. 

2771 vta./2772). 

En el caso, más allá de los señalamientos de animos idad 

que efectúa la defensa, lo cierto es que se han exp uestos 

sobrados elementos que permiten validar con suficie ncia los 

hechos tenidos por ciertos.  

En efecto, no puede prescindirse de la circunstanci a de 

que los testigos ya con anterioridad habían relatad o su 

experiencia, de modo sustancialmente análogo al que  lo hicieran 

en esta causa. Así surge de la denuncia efectuada p or Carlos 

Alberto Campero el mes de febrero de 1984 ante la C omisión 

Interamericana de Derechos Humanos. A la mentada co herencia 

entre los testimonios, se sumó la documentación de la que 

resulta que con fecha 19 de enero de 1978, Carlos A lberto 

Campero interpuso habeas corpus  primero en favor de su padre, 

Juan Carlos Campero y luego de su madre Haydée Garc ía Gallo.  

De otra parte, la defensa no ha aportado otros 

elementos que permitan conmover esas razones en las  que se 

fundó la conclusión arribada en la instancia anteri or. 

C) Hechos probados en la causa nº 2031 

C.1)  El tribunal oral entendió que “[e]n el transcurso 

del juicio se acreditó fehacientemente el hecho des cripto en la 

requisitoria de elevación a juicio, es decir que Ed uardo Oscar 

Covarrubias y Beatriz Castiglioni fueron secuestrad os el día 17 

de abril de 1977, en su domicilio ubicado en la Avd a. 

Pueyrredón 951, piso 8vo., departamento ‘c’ de la C iudad de 

Buenos Aires, por un grupo de 5 ó 6 personas armada s. Quedó 

probado a su vez, que durante el secuestro robaron diversos 

objetos de valor. Asimismo se acreditó a lo largo d e la 

audiencia, que el matrimonio fue llevado directamen te desde su 

vivienda hasta el centro de detención ‘el campito’,  ubicado 

dentro de la guarnición Campo de Mayo, donde fueron  privados de 

su libertad en condiciones inhumanas de detención. Se probó 

también, que a Eduardo Covarrubias se le impusieron  distintos 
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tipos de torturas y que ambos permanecieron en cond iciones 

inhumanas de vida y alojamiento. Que finalmente, lu ego de 17 

días privados de libertad, fueron liberados el día 3 de mayo de 

1977. A su vez, está probado en la causa 13 de la C ámara 

Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccion al que 

Eduardo Oscar Covarrubias fue detenido el día 17 de  abril de 

1977 y que en el procedimiento de detención le fuer on 

sustraídos objetos de valor. Que fue llevado al cen tro de 

detención ubicado en Campo de Mayo, dependiente del  Ejército 

Argentino en aquel momento, donde se lo mantuvo 

clandestinamente en cautiverio en condiciones inhum anas de vida 

y alojamiento. Quedó acreditado en dicha sentencia que Eduardo 

Covarrubias fue sometido a algún tipo de tortura. Q ue 

finalmente fue liberado el día 3 de mayo de 1977. E n idéntico 

sentido se probó en la mencionada causa 13, que Bea triz 

Castiglioni de Covarrubias fue detenida en la madru gada del día 

17 de abril de 1977 por un grupo de personas armada s del 

Ejército, quienes durante el procedimiento de secue stro robaron 

objetos de valor del domicilio de la víctima, quien  fue llevada 

al centro de detención ubicado en Campo de Mayo, do nde se la 

mantuvo clandestinamente en cautiverio, recuperando  su libertad 

el día 3 de mayo de 1977” (fs. 2774). 

En consecuencia, se concluyó que Eduardo Oscar 

Covarrubias y Beatriz Castiglioni fueron víctimas d e los 

delitos de allanamiento ilegal, robo agravado por e l uso de 

armas, privación ilegal de la libertad cometida por  abuso 

funcional, agravada por el empleo de violencia y am enazas en 

forma reiterada (2 hechos) y tormentos agravados po r tratarse 

la víctima de perseguido político en forma reiterad a (2 

hechos), todos en concurso real.   

Aun cuando, como se dijo, la defensa no se ha ocupa do 

de rebatir las razones en virtud de las cuales se t uvo por 

acreditada la privación ilegal de la libertad y las  torturas 

padecidas por Eduardo Oscar Covarrubias y Beatriz C astiglioni, 

cabe señalar que de la sentencia surge adecuadament e fundada la 

conclusión a la que se arriba en punto a la materia lidad de los 



 
 
 
 
 
hechos. 

Así, no sólo se han acreditado con la referencia a la 

causa 13/84, que la defensa cuestiona, sino también  con las 

declaraciones de las víctimas que en el curso del d ebate 

brindaron cuantiosas precisiones en punto a las car acterísticas 

del lugar donde permanecieron privadas de su libert ad y a 

personas que en calidad de víctimas o de victimario s que 

también pasaron por ese lugar, referencias todas qu e tienen 

correlato tanto en las inspecciones oculares como e n lo 

expresado por los otros testigos que declararon en esta causa. 

Así, los alias “el Alemán”, “Zorro”, “Beto”, “Gitan o” “Yaya” y 

“Cobra” -a los que respondían los torturadores- men cionados por 

Castiglioni y Covarrubias, aparecen también en las 

declaraciones de Serafín Barreira García, Juan Carl os 

Scarpatti, Aída de las Mercedes Pérez Jara y Mónica  Lasschar, 

entre otros.        

C.2)  En lo que respecta al “caso nº 28”, el a quo  

afirmó que “[e]n el transcurso del juicio se acredi tó 

fehacientemente el hecho descripto en la requisitor ia de 

elevación a juicio, es decir que Pablo García fue s ecuestrado 

ilegalmente el día 6 de abril de 1977 en su domicil io sito en 

la calle Boulevard Ballester n° 757 de la localidad  de Villa 

Ballester, por un grupo de personas encapuchadas y armadas, y 

que fue trasladado al centro clandestino de detenci ón ‘el 

campito’ ubicado dentro de la guarnición militar Ca mpo de Mayo, 

permaneciendo allí privado de su libertad en condic iones 

inhumanas de vida y alojamiento y recibiendo tortur as durante 

su cautiverio. El nombrado no volvió a ser visto co n vida” (fs. 

2779).  

Los hechos fueron subsumidos en los delitos de 

allanamiento ilegal, privación ilegal de la liberta d cometida 

por abuso funcional, doblemente agravada por el emp leo de 

violencia y amenazas y por haber transcurrido más d e un mes y 

tormentos agravados por tratarse la víctima de pers eguido 

político, todos en concurso real. 

De la sentencia surge que se contó con los dichos 
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Yolanda Edith Romero de García y Andrea Fabiana Gar cía, madre y 

hermana respectivamente de la víctima. 

El pronunciamiento da cuenta que en oportunidad del  

debate, Yolanda Romero expresó que ”vivía en Boulev ard 

Ballester Nro. 747 de Villa Ballester, que días ant es del 

secuestro de su hijo se presentaron unos soldados e n su 

domicilio y pidieron documentación y fotografías de  éste, que 

frente a su negativa, se hicieron presentes en otra  oportunidad 

y acabó por entregarles un carnet de los ‘Acampante s 

Argentinos’ que tenía inserta una fotografía de su hijo. Que a 

los pocos días, precisamente el 6 de abril de 1977,  un grupo 

armado asaltó su casa, dijo que ‘tiraban todo’, que  dos 

personas armadas ingresaron a su dormitorio, otros lo hicieron 

en el de sus hijos y otros permanecieron en la gale ría. Éstos 

últimos tenían la cabeza y cara tapadas y sólo podí a ser sus 

ojos. Los obligaron a agacharse y mirar para abajo.  Que a su 

marido lo tenían apuntado con una pistola con silen ciador. 

Describió la vestimenta, dijo que vestían pantalón de fajina, 

color oscuro y campera negra. Que revisaban la casa  y 

preguntaban si tenían armas. Expresó que su hijo tr abajaba en 

la empresa textil ‘Ectesa’ y que de esa fábrica, la  misma noche 

secuestraron a la Sra. Alicia Argañaráz y a su mari do. Que la 

misma noche secuestraron a dos vecinos de nombre Se rafín 

Barreira García y a su esposa Aída de las Mercedes Jara, dijo 

creer que Serafín Barreira también trabajaba en una  empresa 

textil de ‘puntillas’. Que a ellos los conocía del barrio y 

porque iban a su casa a comprar lo que producía la pequeña 

quinta de la declarante. Dijo saber que esta última  pareja vio 

con vida a su hijo en Campo de Mayo. Señaló que a s u hijo le 

decían ‘El Cordobés’. Declaró que la misma noche de l secuestro, 

alrededor de las 03:00 horas, dejó a sus hijos en l o de una 

vecina apodada ‘Alemana’ y concurrió al cuartel de los Bomberos 

Voluntarios. Que en esa dependencia, un militar le tomó la 

denuncia, luego de su insistencia, en un ‘papel de prode’. 

Expresó que el cuartel de bomberos estaba tomado po r militares 

y que dos tanques, uno en cada esquina, cortaban la  cuadra. Que 



 
 
 
 
 
oyó comentarios acerca de que del cuartel de bomber os sacaban 

chicos y eran llevados a Campo de Mayo. Afirmó habe r realizado 

un pedido de habeas corpus, denuncias en dos juzgad os distintos 

de San Martín y otra más en el Juzgado N° 2 de la P lata. 

También se presentó a realizar una denuncia en la C omisaría de 

Villa Ballester. En esta última no le recibieron la  denuncia. 

Empero, tres años después, la citaron de esa depend encia para 

que declare acerca de la desaparición de su hijo y quién se la 

recibía se interesaba en que realizara una descripc ión de los 

captores, respondiendo la declarante que uno de ell os era igual 

que quién realizaba la pregunta. No le dieron const ancia alguna 

de esta denuncia. Por último, en relación a su cono cimiento 

acerca de que Serafín Barreira y esposa hubieran vi sto a su 

hijo en Campo de Mayo, dijo que lo obtuvo de sus de claraciones 

en el juicio a las juntas militares pero que no vol vió a ver a 

ese matrimonio” (fs.2779/2780).  

En tanto, Andrea -hermana de García-, si bien al 

momento de los hechos contaba con siete años de eda d, también 

aportó detalles acerca de las circunstancias en que  sucedió el 

secuestro de su hermano.  

También se valoraron los dichos de Aída de las Merc edes 

Pérez Jara que testimonió que “durante el cautiveri o del que 

fue víctima la declarante, pudo ver que tanto a su marido como 

a Pablo García los torturaban acusándolos de ‘hacer  pegatinas y 

portar armas’” (fs.2780).  

Análogas referencias surgen del testimonio prestado  en 

sede instructoria por Serafín Barreira quien fuera vecino de la 

familia García al tiempo de los hechos, y que fue i ncorporado 

por lectura en los términos del art. 391 inc. 3º de l rito.  

Respecto a este último testigo vale señalar que sur ge 

de los dichos de Yolanda Romero de García, que se a notició de 

que Serafín Barreira y su esposa habían visto a Pab lo en Campo 

de Mayo a través de sus declaraciones en el juicio a las juntas 

pero nunca más volvió a ver a ese matrimonio, de mo do que no 

existen a estas alturas evidencias acerca del conje tural 

acuerdo de voluntades testimoniales dirigido a perj udicar a los 
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imputados que sugiere la defensa. 

Por fin, y en orden a la ausencia de control de la 

prueba testimonial incorporada por lectura de la qu e se agravia 

la defensa, a lo ya expresado en el punto 24º es da ble agregar 

que atento a la pluralidad de elementos que han con currido a 

demostrar la existencia del hecho, los dichos incor porados por 

lectura -que, según se alega, no pudieron controlar se- no 

evidencian el carácter de prueba dirimente, encuadr ando la 

hipótesis en la expresa previsión del art. 391 inci so 3º del 

ritual.  

C.3)  Tampoco se advierten -ni se han demostrado- vicios  

que afecten el razonamiento expuesto en la sentenci a para tener 

por ciertos los hechos que damnificaron al matrimon io Serafín 

Barreira García-Aída de las Mercedes Pérez Jara, en cuadrados en 

los delitos de allanamiento ilegal, robo agravado p or el uso de 

armas, privación ilegal de la libertad cometida por  abuso 

funcional, agravada por el empleo de violencia y am enazas en 

forma reiterada (2 hechos) y tormentos agravados po r tratarse 

la víctima de perseguido político en forma reiterad a (2 

hechos), todos en concurso real. 

En la instancia anterior se dio por probado que “el  día 

7 de abril de 1977, alrededor de las 03:00 horas un  grupo de 

personas vestidas de civil, con botas y armas ingre saron 

mediando amenazas al domicilio de Serafín Barreira García y 

Aída de las Mercedes Pérez Jara sito en la calle Mo reno n° 510 

de la localidad de Villa Ballester, Partido de San Martín. 

Asimismo, quedó probado que durante el secuestro de l matrimonio 

sustrajeron objetos de valor. Y que luego, el grupo  de personas 

armadas -que por su modo de actuar habrían sido per sonas 

pertenecientes a alguna fuerza armada o de segurida d- pudiendo 

precisarse que dependían operacionalmente del Ejérc ito 

Argentino, llevaron secuestrados a Serafín Barreira  y a su 

esposa, Aída de las Mercedes Pérez Jara (quien esta ba 

embarazada de 5 meses) al centro de detención denom inado ‘el 

Campito’ ubicado en Campo de Mayo. Quedó probado ta mbién, que 

Serafín Barreira fue torturado con pasaje de corrie nte 



 
 
 
 
 
eléctrica. Quedó probado que Aída de las Mercedes P érez Jara, 

durante su detención sufrió torturas y pasaje de co rriente 

eléctrica. Asimismo, quedó acreditado que estuviero n 27 días 

privados de su libertad, siendo liberados en el mes  de mayo de 

1977. A su vez, de acuerdo a la sentencia dictada e n la causa 

13/84 por la Cámara Nacional Criminal y Correcciona l Federal, 

la que posee autoridad de cosa juzgada, está probad o que 

Serafín Barreira fue detenido junto con su esposa A ída de las 

Mercedes Pérez Jara, el día 7 de abril de 1977 en s u domicilio, 

por un grupo de cinco hombres armados que dependerí an del 

Ejército Argentino. Además está probado que se lo m antuvo en 

cautiverio en Campo de Mayo y que fue sometido a al gún 

mecanismo de tortura, recuperando el matrimonio su libertad el 

día 2 de mayo de 1977. Quedó acreditado además que en el 

procedimiento de detención fueron sustraídos divers os objetos 

de valor. Por último, surge que estos acontecimient os probados 

encuadran en el proceder descripto en las cuestione s de hecho 

n° 146 y 147” (fs.2781 y vta.). 

En cuanto a las declaraciones de las víctimas, 

incorporadas por lectura, cabe hacer remisión a cua nto ya se 

dijo a ese respecto en los puntos 24º y c.2, toda v ez que -más 

allá de haber sido dispuestas con arreglo a lo que dispone el 

ordenamiento de forma- en lo sustancial tienen reaf irme en las 

manifestaciones de los otros testigos que declararo n en el 

debate, particularmente en cuanto a las personas co n las que 

compartieron su cautiverio en Campo de Mayo. Serafí n Barreira 

García mencionó que en el galpón donde estuvo aloja do pudo ver 

entre otros a Pablo García, Pablo Albarracín, Nélid a Carranza, 

a Mirta Gladys López con su pareja, a Eduardo Covar rubias, con 

su esposa embarazada. Entre los torturadores en las  

declaraciones de Barreira García y Pérez Jara apare cen 

nuevamente las referencias a “el alemán, “el doctor ” y a 

“Yaya”, entre otros apodos que se repiten de modo c onstante en 

las declaraciones de otros testigos que también pas aron por ese 

centro clandestino de detención. 

En este caso, además se contó con los dichos de Edu ardo 
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Covarrubias y Beatriz Castiglioni, cuyas versiones refrendaron 

lo dicho por los testigos víctimas en punto a que t uvieron 

contacto con la pareja Serafín Barreira y Aída Pére z Jara 

durante su permanencia en Campo de Mayo. 

Asimismo se valoraron las constancias documentales 

aportadas por el Archivo de la ex Dirección de Inte ligencia de 

la Provincia de Buenos Aires (DIPPBA) que dieron cu enta que esa 

dependencia contaba con información relativa a la a filiación de 

la Sra. Pérez Jara al Partido Comunista y en relaci ón a Serafín 

Barreira, que su detención obedeció a la realizació n de 

actividades políticas en la vía pública” (fs.2783 v ta.). 

C.4)  En lo que atañe al caso nº 221 que tuvo por 

víctima a Griselda Fernández se afirmó en la senten cia que está 

demostrado “que la nombrada fue privada ilegalmente  de su 

libertad el día 24 de noviembre de 1976, a la madru gada, por un 

grupo de personas armadas y vestidas de civil en su  domicilio, 

lugar que no pudo ubicarse con precisión durante la  audiencia, 

pero que correspondía con certeza a alguna localida d del 

conurbano bonaerense. Que al huir de su vivienda fu e golpeada, 

capturada y arrojada dentro de un vehículo y trasla dada, 

directamente, hasta el centro clandestino de detenc ión 

denominado ‘el Campito’ situado dentro de la guarni ción militar 

de Campo de Mayo. Fue interrogada y sometida a tort uras -golpes 

y pasaje de corriente eléctrica- por dos personas a podadas ‘El 

Alemán’ y ‘Clarinete’. Que si bien ‘El Alemán’ se e ncontraba 

presente durante sus interrogatorios y tormentos, h acía que el 

que la torturara fuera ‘Clarinete’. En los primeros  días del 

mes de febrero de 1977, ‘el Alemán’ -Néstor León Ló pez-, la 

sacó de Campo de Mayo en forma subrepticia y la lle vó hasta su 

domicilio particular, donde vivía junto a su madre y hermana, 

donde permaneció hasta fines del año 1977. Que no p odía salir 

de la vivienda sino en su compañía. Posteriormente,  la trasladó 

con documentación falsa hasta la República Oriental  del Uruguay 

y le regresó a sus hijos” (fs.2784 y vta.). 

Los hechos fueron calificados como privación ilegal  de 

la libertad cometida por abuso funcional, doblement e agravada 



 
 
 
 
 
por el empleo de violencia y amenazas y por haber t ranscurrido 

más de un mes y tormentos agravados por tratarse el  sujeto 

pasivo de un perseguido político, ambos en concurso  real. 

El tribunal oral valoró los dichos de la víctima, q ue 

también coincide en ubicar entre los torturadores a  un sujeto 

al que llamaban “el alemán” y a otro que apodaban “ el tordo”, a 

quien describió como gordo y de poco pelo.  

En relación al “alemán” señaló que se trataba de Né stor 

León López. Respecto a este sujeto, en la sentencia  se recogió 

lo expresado por Fernández en cuanto a que “[d]esde  Campo de 

Mayo la sacó ‘El Alemán’. Primero le planteó que po día ser que 

su esposo estuviera en ESMA y que podría encontrar a sus hijos. 

En relación a su esposo José Pedro Callaba, mencion ó que había 

sido secuestrado. Narró su salida de Campo de Mayo,  dijo que 

‘El Alemán’, la colocó en la parte trasera del auto , con una 

manta encima. Le dijo que la llevaría a su casa y l uego 

buscarían a sus hijos. Explicó que aceptó huir de e ste modo con 

el fin de recuperar a sus hijos. López la dijo que a su hermana 

y madre les diría que era una amiga que necesitaba lugar para 

quedarse. La madre de López se llamaba Teresa Debia  y su 

hermana, Teresa López. Convivió con ellos hasta dic iembre de 

1977. Allí López procuró los documentos falsos nece sarios para 

viajar a Montevideo. En relación a su hija Martina,  cuando la 

recuperó ya se habían iniciado los trámites de adop ción por 

parte de un matrimonio. Que los documentos eran fal sos pero con 

su nombre. Explicó que ingresó a Montevideo, que al lí obtuvo su 

cédula de identidad regular, que volvió a salir y e ntró, al 

cabo, con el documento auténtico. A su hijo Celso C allaba lo 

anotó López como nacido en Campo de Mayo. Durante e l tiempo que 

permaneció en la casa de López no podía salir sola a ningún 

lado. Ya en Montevideo, López seguía yendo cada uno  o dos 

meses, para mantener el control sobre ella. Llegó u n momento en 

que pudo romper la relación. Respecto de López expr esó que si 

bien era personal de Prefectura, también trabajaba para la SIDE 

y para el Batallón 601. Que iba a cobrar allí. Sigu ió su relato 

con los pormenores de su permanencia en Campo de Ma yo. Dijo que 
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en una oportunidad la llevaron hasta un lugar en el  que le 

permitieron conversar telefónicamente con su marido . Dijo que 

su marido ofrecía entregarse a cambio de su liberac ión. Pero a 

principios del año 1978 López le dijo que aunque ha bía 

intentado trasladar a su marido a Uruguay, lo había n matado con 

una inyección. También le mencionó que el único que  sabía de la 

situación de ellos era el responsable de Campo de M ayo, que era 

a quien tenía que rendirle cuentas” (fs. 2785 y vta .). 

El a quo  también tuvo en cuenta prueba documental que 

respalda los dichos de la víctima. Así, el legajo p ersonal de 

Néstor León López aportado por la Secretaría de Der echos 

Humanos de la Nación del que, tal como relató Ferná ndez, surge 

que el nombrado ocupó cargos en el batallón 601 y l a Secretaría 

de Inteligencia del Estado. 

Asimismo se meritó que “las personas que Griselda 

Fernández reconociera como privadas de su libertad en Campo de 

Mayo, muchas de ellas fueron identificadas por la n ombrada al 

prestar declaración testimonial en sede judicial, d el listado 

de fotografías que se le exhibiera en esa oportunid ad, el que 

se encuentra adunado a fs. 15/22” (fs. 2786 vta.). 

También se consideró que la víctima al prestar 

declaración testimonial efectuó un croquis que coad yuvó a 

identificar la ubicación de los distintos sectores del sitio 

denominado “El Campito”. 

Por otra parte se contó con la partida de nacimient o 

del menor Celso Raúl Callaba, donde consta que es h ijo de 

Griselda Fernández y de José Pedro Callaba. 

Ninguna de estas circunstancias ha sido controverti da 

por la defensa, por lo que su reclamo no puede ser de recibo. 

C.5)  Tampoco se advierten defectos en la fundamentación  

expuesta en la sentencia en punto al caso nº 209 re lativo a los 

hechos de los que resultó víctima Héctor Aníbal Rat to. 

Al respecto, afirmó el a quo  que “se acreditó 

fehacientemente el hecho descripto en la requisitor ia de 

elevación a juicio, es decir que Héctor Aníbal Ratt o fue 

privado de su libertad por un grupo del Ejército el  día 12 de 



 
 
 
 
 
agosto de 1977, cuando fue secuestrado de la fábric a Mercedes 

Benz en la que trabajaba. Que se lo mantuvo clandes tinamente en 

cautiverio en la Comisaría de Ramos Mejía, siendo t rasladado 

luego al centro clandestino de detención denominado  ‘el 

Campito’, dentro de la guarnición militar de Campo de Mayo, 

donde permaneció entre el 15 y el 31 de Agosto de 1 977. Que 

luego fue trasladado a la Comisaría de Ramos Mejía,  

permaneciendo allí a disposición del Ejército. Dura nte el 

tiempo en que estuvo privado de la libertad en la C omisaría de 

Ramos Mejía fue trasladado y alojado, durante siete  a diez días 

en el Hospital Militar de Campo de Mayo. Finalmente , fue 

liberado en marzo de 1979. También se acreditó que Ratto fue 

sometido a tormentos mediante el paso de corriente eléctrica, 

de un simulacro de fusilamiento y en condiciones in humanas de 

detención” (fs. 2787 vta.). 

Se consideró que los hechos encuadran en los delito s de 

privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional, 

doblemente agravada por el empleo de violencia y am enazas y por 

haber transcurrido más de un mes y tormentos agrava dos por 

tratarse la víctima de un perseguido político, ambo s en 

concurso real. 

Liminarmente, y en orden a la alegación de cosa juz gada 

que la defensa funda en la circunstancia de que los  hechos 

habían sido juzgados por la Cámara Nacional en lo C riminal y 

Correccional Federal en la causa nº 13/84, cabe señ alar que la 

ausencia del requisito de identidad entre los sujet os pasivos 

de la imputación en aquélla causa y los sometidos a  juicio en 

estas actuaciones, con más la obligación del estado  Argentino 

de juzgar a quienes hayan sido responsables de deli tos de la 

laya de los aquí ventilados, obstan a la procedenci a del 

planteo. 

De la sentencia surge que en la audiencia, el tribu nal 

oral escuchó las declaraciones de Ratto, así como l as de 

Gabriela Weber y Alberto Darío Almirón.  

Del relato de Ratto se tuvo en cuenta, entre otros 

elementos, que el referido al ser privado de su lib ertad se 



Cámara Federal de Casación Penal  

 

 

 
79 

 

 CAUSA Nro. 12830 - CFCP 
SALA II- “ Riveros, 
Santiago Omar y otros 
s/recurso de casación”.
            

encontraba trabajando en la empresa Mercedes Benz, que el 12 de 

agosto de 1977 por la mañana había sido secuestrado  Delconte, 

uno de sus compañeros en esa empresa y que por la t arde “cuando 

ingresó a trabajar, un personal de vigilancia le di jo que lo 

llamaban por teléfono desde su casa. El nombrado sa bía que esto 

no podía ser cierto, entre otras cosas, porque en s u casa no 

contaban con el teléfono de su trabajo. Dijo que er a evidente 

que se trataba de una estrategia para hacerlo salir . Por tal 

motivo, alguno de sus compañeros le dijo que se que dara en ese 

lugar, que ellos averiguarían de qué se trataba. Má s tarde, el 

capataz de la tarde le dijo que no podía permanecer  allí, y lo 

propio hizo otro capataz, que lo invitó a acompañar lo afuera. 

Finalmente, se acercó el Gerente de Producción -Tas selkraut- 

quien admitió que no era cierto que lo llamaran des de su casa, 

pero que personal del Ejército había venido a busca rlo. Lo 

condujo a su oficina, en la que estaban junto a él dos personas 

presuntamente policías. En esa ocasión, observó que  el citado 

gerente atendió un llamado -que seguramente provení a de la 

oficina de personal- y que sin más aportó los datos  de su 

compañero Diego Núñez a una de las dos personas de civil que se 

encontraba en su oficina, ocasión en la cual éste a notó ese 

teléfono. Dijo que esa misma noche Núñez fue secues trado 

nuevamente y nunca más apareció. En esa oficina agu ardaron 

hasta que llegara un camión del Ejército, se hicier an cargo de 

la detención, y en ese camión fue conducido hasta l a Comisaría 

de Ramos Mejía en donde lo alojaron solo en un cala bozo, a 

oscuras. El domingo a la noche -la detención había sido un 

viernes- le tomaron los datos y le dijeron que no l e iría a 

pasar nada. Pero al día siguiente, llegaron las per sonas del 

Ejército que lo habían llevado detenido en la fábri ca, lo 

encapucharon, esposaron y lo llevaron a un lugar en  el que lo 

esposaron. En ese interrogatorio, creyó que uno de los que lo 

golpeó fue un detenido; luego lo acostaron en un el ástico y le 

aplicaron corriente eléctrica. Que mientras lo esta ban 

torturando sintió un gran dolor en los brazos. Como  

consecuencia de esa tortura estuvo cuatro meses sin  poder 



 
 
 
 
 
levantar sus brazos. Le preguntaban, dentro de lo q ue pudo 

recordar, por Julio D’Alesandro, apodado ‘El Petiso ’. 

Posteriormente, lo alojaron en un galpón en el que había muchos 

detenidos en su misma situación. Estaba sobre un co lchón, con 

piso de tierra, encadenado por los pies, con una ca dena común. 

No se les permitía comunicarse entre sí. El lugar e n que lo 

torturaron era cercano a ese galpón. Cuando ingresó , le 

otorgaron un número, el 478 y le dijeron que allí s e acababa el 

nombre y apellido. En ese galpón, reconoció por su voz a 

Gigena, Arena, Mosquera, Leichner y Delconte (este último 

estaba en otro galpón). En ese sitio era común la e ntrada y 

salida diaria de gran cantidad de gente. Que el 30 de agosto 

torturaron a Gigena y Arena. Al día siguiente, el 3 1 de agosto, 

arribó un camión que colocaron de culata y comienza n a subir 

detenidos. Pensó que los trasladarían a una cárcel.  Cuando lo 

nombraron por su número, alguien le dijo ‘vos te qu edás’. 

Relató que a las personas que hacían subir a los ca miones les 

hacían sacar sus abrigos, pues dijeron que no lo ne cesitarían. 

Que como en un principio el dicente era uno de los que 

partiría, también le fue quitado su saco”.  

Señala el tribunal oral que “[c]laramente, de este modo 

el testigo insinuaba la suerte que correrían aquell os que 

serían trasladados. A los dos días, volvieron pregu ntando por 

los de ‘Mercedes’ y quedaban dos, de los cuales uno  era 

Delconte. Afirmó que todos los compañeros de Merced es Benz que 

fueron secuestrados, se encuentran desaparecidos. R especto de 

las restantes personas que pudo reconocer en Campo de Mayo, 

recordó a una chica que dijo que había sido secuest rada en el 

zoológico, junto con su hija y que se encontraba al lí desde 

hacía un año. También oyó de otro detenido que de a cuerdo a lo 

que pudo escuchar, jugaba al fútbol en Argentinos J uniors, 

llamado Infantino. Recordó a una doctora que en una  oportunidad 

lo ayudó a bañarse; la describió como gordita, de p elo oscuro y 

medio ondulado. Dijo que también había mujeres. Que  a una mujer 

de 64 años le permitían caminar, porque tenía probl emas de 

cintura. También se lo permitían a una mujer embara zada, debido 
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a su estado. Que a él le hicieron poner las manos c ontra la 

pared, le sacaron la capucha y le pusieron una vend a. El mismo 

que lo secuestró en la fábrica dijo ‘éste va a la C omisaría’. 

Fue trasladado a Ramos Mejía. Dijo que el galpón qu e relatara 

se encontraba en Campo de Mayo, en ‘El Campito’. Qu e pudo 

reconocerlo durante la Democracia. Acerca del punto , dijo que 

había realizado visitas, junto con la CONADEP y se le había 

exhibido un plano que había confeccionado Scarpatti . Reconoció 

el plano obrante a fs. 117 y dijo que el lugar era ‘más o menos 

así’. También reconoció su firma en el acta de fs. 23/4, todo 

del caso 2. También recordó que la comida la traían  en 

colindros de acero, que había perros, ratas, oía po r la mañana 

un clarín y el ruido de tambores, y también oía hel icópteros, 

aviones y un tren. Respecto de los interrogadores, recordó a 

‘El Gallego’, ‘El Alemán’, ‘El Turco’, ‘La Sueca’ y  ‘El Puma’. 

Aplicaban golpes y “picana”. Los celadores eran de Gendarmería 

y mencionó a los que se hacían llamar ‘King Kong’, ‘El 

Comisario Negro’ y ‘Curra’. Por ellos también se en teró que se 

encontraba en Campo de Mayo, ya que hablaban de tom ar el tren 

del colectivo 57, etc. Explicó que en los interroga torios le 

mostraban fotografías que habían sido sacadas dentr o de la 

fábrica. Recordó una en la que estaban todos juntos  comiendo y 

en ella estaba Mosquera. Ese día, escuchó que al la do suyo se 

encontraba Gigena. En esa situación, un interrogado r le 

preguntó por su edad, y al responderle Ratto que te nía treinta 

años, afirmó ‘vas a morir a los treinta años’. Lueg o los 

alejaron del lugar y, junto a Gigena, les practicar on un 

simulacro de fusilamiento. Posteriormente fue trasl adado a la 

Comisaría de Ramos Mejía. De esa Comisaría, pudo re cordar al 

Oficial Almirón, a dos Cabos de apellido Rodríguez y Bencina, a 

un tal ‘Pimienta’, a cargo de la radio y a Jerez. E n algún 

momento pasó por la Comisaría un detenido uruguayo,  

perteneciente a Montoneros, llamado Liber Cabral. Q ue Almirón 

le dijo en algún momento que había estado su esposa  para 

visitarlo. Sabe que su mujer, por intermedio de un cura de San 

Justo, llamado Marconi, consiguió entrevistarse con  el Coronel 



 
 
 
 
 
Godoy y con Fichera y que luego de ello le permitie ron verla. 

Explicó que permaneció en la Comisaría ilegalmente.  Que en 

algún momento, luego del mundial de fútbol, lo llev aron para 

hacerle un chequeo al Hospital de Campo de Mayo, do nde 

permaneció entre siete y diez días, para luego ser reintegrado 

a la Comisaría. Que en el Hospital lo visitó su muj er. Afirmó 

que durante el tiempo que estuvo cautivo, la empres a le daba a 

su mujer parte de su salario -no todo- y sus compañ eros 

colaboraban con ella haciendo colectas. Que inclusi ve, le 

dieron un certificado en la empresa en el que figur a que 

trabajó hasta el día de su secuestro y luego, hasta  su 

liberación, que se encontraba con licencia especial . Expuso, al 

cabo, que fue liberado el 8 de marzo de 1979, momen to en que le 

hicieron firmar un papel en el que se le imponía co mo 

condición, que no podía salir del país y que debía concurrir a 

la Comisaría una vez por semana. Al liberarlo, el T eniente 

Primero Fernández, le dijo que no volviera a trabaj ar a la 

fábrica. El nombrado, envió entonces un telegrama d e renuncia a 

través de la comisión interna del gremio, que lo vi sitó en su 

domicilio al enterarse que había recuperado la libe rtad” (fs. 

2788/2790). 

Especial consideración cabe respecto de los dichos de 

la experta Gabriela Weber. La periodista aludió a l a 

investigación que hizo en punto a la actuación que le cupo a la 

firma “Mercedes Benz” en los hechos y a la vinculac ión de esa 

empresa con las detenciones ilegales. Afirmó, en co nsonancia 

con lo relatado por Ratto, que cuando desaparecían obreros la 

empresa seguía pagando salarios, y que llegó a hace rlo hasta 10 

años después de las desconocerse sus paraderos.  

Resultaron también de relevancia los dichos de Albe rto 

Darío Almirón quien refirió que en el año 1977 estu vo destinado 

en la comisaría de Ramos Mejía y explicó las circun stancias en 

que entabló contacto con Ratto -que se encontraba p rivado de su 

libertad en esa dependencia- y también con su mujer .  

Además de confirmar la versión de la víctima en cua nto 

a su detención en ese lugar, también detalló que Ra tto salió 
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muchas veces con gente del ejército que vestía de c ivil y que, 

en ese entonces ”la Comisaría dependía del Ejército , que era 

área nº 114” y que “existía una planilla en la que figuraba 

Ratto como detenido a disposición del PEN” que supo  que la 

detención se produjo en la fábrica Mercedes Benz de  González 

Catán (fs.2791 y vta.).  

 También se valoraron los legajos que dan cuenta de  las 

detenciones, y posteriores gestiones en orden a dar  con el 

paradero de Alberto Gigena, Juan Mosquera y Alberto  Francisco 

Arenas, mencionados por Ratto en su declaración y e l acta de 

inspección ocular realizada con la presencia de Rat to en Campo 

de Mayo en el lugar denominado ‘plaza de tiro’ y su s 

adyacencias, oportunidad en que los detenidos que p articiparon 

de esa diligencia reconocieron y brindaron precisio nes en 

cuanto al sitio en el que permanecieron cautivos. 

De todo ello se sigue que las pruebas analizadas, 

acompañan con suficiencia el razonamiento y las con clusiones a 

las que -en relación a estos hechos- se arribó en l a instancia 

anterior. 

D) hechos probados en la causa nº 2043 

D.1)  Se tuvo por cierto que Ricardo Waisberg y Valeria 

Belaustegui Herrera de Waisberg fueron privados de su libertad 

el 13 de mayo de 1977 en la localidad de San Antoni o de Padua, 

que permanecieron detenidos en el en el centro clan destino de 

detención ‘el campito’ y que a la fecha se encuentr an 

desaparecidos y se afirmó que ello encuadra en los delitos de 

privación ilegítima de la libertad cometida por abu so 

funcional, doblemente agravada por el empleo de vio lencia y 

amenazas y por haber transcurrido más de un mes (re iterado en 

dos oportunidades) y tormentos agravados por tratar se las 

víctimas de perseguidos políticos (reiterados en do s 

oportunidades), todos en concurso real.   

  A la acreditación del hecho concurre tanto prueba  

testimonial como documental cuya valoración aparece  ceñida  a 

los parámetros abordados en el punto 22º de este 

pronunciamiento. 



 
 
 
 
 

En ese orden, se hizo mérito del testimonio de Rein a 

Esses de Waisberg, madre de Ricardo, que en relació n al hecho 

que afectó a su hijo y su nuera, narró que supo “qu e el día 13 

de Mayo de 1977, en cada ángulo de la manzana en qu e vivían se 

apostaron camiones militares que se llevaban a la g ente joven. 

Que Ricardo y Valeria vieron que no podían escapar por eso 

tomaron a su hija Tania y la sentaron en el cordón de la vereda 

o en un umbral y le pusieron un papel que decía ‘Ab uela Reina y 

su teléfono’. Aproximadamente a las 16 hs. Llamaron  por 

teléfono a su casa y le dijeron a su empleada que h abía una 

nena perdida en la calle con su teléfono y que la f uera a 

buscar porque lloraba mucho. Ella no se encontraba en la casa, 

volvieron a llamar, cuando llegó al dispensario en San Antonio 

de Padua a las 22 hs. junto a su hijo y su nuera, l os recibió 

un médico que le dijo que habían tenido que mandar a la nena a 

la Comisaría. Se dirigieron a la Comisaría, la nena  tenía 15 

meses y estaba con los ojos desorbitados, le hicier on firmar 

papeles pero le entregaron la niña a su nuera porqu e era hija 

del Teniente Parejero. Luego, a las 03:00 hs. y a l as 04:00 hs. 

recibió llamados telefónicos preguntando si había i do a buscar 

a la nieta, supone que fue algún compañero de Valer ia. Supo que 

su hijo había estado en Campo de Mayo, que lo había n torturado 

mucho, que le habían grabado la cruz esvástica con fuego en la 

espalda y que una vez lo tuvieron tres días sin com er por 

pasarle un sándwich a Valeria que estaba embarazada . Supo 

también que Valeria había dado a luz un varón, que le cortaron 

el cordón umbilical, se llevaron el bebé, a ella la  envolvieron 

en una sábana y la tiraron viva al Río de La Plata”  (fs. 2795 

vta./2796).    

 Tanto este testimonio como el de Matilde Herrera -

madre de Valeria- fueron incorporados por lectura y  encuentran 

claro correlato en el resto de la prueba testimonia l y 

documental que concurre a tener por ciertos los suc esos 

narrados por las testigos.  

Jorge Jaime Waisber dijo que la última vez que vio a su 

hermano Ricardo fue el 6 de mayo de 1977 e hizo men ción a los 
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trámites que realizó en favor de las víctimas ante el 

Ministerio del Interior, con resultado negativo. 

En la sentencia también se tuvo en cuenta lo 

manifestado por Rafael José Belaustegui, padre de V aleria y de 

Martín y Rafael, también desaparecidos. Se señaló q ue “con 

relación a lo sucedido con Valeria, explicó que hab ía viajado a 

Brasil y cuando, aproximadamente el 18 ó 19 de Mayo  de 1977, su 

hijo Rafael José le preguntó si tenía noticias de V aleria, al 

responderle él que no, lo alertó  diciéndole que si  no había 

llamado en diez días era porque algo grave le había  pasado, 

aclaró que dado que su hijo más chico, Martín, habí a 

desaparecido, toda la familia estaba muy pendiente de cualquier 

circunstancia extraña que ocurriera. Noticias ciert as de 

Valeria tuvo recién cuando entregan su nietita Tani a a la 

abuela paterna, entonces ubicó a su consuegra quien  le relató 

cómo había encontrado a Tania. Realizó numerosas ge stiones para 

ubicar a su hijo y la mujer, presentó habeas corpus , visitó 

vecinos del domicilio donde fueron secuestrados, re alizó 

consultas con militares, moví ‘cielo y tierra’ acla ró. Recordó 

que en el año 1978 se entrevistó en Suecia con Ana María 

Careaga, una ex detenida que había estado en un cen tro 

clandestino junto a su hijo Rafael José, ella le re lató que a 

mediados de Julio lo habían llevado a Campo de Mayo  a ver a 

Valeria. También supo por Matilde Herrera, su ex mu jer, que 

Valeria al momento de la detención estaba embarazad a, agregando 

que si su hija cuando la secuestraron estaba embara zada de dos 

meses, esto coincide con los relatos de Scarpatti q ue la vio, 

aproximadamente 5 meses después embarazada de siete  meses” 

(fs.2796 vta.). 

Efectivamente, tal como pone de manifiesto el testi go, 

su versión se condice con lo declarado por Juan Car los 

Scarpatti en relación a que estando detenido en Cam po de Mayo 

pudo observar mientras repartía alimentos a los det enidos, a 

Valeria Beláustegui Herrera, embarazada, y a Ricard o Waisberg 

alojados en el pabellón nº3 y que en varias oportun idades 

Ricardo le cedía su comida a Valeria. 



 
 
 
 
 

Se advierte entonces que tanto los dichos de los 

familiares de Ricardo Waisberg y Valeria Belaustegu i como lo 

que surge de los testimonios de Juan Carlos Scarpat ti y Ana 

María Careaga, resultan suficiente sustento para te ner por 

cierto el hecho que se atribuye a los encartados. 

D.2)  En relación al caso nº 4 se tuvo por cierto que 

“Carlos María Roggerone y Mónica Masri de Roggerone  fueron 

privados de la libertad el día 12 de Abril de 1977 en su 

domicilio de la calle Arribeños Nº 2153 de Capital Federal, 

permanecieron ilegalmente detenidos en condiciones inhumanas en 

el centro de detención ‘El Campito’ en Campo de May o y que aún 

se encuentran desaparecidos” (fs.2797 vta.). El hec ho fue 

subsumido en los tipos penales de privación ilegíti ma de la 

libertad cometida por abuso funcional, doblemente a gravada por 

el empleo de violencias y amenazas y por haber tran scurrido más 

de un mes y tormentos agravados por tratarse las ví ctimas de 

perseguidos políticos (reiterados en dos oportunida des); todos 

en concurso real. 

A esa conclusión se arribó meritando lo declarado p or 

Alberto Marco Masri, hermano de Mónica, quien refir ió que supo 

de la desaparición de ambos ocurrida en abril de 19 77 a través 

de una carta que le enviaron sus padres y mucho tie mpo después 

por datos aportados en el juicio por apropiación de  bebés, toda 

vez que se presume que su hermana estaba embarazada .  

En este sentido también se valoró que Beatriz Susan a 

Castiglioni, señaló en el juicio que mientras estuv o privada de 

su libertad en Campo de Mayo, llegó al lugar -priva da de su 

libertad- Mónica Masri que se encontraba embarazada  de muy poco 

tiempo. 

D.3)   Las pruebas valoradas por el tribunal de juicio 

también son concluyentes para tener por cierto que “José 

Alberto Scacheri y Stella Maris Dorado fueran deten idos 

ilegalmente el 18 de Julio de 1977 en el domicilio de calle 

Sarmiento Nº 859 de Lanús y conducidos a la Guarnic ión Militar 

Campo de Mayo; allí recibieron el mismo trato inhum ano que las 

demás víctimas y a la fecha se encuentran desaparec idos” 
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(fs.2798 vta.), hecho que la sentencia consideró co nstitutivos 

de los delitos privación ilegítima de la libertad c ometida por 

abuso funcional, doblemente agravada por el empleo de 

violencias y amenazas y por haber transcurrido más de un mes y 

tormentos agravados por tratarse las víctimas de pe rseguidos 

políticos (reiterados en dos oportunidades), en con curso 

material entre sí.  

Al respecto se tuvo en cuenta que Juan Carlos Scarp atti 

los mencionó entre las personas que se encontraban detenidas en 

Campo de Mayo y con las que mantuvo contacto, señal ando incluso 

que supo que a Scacheri lo torturaron y que no le c onsta que 

hubiera sucedido lo propio con Dorado a quien conoc ía porque la 

nombrada era de Mar del Plata y era oficial segundo  de la 

organización Montoneros. 

Con posterioridad a las declaraciones de Scarpatti de 

fechas 21 de agosto de 1984 y 23 de mayo de 2005, e l 14 de 

noviembre de 1985 se inició la causa caratulada: “S cacheri de 

López María s/ denuncia”, incorporada como prueba y  de la que 

surgió que se denunció la supresión y suposición de  estado 

civil de la menor Laura Ernestina Scacheri, -hija d e las 

víctimas de este caso-, quien se encontraba registr ada como 

Laura Daniela Caccace.  

De ahí surgió también que “en la vivienda de Osvald o 

Caccace, vecino del domicilio donde fueron privados  de la 

libertad Scacheri y Dorado, -Calle Sarmiento Nº 859  de Lanús-, 

se instalaron integrantes del operativo y que luego  del 

secuestro de los padres de la niña, la familia Cacc ace retiró 

de la vivienda a la menor y con posterioridad la in scribieron 

como hija propia” y que cuando la accionante petici ona se 

disponga la realización de pruebas hematológicas co n la 

finalidad de acreditar la identidad de la menor, of rece” a 

distintos familiares domiciliados en la ciudad de M ar del 

Plata” (fs.2799). 

Asimismo se advierte que los sentenciantes no han 

soslayado la circunstancia de que la presentación d el año 1985 

es realizada por los familiares de las seis víctima s de este 



 
 
 
 
 
caso nº 4, circunstancia que demuestra el conocimie nto previo 

que tenían entre sí, lo que abona la conclusión del  a quo  

relativa a que “[c]omo se ha comprobado en otros ca sos, fue 

frecuente dentro de la metodología desplegada, priv ar de la 

libertad y detener en el mismo lugar a grupos de pe rsonas 

ligadas entre sí por militancia, amistad e inclusiv e por ser 

compañeros de trabajo o estudio” (fs. 2799 y vta.).  

D.4)  También con relación a esta causa nº 2043, se 

consideró que con la prueba producida en el debate quedó 

probado que “Alicia María Castro, Silvia Beatriz Pi ntos y Norma 

Rodríguez, las tres a la fecha de los hechos, estud iantes de la 

Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Air es, fueron 

privadas ilegalmente de la libertad entre los días 8 y 11 de 

Marzo de 1977, que fueron trasladadas, torturadas y  sometidas a 

condiciones inhumanas de detención en los centros c landestinos 

ubicados en la Guarnición Militar Campo de Mayo, re cuperando la 

libertad Castro y Pintos el 24 de Marzo de 1977, pe rmaneciendo 

en condición de desaparecida Norma Rodríguez” (fs.2 799 vta.). 

Estos hechos fueron calificados como privación ileg al 

de la libertad cometida por abuso funcional agravad a por 

violencia y amenazas reiterados en dos hechos y dob lemente 

agravada por haber transcurrido más de un mes en el  caso del 

que resultó víctima Norma Rodríguez y tormentos agr avados por 

haber sido las víctimas perseguidas políticas, reit erados en 

tres hechos; los que concurren materialmente entre sí. 

El tribunal razonó la prueba a partir de la cual tu vo 

por acreditada la materialidad del suceso. En tal s entido 

analizó los testimonios de Castro y de Pintos, quie nes 

relataron el periplo que les tocó vivir luego de se r 

secuestradas. Del relato de la primera surge que el  11 de marzo 

de 1977 fue secuestrada e introducida en un automóv il en el que 

ya se encontraba Norma Rodríguez. Los detalles coin ciden 

sustancialmente con lo declarado por Pintos.  

También se valoró la declaración de Elena Carolina 

Samaniego, hija de Rodríguez, que señaló que su mad re fue 

secuestrada en dos oportunidades, siendo la segunda  de ellas el 
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8 de marzo de 1977, cuando la testigo tenía seis añ os de edad y 

afirmó que le quedó grabada “la imagen de dos hombr es en la 

planta baja y otros dos que subieron, como ella llo raba uno la 

apuntó con un arma, se llevaron a su madre y no vol vió a verla. 

También recordó que luego del segundo secuestro de su madre se 

fue a vivir con sus abuelos a una quinta en Garín, allí se 

apersonó Luis Abelardo Patti buscando armas y se ll evó la única 

arma que tenía su abuelo, la que recuperó luego en la comisaría 

de la zona” (fs. 2801 vta./2802). 

Los testimonios incorporados por lectura de María 

Esther Davico y Juan Alfredo Rodríguez -ambos falle cidos- 

padres de Norma Rodríguez, corroboran los dichos de  su nieta. 

Los nombrados también recordaron el primer secuestr o sufrido 

por Norma señalando que a su hija “la maltrataron y  encapuchada 

la llevaron, y que por contactos con un amigo corre ligionario 

pudieron ubicarla en la comisaría de Tigre desde do nde fue 

liberada luego de ser golpeada y amenazada de muert e. Luego de 

la liberación su hija siguió estudiando en la facul tad de 

derecho y ejerciendo de maestra en una escuela noct urna hasta 

que, el 8 de Marzo de 1977 a las 6 de la mañana, in gresan 

cuatro individuos portando armas cortas y largas qu e 

revolvieron toda la casa y se llevaron a su hija, p udieron ver 

un furgón cerrado azul y un auto Ford Falcon blanco  sin chapas 

patente. De su hija no tuvieron más noticias. Comen taron que 

hicieron gestiones en la comisaría de Victoria, en el 

Ministerio del Interior, presentaron Habeas Corpus,  el 9 de 

Marzo en el Juzgado de San Isidro y el 10 de Marzo en el de San 

Martín, también lo hicieron en tribunales de Capita l Federal, 

tramitaron asimismo la tenencia legal de su nieta e n el Juzgado 

de San Isidro y formularon denuncia ante el Consejo  Supremo de 

las Fuerzas Armadas -la que es ratificada por María  Esther 

Davico a fs. 30/33-“ (fs. 2802). 

Para concluir que las víctimas permanecieron en 

cautiverio y fueron objeto de tormentos en Campo de  Mayo, el a 

quo  tuvo en cuenta que en sus declaraciones “coinciden  algunos 

nombres y apelativos de los represores, el nombre ‘ Valerga’ -el 



 
 
 
 
 
Jefe del operativo-, también fue aportado por Scarp atti, los 

apodos ‘Cacho’ y ‘Alamo’ que recordó Alicia Castro,  fueron 

mencionados por varias víctimas en este juicio. Al apelativo 

‘Alamo’ como uno de los cuidadores, también aludió Silvia 

Pintos en su declaración. Resulta coincidente asimi smo, la 

descripción que hace Castro del baño, -tipo club, l argo, con 

varias duchas y letrinas-, pero fundamentalmente te nemos en 

cuenta lo que le confió ‘Manuel’ con quien continuó  

relacionándose durante un tiempo posterior a su lib eración, 

este le dijo que ‘de Martínez la llevaron a Campo d e Mayo’. Por 

otra parte la descripción que realizó Pintos del pa bellón donde 

estuvo detenida, grande, de piso de cemento, techo y paredes de 

chapa y teniendo que transitar por un camino de pas to cuando 

eran trasladados al baño, resulta coincidente con l a 

descripción que del Pabellón Nº 1 surgió de varios testimonios” 

(fs.2802 vta.). 

Esos elementos de juicio, despejan cualquier duda e n 

punto a la ocurrencia de los acontecimientos que se  tuvieron 

por ciertos. 

D.5)  Asimismo resulta de la sentencia que “se comprobó 

que Alberto Armando Hurt, fue privado de la liberta d el día 30 

de Marzo de 1977 en las cercanías del domicilio ubi cado en 

calle Gabriela Mistral nº 872 de José León Suárez. Que Nélida 

Mabel Carranza fue detenida ilegalmente el día 30 d e Marzo de 

1977 en su domicilio de calle Belisario Roldán Nº 1 51 de José 

León Suárez; que Pablo Albarracín fue privado ilega lmente de la 

libertad el día 13 de Abril de 1977 mientras se enc ontraba 

prestando servicios como cabo en comisión y cursand o estudios 

para técnico radiólogo en la Escuela de Servicios d e Apoyo de 

Combate General Lemos y que Mirta Gladys López fue detenida 

ilegalmente el 14 de Abril de 1977 en el Sanatorio de Docentes 

sito en calle Lavalle Nº 1972/74 de Capital Federal . También se 

comprobó que todos eran amigos entre sí, que fueron  vistos, 

torturados y sometidos a condiciones inhumanas en e l centro de 

detención Campo de Mayo y que a la fecha se encuent ran 

desaparecidos” (fs.2804).  
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Estos hechos, tuvieron encuadre en los delitos de 

allanamiento ilegal reiterado en dos hechos (Hurt y  Carranza), 

robo agravado por el uso de armas; privación ilegal  de la 

libertad cometida por abuso funcional, doblemente a gravada por 

violencia y amenazas y por haber transcurrido más d e un mes y 

tormentos agravados por haber sido las víctimas per seguidos 

políticos, reiterados en cuatro hechos, delitos est os que 

concurren materialmente entre sí. 

Tal como lo afirmó el tribunal a quo , los hechos se 

encuentran adecuadamente acreditados. Concurren en tal sentido 

las declaraciones testimoniales de familiares de la s víctimas, 

de testigos que tomaron contacto con ellas en el ce ntro de 

concentración que funcionó en Campo de Mayo, y -en relación al 

caso de Mirta Gladys López- lo manifestado por sus compañeros 

de trabajo del sanatorio de Docentes ubicado en la calle de 

esta Capital donde se produjo su secuestro. 

En relación al caso de Pablo Albarracín declaró su 

madre, Lucía Bolañez, quien narró los distintos esf uerzos que 

realizó ante instituciones gubernamentales, interna cionales y 

eclesiásticas, en orden a dar con el paradero de su  hijo a 

quien no volvió a ver.  

Asimismo “en la denuncia del 6 de marzo de 1984 ant e la 

Liga Argentina de Derechos Humanos -fs.6/8 del lega jo nº 4673 

de la CONADEP-, expresó que la desaparición de su h ijo ocurrió 

el 13 de Abril de 1977 en la Escuela General Lemos ubicada en 

Ruta 202 de Campo de Mayo donde prestaba servicios como cabo en 

Comisión cursando estudios para técnico radiólogo. Por 

intermedio del padre de la novia, Faustino López to mó 

conocimiento que Mirta López había sido sacada del lugar de 

trabajo en la madrugada del 14 de Abril del Sanator io de 

Docentes OSPLAD; la preocupación del señor López er a que Pablo 

tuviera algún inconveniente por la vinculación con su hija. Por 

esta razón concurrió a la Escuela General Lemos y c on gran 

sorpresa recibió la información que a su hijo le ha bía sido 

acordada una licencia de 48 horas por la enfermedad  de su 

madre, dato que por supuesto era falso…” (fs. 2803 vta.).  



 
 
 
 
 

También se valoró el informe del Ejército Argentino  

dando cuenta que el ex Cabo en Comisión Enfermero R adiólogo 

Albarracín fue dado de baja de la Escuela de Servic ios para 

Apoyo de Combate “General Lemos” en carácter de asp irante el 

día 30 de Abril de 1977 por haber faltado cuatro dí as 

consecutivos sin causa justificada. 

 La prueba también conduce a tener por ciertos los 

hechos cometidos contra Nélida Mabel Carranza y Alb erto Hurt. 

En tal sentido se contó con las constancias de los recursos de 

habeas corpus  deducidos en su favor y la denuncia efectuada por 

Rosa Wingeyer de Hurt, madre de Alberto, el 16 de m ayo de 1984.  

Las declaraciones de Wingeyer de Hurt y de Nélida 

Mainetti de Carranza, madre de Nélida Mabel, descri ben con 

precisión la irrupción que sufrieron en sus respect ivos 

domicilios el día 30 de marzo en que se produce la ilegal 

privación de la libertad de sus hijos.  

Mainetti de Carranza refirió además que se enteró p or 

Mercedes Barreira que su hija había estado en Campo  de Mayo, 

situación que encuentra confirmación en lo expresad o por 

Beatriz y Eduardo Covarrubias, y en el caso de Néli da Carranza, 

también en lo manifestado por Aída Pérez Jara que l a reconoció 

por la voz y “aclaró que la conocía desde que tenía  7 u 8 años 

y que cuando la vio en el baño presentaba signos de  haber sido 

torturada y en esa oportunidad le comentó que había  sido 

violada y que también habían secuestrado a su novio ” (fs. 2805 

y vta.). 

En relación a lo acontecido con Mirta López, su mad re 

Gerónima Romero memoró que “un día del mes de abril  de 1977 su 

hija salió del hogar como todos los días y no regre só nunca 

más” (fs.2805 vta.). Su padre declaró en análogo se ntido.  

En tanto, sus compañeros de trabajo en el Sanatorio  de 

Docentes Osplad, Graciela Haydee Gabutti, Graciela Altamirano y 

Carmelo Galotto, relataron de modo sustancialmente coincidente 

la secuencia en la que finalmente Mirta es secuestr ada por un 

grupo de hombres que irrumpieron en el lugar. 

Finalmente se valoraron los legajos personales de l as 
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víctimas confeccionados por la ex DIPBA, que docume nta las 

privaciones de la libertad.  

Los profusos elementos de prueba reseñados, validan  las 

conclusiones a las que se arribó en la instancia an terior y, 

por otra parte, vuelven insustanciales las críticas  de la 

defensa en punto a las declaraciones incorporadas p or lectura, 

a cuyo respecto caben las mismas consideraciones an tes 

efectuadas - puntos 24º y c.2. de este pronunciamie nto-.  

D.6)  En relación al “caso nº 36”, sostuvo el tribunal 

de grado que “[s]  urgió de la prueba producida que en el marco 

de la lucha antisubversiva, y teniendo como objetiv o la captura 

de Carlos Valladares, alias ‘Oveja’; el día 22 de A bril de 1977 

fue detenida ilegalmente posiblemente en la estació n de Escobar 

María Elida Morales Miy de Vallejo junto a su hija María 

Angélica de un año y seis meses de edad. Los captor es la 

trasladaron hasta el domicilio de calle Mitre Nº 10 85 de la 

localidad de Escobar donde se encontraba Luis Ferna ndo Martínez 

Novillo con la hija mayor de Morales Miy, Jimena de  cuatro 

años. Martínez Novillo ocultó a la menor y se produ jo un 

tiroteo del que habría resultado muerto o herido Ma rtínez 

Novillo. Ambas menores fueron entregadas a una veci na, Dina 

Amelia Fontana, recuperándolas los abuelos días más  tarde. 

Conducida por sus captores María Elida Morales Miy fue 

trasladada hasta la plaza ubicada en las calles Sal guero y 

Charcas de Capital Federal con el objetivo de deten er a Carlos 

Valladares. En lugar de él concurrió al encuentro, el primo de 

Morales Miy, José Gracián Legorburu. También durant e su 

cautiverio Morales Miy logró comunicarse epistolarm ente con su 

madre el 26 de Mayo de 1977. Permaneció detenida il egalmente en 

Campo de Mayo y a la fecha se encuentra desaparecid a” (fs.2807 

y vta.). 

A los sucesos así descriptos se los consideró 

constitutivos del delito de privación ilegítima de la libertad 

cometida por abuso funcional, doblemente agravada p or el empleo 

de violencia y amenazas y por haber transcurrido má s de un mes.  

Los hechos acreditados, tuvieron fulcro en los 



 
 
 
 
 
testimonios de Élida González de Morales Miy y Jime na Morales 

Miy, madre e hija de la víctima; de sus parientes J osé Gracián 

Legorburu González y Alejandra María Kortsarz, de N orma 

Hernández de Felker, quien fuera vecina del lugar d onde 

ocurrieron los hechos, Félix Plinio González y Rafa el Morales 

Miy -tío y hermano de la víctima respectivamente-, y en la 

declaración prestada por Dina Amelia Rontana, cuya declaración 

fue incorporada al debate en los términos del art. 391 inc. 3º 

del CPPN. 

La testigo Kortsarz recordó que cuando se produjo e l 

secuestro de María Elida tenía diecisiete años, que  se enteró 

de lo ocurrido a través de un llamado anónimo y que  fue la 

encargada de cuidar durante un año a las menores. S eñaló 

también que Jimena sufrió ataques de pánico y pesad illas como 

consecuencia de lo vivido.     

Hernández de Felker, por entonces vecina del lugar 

donde principiaron los hechos, fue testigo del tiro teo ocurrido 

en el domicilio de la calle Mitre de la localidad d e Escobar el 

22 de abril de 1977 siendo aproximadamente las 23 h oras. 

Jimena Morales Miy, hija mayor de María Élida, memo ró 

en el debate que “cree que el 22 de Abril se encont raba en la 

casa de calle Mitre en Escobar con el papá de su he rmana, Luis 

Fernando Martínez Novillo, a eso de las 23 hs. escu charon 

gritos y un disparo, Luis apagó las luces, sacó un arma y la 

metió a ella en el baño, en ese momento comenzó un tiroteo, 

recuerda que a ella la introdujeron en un auto de l a policía en 

el que estaba su mamá y su hermana que lloraban, el la desde la 

luneta vio como le disparaban a ‘Lucho’, de esa noc he no 

recuerda más nada. Todo lo demás, lo fue reconstruy endo con 

dichos de otras personas, entre ellas la señora de Escobar con 

quien la dejaron, la que le contó, años más tarde, que los 

militares se la entregaron y le pidieron que no la entregara a 

nadie porque pasaría a buscarla una familia de mili tares para 

adoptarla. También pudo reconstruir con datos que l e aportara 

su abuela materna, que su madre se encontró en una plaza con un 

primo quien fue el que le comunicó a su abuela que se 
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encontraba en Córdoba, que la hija había sido deten ida, aquí 

aclaró que su abuela se había ido a Córdoba porque la habían 

detenido en Salta en diciembre de 1976, cuando se e ntera de lo 

ocurrido viaja a Buenos Aires, estando allí un día la detienen 

y la introducen en un auto en el que estaba su madr e María 

Elida y hacen una especie de careo puesto que pensa ban que su 

abuela como era escribana escrituraba bienes para e l grupo 

Montoneros, en esa ocasión le dieron la dirección d onde estaban 

ella y su hermana María Angélica y la tiraron del a uto” (fs. 

2809 vta.).  

Esta declaración guarda correlato sustancial con lo s 

dichos de Kortsarz que -como se dijo- fue testigo d el tiroteo, 

los de José Gracián Legorburu González, quien al re cordar el 

suceso en el que fue privado de su libertad señaló que allí, 

junto a los hombres que lo detuvieron, se encontrab a su prima 

María Élida que le dijo “estos señores quieren dete ner al 

Oveja, mataron a Luis (Martínez Novillo) y mis hija s no sé 

dónde están, no me queda otra cosa que colaborar” ( fs. 2807 

vta.). 

Los otros testigos también corroboraron la violenta  

detención de María Élida Morales Miy de Vallejo. Lo  propio 

ocurre con la prueba documental. Así, el acta nº 15 4 de entrega 

de las menores ante el juez de paz de Belén de Esco bar (fs. 55 

del legajo) y las denuncias ante el Ministerio del Interior –

expte. nº 209.149/77- ante la Comisión Interamerica na de 

Derechos Humanos en septiembre de 1976, ante la Cru z Roja 

Internacional y ante la UNESCO, el legajo nº 4484 d e la CONADEP 

y el legajo personal de la víctima confeccionado po r la 

Dirección de Inteligencia de la Policía de la Provi ncia de 

Buenos Aires. 

D.7)  En cuanto al suceso investigado en el “caso nº 45”  

afirmaron los judicantes que el análisis de la prue ba conduce a 

tener “por comprobado que María Adelaida Viñas fue privada de 

la libertad el día 29 de Agosto de 1976 en la entra da del 

Zoológico de Buenos Aires, que fue trasladada al “C ampito” 

dentro de la Guarnición Campo de Mayo, lugar donde fue 



 
 
 
 
 
torturada y sometida a condiciones inhumanas de det ención 

permaneciendo en ese centro clandestino al menos ha sta el mes 

de Julio de 1978 y que a la fecha se encuentra desa parecida 

(fs.2811 vta.). Los delitos fueron encuadrados en l as figuras 

de privación ilegal de la libertad cometida por abu so 

funcional, doblemente agravada por el empleo de vio lencia y 

amenazas y por haber transcurrido más de un mes y t ormentos, 

agravados por haber sido la víctima perseguida polí tica, ambos 

delitos concurren en forma material. 

El hecho tal como ha sido descripto, surge de las 

declaraciones testimoniales de Claudia Olga Allegri ni, Eduardo 

Jorge Cagnolo y de la prueba documental colectada.  

Por otro lado, la defensa no ha aportado otros 

elementos de juicio que aparejen una conclusión en punto a la 

materialidad del suceso, distinta de aquella a la q ue se 

arribó. 

La sentencia da cuenta que Allegrini, cuñada de la 

víctima y esposa de Lorenzo Ismael Viñas -que tambi én se 

encuentra desaparecido-, declaró “que el 14 de Agos to de 1976 

se produce un enfrentamiento en la localidad de Oli vos, en 

inmediaciones del domicilio de María Adelaida Viñas  y Carlos 

Andrés Goldenberg, en el enfrentamiento Goldenberg muere. Viñas 

que estaba en la casa, al escuchar los disparos esc apa con la 

beba y la perra ovejero alemán a la que le decían ‘ la loca’. 

Supo por Ibáñez que a esa perra la entrenaron junto  con los 

demás perros en la Guarnición Militar Campo de Mayo . 

Continuando con el relato dijo que María Adelaida d esaparece el 

29 de Agosto de 1976 al concurrir a la entrada prin cipal del 

Zoológico, agregó que María estaba con la beba y al  advertir 

que la seguían entrega la niña a un matrimonio alem án que se 

encontraba en el lugar, la niña tenía un prendedor con los 

datos del abuelo. Sabe -por declaraciones de Scarpa tti en la 

CONADEP- que Viñas fue vista en Campo de Mayo, que permaneció 

detenida hasta que en Julio de 1978 fue enviada en un vuelo de 

la muerte” (fs. 2811 y vta.). 

En efecto, tal como refiriera la testigo, tanto Iba ñez 
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-quien individualizó a la víctima como “Nenina”, hi ja del 

escritor David Viñas-, como Scarpatti y Griselda Fe rnández  

dieron cuenta de la estancia y torturas sufridas po r  María 

Adelaida Viñas en el centro clandestino de detenció n que 

funcionó en Campo de Mayo.  

En el mismo sentido declaró Cagnolo, quien fue sold ado 

y permaneció privado de su libertad en Campo de May o hasta el 3 

o 4 de octubre de 1976. El testigo señaló que supo por otro 

detenido que se encontraba en el lugar la hija de D avid Viñas. 

Asimismo, que   “vio por primera vez en el segundo galpón, era una 

mujer joven, de pelo un poco oscuro, que vestía una  pollera 

larga y a veces una camperita blanca sobre los homb ros. Relató 

asimismo que María era quien repartía la comida en la 

habitación contigua a la que destinada a este testi go, en una 

oportunidad –cuando eran trasladados al baño-, obse rvó por el 

agujerito de su capucha a María conversando con un Coronel, 

luego cuando María les repartió la comida, Merbilha a le dijo 

‘te vi conversando con un Coronel”, esa fue la ocas ión en que 

Merbilhaa le comentó que se trataba de la hija de D avid Viñas. 

Agregó que estuvo detenido en dos galpones, el prim ero era de 

techo de chapa, estructura de madera y piso de tier ra, el 

segundo pabellón tenía piso de mosaicos, y Mena –ot ro detenido- 

le comentó que estaban en Campo de Mayo, incluso le  indicó 

donde estaba la Ruta 8. Respecto a las personas que  los 

custodiaban los individualizó como gendarmes y reco rdó los 

nombres de ‘Puma’ y ‘Corvalán’, el que aclaró era J efe de 

Guardia; de los torturadores dijo que vestían de ci vil y 

recordó el apelativo de ‘El Alemán’ y entre los gua rdias 

sindicó a ‘El Pájaro’, ‘Batata’ y ‘Petete’” (fs.281 0 y vta.). 

Los sentenciantes también tuvieron en cuenta que la  

descripción del lugar y los apodos de los torturado res a los 

que hizo referencia el testigo resultan coincidente s con otros 

testimonios.  

En lo que atañe a la documental, se valoró las 

constancias de la causa iniciada ante el Juzgado Co rreccional 

de Menores Letra G, Secretaría nº 52, caratulada “M enor 



 
 
 
 
 
Extraviada”, iniciada el 29 de agosto de 1976 de la  que surge 

Inés Goldenmberg, hija de Viñas, fue entregada a su s abuelos y 

también que “… la menor habría sido entregada a una  pareja que 

paseaba por el Jardín Zoológico el día 29 de Agosto  por una 

mujer que dijo llamarse María Adelaida Viñas, la qu e en ese 

momento era perseguida por hombres que la capturaro n. La 

pareja, de nacionalidad suiza, que recibió la menor  la entregó 

en la Seccional 15ª, iniciándose así la causa con i ntervención 

del Juez de Menores” (fs. 2811 vta.). Completan la prueba 

documental los respectivos legajos de la CONADEP y de la Ex 

Dirección de Inteligencia de la Policía de la Provi ncia de 

Buenos Aires. 

D.8)  También se sostuvo que Esteban Bonifacio Juárez 

“fue privado de la libertad el día 11 de Abril de 1 977 por un 

grupo armado que ingresó al domicilio de la calle C aseros Nº 

3469, de la localidad homónima, partido de Tres de Febrero. En 

la ocasión se llevaron además del vehículo de la ví ctima, un 

Dodge, modelo 1500 adaptado para discapacitados; Ju árez fue 

visto en el centro del detención clandestino de Cam po de Mayo, 

lugar donde fue sometido a torturas y a la fecha se  encuentra 

desaparecido” (fs.2812 vta.). Se afirmó que “[e]l c aso 

comprobado encuentra encuadre legal en las figuras de 

allanamiento ilegal; robo agravado por el uso de ar mas; 

privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional, 

doblemente agravada por el empleo de violencia y am enazas y por 

haber transcurrido más de un mes y tormentos por co ndiciones 

inhumanas de detención agravados por ser la víctima  perseguido 

político, delitos que concurren materialmente” (fs.  2812 vta.). 

La prueba testimonial valorada por el a quo , en 

particular los testimonios de Ignacio Floro Juárez,  Arminda 

Nélida Lazarte y Serafín García, confluye en direcc ión a tener 

por ciertos los hechos tal como han sido acreditado s en la 

instancia anterior. 

En tal sentido se valoró que Ignacio Floro Juárez 

declaró que “en la madrugada del día 11 de Abril de  1977, 

ingresaron en su domicilio de la calle Caseros Nº 3 469 de la 
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localidad de Caseros, varias personas vestidas de c ivil 

portando armas largas, se encontraba en la casa tam bién su 

esposa, Arminda Nélida Lazarte, los comienzan a int errogar por 

su hermano, les dice que no está que está trabajand o, pero 

descubren que se encuentra durmiendo en una pieza c ontigua 

junto a su hija de seis años, entonces los golpean,  hacen 

vestir a su hermano Esteban y se lo llevan. Afuera había más 

gente y dos vehículos Ford Falcon y una camioneta, también se 

llevaron el auto Dodge 1500 para lisiados ya que su  hermano 

usaba un aparato ortopédico por secuelas de poliomi elitis. Días 

después concurrió al Comando de Operaciones Táctica s que 

funcionaba en la calle Gaspar Campos de Vicente Lóp ez junto a 

su hermano Domingo que en ese momento era suboficia l de la 

Marina destinado en Mar del Plata, allí les informa ron que 

tendrían noticias en siete días, cuando volvieron l e dijeron a 

su hermano que debía estar en el exterior porque lo s 

subversivos sacaban a su gente del país, no volvió a tener más 

noticias. Al año de este hecho lo llamaron de la Co misaría de 

Caseros para informarle que habían encontrado el au to de su 

hermano y que debía retirarlo de la Comisaría de Sa n Miguel 

pues había sido hallado en esa localidad, el auto e staba 

quemado pero en el interior se encontraba el aparat o ortopédico 

que usaba su hermano, carteles de madera tipo señal adores del 

ejército, papeles y carpetas a medio quemar con mem brete de las 

fuerzas armadas” (fs. 2811 vta./2812). 

La versión de Lazarte fue análoga a la brindada por  su 

esposo Juárez. 

Además, no sólo los dichos de estos familiares 

confirman lo sucedido. En el caso, se tuvo en cuent a también 

que Serafín Barreira García al declarar dijo “que e n Campo de 

Mayo pudo ver un auto para discapacitados marca Dod ge 1500 que 

pertenecía a un muchacho de TENSA, al que le faltab a una 

pierna, además agregó que junto a él se hallaba enc adenada una 

persona a la que le faltaba una pierna y que escuch ó sus gritos 

cuando lo picaneaban” (fs. 2812). 

Por otra parte, en este caso, también la documental  



 
 
 
 
 
resulta elocuente muestra del secuestro sufrido por  Esteban 

Bonificio Juárez. En tal sentido se meritaron las d enuncias 

ante la CONADEP efectuadas por Ignacio Floro Juárez  y Arminda 

Nélida Lazarte, el legajo nº 201 de la CONADEP, y e l 

“confeccionado por la Dirección de Inteligencia de la Policía 

de la Provincia de Buenos Aires, en el que consta q ue todas las 

respuestas sobre la averiguación de paradero de los  organismos 

policiales efectuadas entre junio y julio de 1982, fueron 

negativas” (fs. fs.2812 vta.).  

D.9)  Asimismo en el pronunciamiento recurrido se afirmó  

que: “…María Magdalena Nosiglia fue privada de la l ibertad en 

un lugar no precisado del partido de San Martín ent re los días 

26 ó 27 de Marzo de 1977, que permaneció detenida i legalmente 

en Campo de Mayo, que allí fue torturada y permanec ió en 

condiciones inhumanas y que a la fecha se desconoce  su destino. 

El hecho encuadra en los tipos penales de privación  ilegítima 

de la libertad cometida por abuso funcional, doblem ente 

agravada por el empleo de violencia y amenazas y po r haber 

transcurrido más de un mes y tormentos agravados po r haber sido 

la víctima perseguida política, en concurso materia l” (fs.2813 

vta.). 

El hecho así descripto fue subsumido en los delitos  de 

privación ilegítima de la libertad cometida por abu so funcional 

agravada por el empleo de violencias y amenazas y p or los 

tormentos agravados. 

Se tuvo en cuenta lo declarado por Oscar Ciarlotti,  

marido de la víctima, que “relató que día 26 o 27 d e Marzo de 

1977 su esposa desapareció de un domicilio del part ido del San 

Martín que no conoce con precisión, pero era una vi vienda 

cercana a la intersección de Avda. Constituyentes y  Avda. Gral. 

Paz. Él se encontraba detenido, pasando por distint os penales 

del país por eso desconoce los pormenores de la det ención de su 

esposa. Pudo conocer que María Magdalena habría dej ado su hija, 

de nombre Mariana, en su casa a cargo de una amiga,  quien al 

notar que la madre no volvía intentó contactarse co n sus 

suegros, acordando una cita para entregar la niña, cita a la 
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que nunca concurrió. Agregó que su suegro que en el  gobierno de 

Illía, había sido Diputado y Canciller, que se entr evistó con 

Massera, éste le habría dicho que a María Magdalena  la tenía 

Riveros, su suegro también logra contactar a Verpla etsen, el 

que se comprometió a buscar a la nena, con posterio ridad sus 

suegros reciben un llamado telefónico para que pasa ran a buscar 

a Mariana, es así que concurren su suegro y su padr e a 

buscarla, en esa oportunidad les informan que la ni ña había 

sido conducida allí por un oficial de Institutos Mi litares de 

Campo de Mayo, esto ocurrió el 16 de Mayo. Por test imonios que 

recogió pudo saber que su esposa estuvo detenida en  Campo de 

Mayo y que sus apodos eran ‘La Muda’, ‘La Chueca’, ‘Gallega’ y 

‘Graciela’” (fs.2812 vta./2813).  

Asimismo el tribunal oral tuvo presente que tanto J uan 

Carlos Scarpatti como Beatriz Castiglioni de Covarr ubias 

dijeron haber visto a María Magdalena Nosiglia en e l centro 

clandestino de detención de Campo de Mayo. Esta últ ima “afirmó 

haber observado las cicatrices que tenía en la espa lda 

producidas por las torturas, la vio en el baño y te nía el 

cuerpo “destrozado” por la picana, aclaró que la co nocía porque 

era la esposa de un amigo suyo de apellido Ciarlott i y 

Scarpatti dijo que la llamaban ‘la Muda’ o ‘la Chue ca’ y que 

era una de las personas más torturadas” (fs. 2813).  

A todo ello se suman las denuncias ante la CONADEP 

efectuadas por el esposo y la madre de la víctima y  el legajo 

de la ex-DIPBA en el que se indica que Nosiglia est aría 

vinculada al ERP y al secuestro del contralmirante Francisco 

Agustín Aleman. 

D.10)  En relación al caso nº 79 y que tuvo por víctima 

a Juan Carlos Scarpatti, consideró el a quo  “que el hecho 

analizado y probado resulta constitutivo de los del itos de 

privación ilegítima de la libertad cometida por abu so 

funcional, doblemente agravada por violencia y amen azas y por 

haber transcurrido más de un mes, en concurso mater ial con 

tormentos agravados por haber sido la víctima perse guido 

político, y esto no constituye una alteración de la  cosa 



 
 
 
 
 
juzgada” (fs.2832 vta.). 

En primer orden, y en relación al agravio por 

vulneración de la cosa juzgada que efectúa la defen sa de los 

imputados, cabe señalar que al no mediar en el caso  identidad 

entre las personas juzgadas en la invocada causa 13 /84 y 

aquellas imputadas en la presente, el planteo carec e de 

sustento. En consecuencia corresponde hacer remisió n a cuento 

se dijo en el punto C.5 al tratar el caso que tuvo por víctima 

a Héctor Aníbal Ratto).  

De otra parte, no pasa inadvertido que el defensor 

insiste en la cuestión ya articulada en la instanci a anterior, 

pero omitiendo rebatir las razones expuestas por el  tribunal 

oral para rechazar la pretensión. 

En punto a los cuestionamientos relativos a la 

incorporación por lectura de las declaraciones pres tadas por 

Scarpatti en múltiples oportunidades, cabe dar por reproducido 

aquí cuanto se dijera al respecto supra en los puntos 24º y 

C.2. 

En cuanto atañe a la materialidad del suceso, en la  

sentencia se indicaron suficientes razones que acue rdan pábulo, 

en lo sustancial, al testimonio de Scarpatti. En es te sentido 

el nombrado, en las distintas oportunidades en las que hizo 

referencia al suceso, dio cuenta de su detención cu ando 

circulaba a bordo de su automóvil, en cuyo marco tu vo lugar un 

tiroteo a resultas del cual recibió impactos de bal a, y de su 

traslado por distintos centros clandestinos de dete nción, 

comenzando por el de Campo de Mayo.  

La circunstancia de algunas discordancias entre los  

distintos relatos aportados por Scarpatti en punto al lugar 

donde habría principiado el hecho, constituye un da to que a la 

luz de los otros elementos que acuerdan  verosimili tud a sus 

dichos, resulta menor y carece de aptitud para desa creditar la 

existencia del hecho que se tuvo por probado. Es qu e en tal 

sentido, a la hora de analizarse estos testimonios debe 

prestarse especial atención a las circunstancias ma teria de 

relato y a aquellas en las que el testigo narra los  hechos, al 
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tiempo transcurrido y su posible impacto en la prec isión de los 

dichos. Por tanto, en ese contexto, “la existencia de 

discrepancias menores no desacreditan necesariament e el 

testimonio” (cfr. en este sentido TIPY, “Prosecutor  v. Mom čilo 

Periši ć”, supra cit., parág. 23,).  

De hecho, es el propio Scarpatti quien en su 

declaración del 21 de noviembre de 2006 ante la jus ticia 

federal, manifiesta su deseo de aclarar que si bien  en su 

primer testimonio en el año 1979 en Naciones Unidas  hizo 

referencia a la calle Hernandarias ello obedeció a que 

confundió las calles y por tanto aclaró que: “…la e squina que 

describo es la de Hidalgo y Neuquén porque fue corr oborado 

oportunamente por la CONADEP reconociendo incluso l os impactos 

de bala en las paredes de un edificio de dicha esqu ina” 

(fs.2827 vta.).  

Lo cierto es que más allá de ello, el testigo relat ó 

las circunstancias de su detención, dando cuenta as imismo de su 

militancia política y su rol al tiempo de los hecho s dentro de 

la agrupación “Montoneros”. Pero además, ha indicad o tanto las 

características de los centros clandestinos que fun cionaron en 

Campo de Mayo y las modalidades de tortura que allí  se 

desplegaban.  

Asimismo, también dio detalles de las otras persona s 

con las que compartió su cautiverio. En algunos cas os aportando 

sus descripciones físicas y en otros sus nombres, a pellidos o 

apodos, el estado físico en el que se encontraban, las torturas 

a las que los sometían y -en relación a Pablo Crist iano- que 

presenció su homicidio.  

Lo propio hizo respecto de quienes habrían sido suj etos 

activos de los padecimientos sufridos por quienes s e 

encontraban en el lugar, privados ilegítimamente de  su 

libertad. El escenario descripto encuentra además c orroboración 

en la coincidencia que guarda con aquel al que hici eron 

referencia las otras víctimas sobrevivientes. 

En su declaración del 12 de junio de 1979 ante la 

Comisión de Derechos Humanos Scarpatti sostuvo que “fue 



 
 
 
 
 
secuestrado por una ‘patota’ del Primer Cuerpo del Ejército que 

pertenece a la estructura represiva que dirige el C oronel 

Ruealdés. Que como él se encontraba en grave estado  de salud 

pero no había muerto estima que sus captores optaro n por tratar 

de salvarle la vida a fin de interrogarlo. Que como  ‘la casita’ 

es una simple casa operativa sin medios a tal fin, le 

trasladaron a Campo de Mayo para su atención. Que e llo implicó 

trasladarlo a otra área represiva, ya que el campo de 

concentración de Campo de Mayo depende de Instituto s Militares 

que tenían la misma jerarquía de los cuerpos de ejé rcitos. 

Estas casas y campos de concentración son conocidos , cada uno 

con un nombre como ‘la casita’, el ‘sheraton’, etc.  y todos 

reciben el nombre de ‘chupaderos’ porque allí están  los 

primeros ‘chupados’ es decir, detenidos ilegalmente  y que son 

los ‘desaparecidos’. Que durante alrededor de veint e días 

permaneció en Campo de Mayo en estado de coma, en u na pieza que 

hacía de enfermería ya que los prisioneros no son l levados al 

Hospital Militar de Campo de Mayo salvo muy excepci onalmente 

cuando el tipo de herida que presenta puede tener a lgún interés 

de estudio y experimentación para los médicos en cu yo caso son 

introducidos ilegalmente en dicho hospital, es deci r, sin 

registrarlos. Que recuerda el caso de un compañero que 

presentaba un estallido de fémur muy singular y que  lo llevaron 

al Hospital Militar para experimentar su reconstruc ción de la 

cabeza del fémur sin preocuparse por el resto de la s heridas 

que presentaba. Que el dicente permaneció en dicha enfermería 

al cuidado de otra prisionera médica especializada en 

ginecología que respondía al nombre de ‘Yoli’ y que  hizo lo que 

estuvo a su alcance para salvarle la vida con los e scasos 

medios de que disponían sueros y antibióticos solam ente, no 

pudiendo extraerle por carecer de instrumental los plomos de 

los balazos. Que sólo guarda vaga memoria de los mo mentos 

posteriores a su estado de coma. Sólo recuerda que de vez en 

cuando lo levantaban y arrastraban con violencia y lo 

interrogaban. Que en una oportunidad le pidió a ‘Yo li’ le diera 

una inyección que le quitara la vida, ella se negó por sus 
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convicciones religiosas. Que en otra oportunidad in tentó tomar 

de la mesa que estaba al lado de su camastro una es pecie de 

cuchillo para tratar de suicidarse pero que no le a lcanzaron 

las fuerzas para tomarlo” (fs. 2815 y vta.). 

   Ya en agosto de 1984, en su nueva presentación, 

brindó mayores precisiones respecto al funcionamien to y 

características de ese centro de detención. Al resp ecto refirió 

que: “el asentamiento del Comando de Institutos Mil itares se 

encuentra ubicado en la zona norte del Gran Buenos Aires, su 

denominación es Campo de Mayo y está ubicado por el  perímetro 

formado entre la ruta 9, ruta 8, ruta 202 y el cami no de 

cintura. Que entre la ruta 8 y la ruta 9 se extiend e un camino 

que durante el día es de libre circulación de vehíc ulos y es 

usado permanentemente para dirigirse de una a otra ruta. 

Tomando este camino desde la ruta 8 a la ruta 9 y a  mitad del 

recorrido aproximadamente, cerca de la Escuela de A rtillería 

existe un camino que sale hacia la izquierda y llev a a un 

asentamiento sin ninguna identificación por lo meno s en la 

época de la detención, rodeado de grandes árboles l o mismo que 

su interior siendo probable que a este sitio se lo denominara 

con anterioridad ‘Campo de tiro’ ya que esta era la  

denominación que figuraba en una placa de metal que  pudo ver en 

el depósito del mismo y en el plano que acompañó lo  señaló con 

el n° 46. En este lugar funcionaba el Centro de Det ención 

conocido como ‘El Campito’, este lugar es un asenta miento con 

una superficie de unos ochenta a cien metros de anc ho y unos 

cien a ciento cincuenta metros de longitud, existie ndo en su 

interior unas edificaciones bastante viejas de cuar enta o 

cincuenta años aproximadamente, algunas de ladrillo  con paredes 

de cuarenta y cinco y otras de chapa entre éstas, u n galpón 

bastante grande el cual podría haber sido usado ant eriormente 

como caballeriza” (fs. 239 y vta.). Como bien advie rte el a 

quo, esta descripción, que vale la pena aclarar fue  efectuada a 

más de 20 años antes del juzgamiento de estos hecho s, resulta 

coincidente con la aportada por otros testigos y co n lo que 

surgió de la inspección ocular efectuada en Campo d e Mayo”. 



 
 
 
 
 

Al referirse a la organización de las tareas dentro  de 

ese centro clandestino, en la misma oportunidad el testigo dio 

cuenta de la existencia de una “jefatura de campo”,  de un área 

de interrogación otra de operaciones e hizo referen cia a la 

seguridad del campo, a la custodia de los prisioner os y a la 

logística del lugar. Sostuvo que la jefatura de cam po “estaba 

cubierta por un coronel cuyo apodo era ‘Víctor’, su  función 

consistía aparentemente en tratar de mantener la ap ariencia de 

que este lugar era un asentamiento militar en el se ntido 

clásico donde funcionaban las jerarquías y la disci plina pero 

el mundo real del campo parecía estar en los interr ogadores, 

quienes en algunos casos no habrían sido militares de carrera 

por lo cual a veces se generaban contradicciones en tre ellos” 

(fs.2819 vta.). 

En cuanto al sector de interrogación sostuvo que es taba 

cubierto “por dos GT grupos de tareas los cuales er an el GT 1 

que aparentemente parecía especializarse en el PRT y la 

izquierda no peronista y el GT 3 que había operado sobre 

Montoneros aunque si era necesario operaban indisti ntamente. El 

GT 1 operaba sin límites geográficos tanto en Capit al como en 

provincia y el GT 2 lo hacía preferentemente sobre la zona 

norte del gran Buenos Aires, aunque si era necesari o operaba en 

cualquier parte. Los equipos de interrogación no re spondían de 

sus actos al jefe de campo sino directamente de la jefatura del 

comando de Campo de Mayo. Cada grupo tenía un n° 1 y n° 2 que 

eran jefe y subjefe , respectivamente: el GT 1 esta ba compuesto 

por ‘El Alemán’ n° 1, el ‘Turco’ n° 2, el ‘Corto’ n ° 3 y 

existía uno más de quien no recordó el nombre. El ‘ Gordo 1’ 

parecía no ser militar tenía gran manejo de la econ omía y 

parecía especializarse en asesoría de empresas. El GT 2 estaba 

integrado por el ‘Doctor’ n° 1 también apodado ‘Gor do’, ‘Fito’ 

ó ‘Gordo 2’ n° 2 y además de éstos se incorporaron en el mes de 

septiembre de 1977 dos interrogadores más que por s u aspecto y 

manera de actuar parecían pertenecer a la policía f ederal”. En 

cuanto al área de operaciones señaló que se encontr aba 

“cubierta por los llamados grupos operativos o pato tas las que 
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estaban compuestas por oficiales de ejército aunque  también 

participaban suboficiales y también civiles. Por lo  general 

existía un núcleo estable de ‘patoteros’ principalm ente a nivel 

de jefes de grupos operativos pero el comando trata ba de 

rotarlos cosa que encontraba oposición en los inter rogadores ya 

que éste método no le permitía formar gente con exp eriencia. 

Estos grupos no formaban parte del personal del Cam pito sino 

que eran pedidos al comando de institutos de acuerd o con las 

necesidades de los interrogadores. Estas patotas op eraban con 

coches que ellos mismos robaban. El número total de  estos 

grupos no lo pudo precisar con exactitud pero calcu la que 

serían alrededor de cuarenta hombres integrando una s diez 

patotas aproximadamente, número que se ampliaba o r educía de 

acuerdo con las necesidades. Por ejemplo durante la  ofensiva 

contra el PRT del mes de mayo y junio de 1977 ellos  mismos 

comentaban que se habían utilizado más de veinticin co patotas, 

lo que equivale a cien hombres. A este grupo habría n 

pertenecido también los encargados de los traslados  que 

manejaban los camiones utilizados a tal fin. Que al gunos de los 

nombres supuestos de los integrantes de estos grupo s eran: 

‘Víctor’ jefe de campo quien a veces integraba e in cluso 

comandaba varias patotas; ‘Toro’ oficial del ejérci to quien 

estaba cursando la Escuela Superior de Guerra, ‘Rub io’ quien 

sería oficial del ejército; ‘Pantera’ oficial del e jército; 

‘Tiro Fijo’ oficial de ejército; ‘El Corto’ oficial  de 

ejército; ‘Galo’ que también sería oficial de ejérc ito y era el 

instructor de los perros de guerra; ‘Ángel’ quien s ería 

suboficial de ejército, encargado del sector logíst ico y 

‘Petete’ quien también sería suboficial de ejército  integrante 

del sector logístico. A estos nombres hay que agreg ar el de los 

interrogadores”. Añadió que  la seguridad de campo se cubría 

“con fuerzas de Gendarmería Nacional e integrada po r dos 

dotaciones de suboficiales en su totalidad con un j efe de turno 

cada una que se alternaban cada veinticuatro horas y 

constituían la guardia armada del Centro de Detenci ón. Algunos 

de sus nombres supuesto eran: ‘Puma’ era el jefe de  la guardia, 



 
 
 
 
 
dijo el testigo que este sujeto una vez mató a un d etenido a 

palos porque se levantó la capucha y lo miró, ‘Cach o’ 

Suboficial Mayor de Gendarmería, jefe de uno de los  turnos; 

‘Yaya’ Suboficial Mayor y jefe del otro turno; ‘Cor valán’ era 

el otro jefe de guardia; ‘Alamo’ suboficial de Gend armería; 

‘Negro’, ’Beto’, ‘Gringo’, ‘Zorro’, ‘Pepe’ y ‘Ñancu l’, todos 

estos suboficiales de Gendarmería” (fs. 2841 y vta. ). 

En punto al sector de logística, relató que estaba 

integrado por tres suboficiales del ejército, un en cargado cuyo 

nombre no recordó, otro apodado “Petete” -Víctor Ib añez-, y 

otro de nombre “Ángel”. Adviértase que muchas de la s personas 

sindicadas por Scarpatti, son las mismas mencionada s por los 

otros testigos que pasaron por ese lugar. 

También dijo que la persona una vez detenida era 

trasladada al centro de detención, “Inmediatamente después de 

llegar se lo despojaba de todos sus efectos persona les y se le 

colocaba una capucha de color verde oliva, confecci onada con la 

capucha de las camperas militares a las cuales se l es cerraba 

la parte correspondiente a la cara. Después se lo l levaba a la 

sala de tortura donde se lo comenzaba a torturar, s i la tortura 

se prolongaba demasiado tiempo y si el método aplic ado había 

sido la picana eléctrica, lo llevaban a bañarlo par a 

hidratarlo, después del baño podían pasar dos cosas : que lo 

siguieran torturando o que porque estuvieran cansad os los 

torturadores lo llevaran al prisionero hasta uno de  los 

pabellones o galpones y se le permitiera descansar unas horas 

hasta que se lo volviera a llevar a la sala de tort ura 

recomenzando el ciclo y así día tras día, dependien do la 

duración del convencimiento del interrogador de que  el límite 

lo ponía la muerte que para el prisionero significa ba la 

liberación. Que después de pasado el período de int errogación o 

a veces por necesidades de priorizar la interrogaci ón de otros 

prisioneros que suponían tenían gran información, s e abría un 

paréntesis que era de tensa angustia por la posibil idad de 

nuevas torturas. Finalizada la interrogación se ini ciaba una 

nueva etapa de tortura psicológica que tal como era  aplicada, 
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resultaba tanto o más temible que la tortura física  ya que 

mientras una procura llegar a los umbrales del dolo r 

manteniendo la intensidad todo el tiempo posible, l a otra 

procura los umbrales de la desesperación, la angust ia y la 

locura procurando que el prisionero los traspase lo  que ya no 

es importante pues las necesidades de la interrogac ión fueron 

cubiertas y el destino del detenido es la muerte. E ste otro 

tipo de tortura consistía en mantener al prisionero  todo el 

tiempo de su permanencia en el Campo encapuchado se ntado y sin 

hablar ni moverse obligándoselos a permanecer senta dos sin 

respaldo y en el suelo, es decir, sin apoyarse en l a pared, 

desde que se levantaban a las 6 hs. hasta que se ac ostaban a 

las 20 hs en la posición señalada no pudiendo pronu nciar 

palabra durante todo el día y sin siquiera poder gi rar la 

cabeza” (fs.2821).  

Añadió que “para ir al baño había que levantar la m ano 

y mantenerla en esa posición hasta que se formaba u n grupo y 

los llevan a todos en fila india. Para conducirlos al baño 

tenían que abrir las cadenas a las que los detenido s estaban 

sujetos por un candado, cadena que podía ser indivi dual o 

colectiva: la individual consistía en una especie d e grilletes 

colocados uno en cada pie y la colectiva era una so la cadena de 

unos treinta metros aproximadamente lo suficienteme nte larga 

para que pudiera ser fijada por las puntas en las p aredes 

anterior y posterior del galpón más grande, denomin ado pabellón 

3 de la cual cada metro y medio más o menos se enca denaba a un 

prisionero quedando de este modo todos ligados entr e sí lo cual 

hacía imposible cualquier movimiento y era especial mente 

molesto para dormir ya que este sistema de encadena miento era 

usado durante todo el día y toda la noche. Que a co nsecuencia 

de esta situación se sufrían espasmos musculares co n terribles 

dolores en las piernas y en la columna, trastornos 

circulatorios como consecuencia de la inmovilidad, calambres, 

histeria y en algunos casos locura, en cuyo caso el  prisionero 

era obligado a dormir sobre un montón de trigo viej o y húmedo 

que había en el mismo galpón el que se encontraba l leno de 



 
 
 
 
 
gorgojos. Cuando un cuerpo es acostado sobre ese tr igo es 

inmediatamente cubierto por esos insectos que se me ten por 

todos lados, especialmente los agujeros de las orej as […] Para 

comer se permitía que el prisionero se levantara la  capucha a 

la altura de la nariz pero sin poder alzar la cabez a para no 

mirar hacia adelante. El cautiverio variaba según l os casos, 

prolongándose por lo general de cuatro a seis meses , pasados 

los cuales el prisionero era trasladado lo cual ocu rría en el 

noventa por ciento de los casos, el otro diez por c iento era 

utilizado un tiempo más no muy prolongado en cubrir  las tareas 

de mantenimiento del campo, lavado de ropa, limpiez a y reparto 

de la comida, etc. En estas tareas se empleaban de diez a 

quince detenidos según las necesidades, estos prisi oneros 

tenían ciertos privilegios ya que no permanecían en cadenados 

todo el día y mientras estaban cumpliendo sus tarea s podían 

llevar la capucha a la altura de los ojos, de maner a que se 

viera dónde pisaba pero no podían mirar hacia delan te, el 

control total de ésto era difícil, variando según l a guardia 

que estuviera de turno por lo cual con el tiempo el  prisionero 

iba teniendo una idea precisa de dónde se encontrab a, 

especialmente cuando realizaba tareas que requerían  recorrer 

todo el campo, como por ejemplo servir la comida o la de 

mantenimiento. Por ello, pasado cierto tiempo esos prisioneros 

eran trasladados y reemplazados por otros nuevos pa ra que no 

resultara peligroso para la seguridad del lugar. Lo s traslados 

se efectuaban una vez por semana aproximadamente, a unque había 

semanas en que se realizaban dos y hasta tres trasl ados 

semanales cuando había problemas de capacidad por h aberse 

detenido a mucha gente como sucedió en los meses de  mayo, junio 

y julio de 1977. Estos traslados no se realizaban e n días fijos 

y la angustia alcanza grados desconocidos para la m ayoría de 

los detenidos siendo una rara mezcla de miedo y ali vio ya que 

al traslado se lo temía y a la vez lo deseaba, ya q ue si por un 

lado significaba la muerte, por el otro era el fin de la 

tortura y de la angustia, el alivio se sentía por s aber que 

todo eso se terminaba y el miedo a la muerte no era  el miedo a 
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cualquier muerte, ya que la mayoría la hubiese enfr entado con 

dignidad, sino a ‘esa muerte’, que era como morir s in 

desaparecer o desaparecer sin morir, una muerte en la que el 

que iba a morir no tenía ninguna participación, era  como morir 

sin luchar, como morir estando muerto, o como no mo rir nunca. 

El mecanismo del traslado era sencillo, se ordenaba  que todos 

los prisioneros fuesen encapuchados y que estuviera n en su 

pabellón y en su lugar, después se oían ruidos de c amiones que 

se acercaban, permanecían cierto tiempo estacionado s con el 

motor en marcha y luego se alejaban cuando todo se normalizaba 

quedaban cuarenta o cincuenta lugares vacíos. Estos  dos 

camiones se dirigían a un avión que estaba estacion ado en una 

de las cabeceras de las pistas que tiene Campo de M ayo la que 

estaba más cerca del Campito y a la que accedía por  un camino 

que bordeaba el lugar, allí cargaban a los prisione ros con 

destino desconocido, en un avión, y según comentari os que oyó, 

el destino estaba en alta mar, afirmando también al gunos 

guardias que los tiraban en la selva amazónica. Lue go los 

camiones regresaban al Campito y sus ocupantes proc edían a 

quemar la ropa de los prisioneros trasladados, esto  lo pudo 

comprobar personalmente ya que antes de un traslado , el de 

‘Nora’ que había tenido familia, el testigo se fijó  que llevaba 

puesto un saco con grandes botones, encontrando est os mismos 

botones en la pila de la basura luego de que quemar an los 

bultos después del traslado. Las detenidas embaraza das una vez 

que habían tenido familia eran trasladadas en el pr imer viaje 

que se producía luego del parto, los camiones que u tilizaban a 

tal fin eran, un Mercedes 1112 con caja furgón como  de reparto 

de carne y un Mercedes 911 rojo, también furgón per o frontal 

parecido al que sale en la serie de televisión ’Swa t’ 

llamándolo incluso con este nombre” (2821 vta./2822  vta.). 

Sobre los métodos de tortura empleados mencionó ent re 

otros la picana eléctrica el “submarino”, el ataque  “con perros 

de guerra” “que no estaban suficientemente discipli nados por 

tanto mordían en cualquier parte del cuerpo y no re spondían con 

rapidez a la orden de detenerse…”, las “palizas col ectivas” y 



 
 
 
 
 
“golpes de Karate”. 

Por otra parte, también resulta esclarecedora la 

coincidencia que medió entre el relato de las vícti mas que 

según se demostró permanecieron privadas de su libe rtad en ese 

centro y aquellas que Scarpatti identifica como com pañeras de 

cautiverio. 

Los abundantes detalles referenciados por el testig o en 

las distintas oportunidades en las que tuvo que hac er 

consideración de su experiencia, sumado a las marca das 

coincidencias a las que ya se hizo mención, constit uyen 

fundamento suficiente para validar la materialidad de los 

hechos que se tuvo por verificada en la instancia a nterior. 

De otra parte, también se valoró lo declarado por 

Beatriz Castiglioni y Víctor Ibáñez. La primera rec ordó “que el 

día 26 o 27 de Abril encontrándose en el pabellón d e baldosas 

rojas, vio cuando ‘se armó un gran revuelo’ porque habían 

traído un herido, mencionó que María, quien era méd ica, lo 

atendió, aclaró que no tuvo trato con él puesto que  cuando se 

fue del campo, el día 3 de Mayo, el ‘herido’ -como le decían-, 

recién estaba saliendo de su estado de peligro. Sup o que se 

llamaba Cacho Scarpatti, lo trató en la CONADEP, su po también 

que había estado mucho tiempo en el centro de deten ción y los 

acompañó la segunda vez que fueron a Campo de Mayo con la 

Conadep, juntos pudieron reconocer y reconstruir gr an parte del 

lugar”. 

En tanto, Ibáñez sostuvo que “un día trajeron en un  

auto un herido ‘lleno’ de impactos de bala y lo col ocaron sobre 

la mesa del comedor, Yoli, -la médica-, ‘le salvó l a vida’, 

pudo observar el tratamiento dado al herido porque el lugar era 

paso obligado al sector donde operaba la radio. Sup o que se 

trataba de Scarpatti, agregó que el herido se recup eró muy 

bien, lo apodaban ‘el Loco César’, lo torturaban mu cho y lo 

interrogaban luego se fue ganando la confianza de B ozzo -el 

Jefe y fue ‘colaborador’, hacía trabajos de pintura , se movía 

sin capucha y se acercaba a los límites del campo, dijo que él 

pensaba ‘en cualquier momento se vuela’. También re cordó que 
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cuando se conoció la noticia de la fuga, notó que l as 

autoridades comenzaron como a desmantelar el campo,  pero al 

final no lo hicieron” (fs.2832 y vta.). 

D.11)  Respecto al “caso nº 129” señaló el a quo  que 

“surgió de la prueba producida que Héctor Rubén Bus quet fue 

privado de la libertad el día 21 de Abril de 1977 c uando se 

dirigía en su automóvil Renault 12 a su trabajo en la 

‘Editorial Della Penna’, que permaneció en el centr o 

clandestino ‘El Campito’ ubicado en Campo de Mayo e n 

condiciones inhumanas de detención y que a la fecha  se 

encuentra desaparecido” (fs.2833). 

Los hechos fueron encuadrados en los delitos de 

privación ilegítima de la libertad cometida por abu so 

funcional, doblemente agravada por violencia y amen azas y por 

haber transcurrido más de un mes, delito que concur sa 

materialmente con el de tormentos agravados por tra tarse la 

víctima de un perseguido político. 

En el caso, se valoró la denuncia ante la CONADEP q ue 

efectuara María Inés Bertino, esposa de Busquet, qu e da cuenta 

que “el 21 de Abril de 1977, su esposo salió del do micilio como 

lo hacía diariamente aproximadamente a las 6,30 hs.  para 

dirigirse a su trabajo en la Editorial Della Penna.  Agregó que 

allí se desempeñaba como Jefe de Producción en el e dificio de 

la calle Rondeau Nº 3241 de la Capital Federal y qu e fue 

manejando su automóvil Renault 12, modelo 1972, col or bordeau. 

Luego recordó que alrededor de las 11hs de ese día se enteró 

por su tía, -Aurelia Coelho de Solari-, que le habí an 

comunicado de la empresa que su esposo no había con currido al 

trabajo. Fue así que ella se acercó a la Editorial y allí tanto 

el Gerente General -Pablo Sizzi-, como el Jefe de P ersonal le 

ratificaron que Busquet no había concurrido al trab ajo. Luego 

supo por su hermano, que había hablado con un camio nero de la 

Editorial, quien le comentó que había estado en la empresa y se 

había retirado en horas de la mañana. Desde ese día  no tuvo más 

noticias de su esposo; respecto al automóvil, apare ció 

abandonado en jurisdicción de la Comisaría 10ª de C apital 



 
 
 
 
 
Federal en el mes de Julio de 1979. Ella mantuvo a los pocos 

días del hecho una entrevista con el Oficial de la Armada 

Grimaldi que era el interventor del Sindicato de lo s Gráficos, 

sin ningún resultado” (fs.2833 y vta.). En análogo sentido 

Pablo Sizzi, quien fuera gerente de esa editorial, al tiempo de 

los hechos, también dio cuenta que Busquet se desem peñaba allí 

como jefe de producción y que “de un día para el ot ro no 

concurrió más a la empresa” (2833 vta.). 

Respecto a la estancia de la víctima en Campo de Ma yo, 

se valoró que Eduardo Covarrubias al declarar en la  audiencia 

recordó que “junto a él había un ingeniero, al que describió 

físicamente y reconoció cuando se le exhibió la fot ografía que 

obra en el Legajo Nº 490 de la CONADEP pertenecient e a Héctor 

Rubén Busquet” (fs.2832 vta.).    

D.12)  En relación al “caso nº 134” señaló el tribunal 

que “se trató de esclarecer la privación de liberta d de varias 

personas vinculadas entre sí” y que “[o]tro dato co mún que 

surgió es que el principal objetivo de los represor es era 

obtener datos y lograr la detención de Carlos Valla dares alias 

‘Oveja’” (fs. 2834).  

En este contexto, tuvo por demostrado el a quo  que “el 

día 27 de Abril de 1977 un grupo de personas armada s ingresaron 

en el domicilio de la calle Arias nº 1640 de Capita l Federal, 

en él se encontraban Ramón Ignacio Arozarena, su es posa María 

Angeles Larregui y sus hijos Mirem, Mikel y Ramón J avier, luego 

se hicieron presentes Jon Pirmin Arozarena y Adrian a Beatriz 

Zorrilla; todos permanecieron privados de la libert ad en ese 

lugar hasta el día 30 de Abril. En esa fecha Jon Pi rmin y 

Adriana Beatriz Zorrilla fueron trasladados al cent ro de 

detención clandestino de Campo de Mayo, lugar donde  fueron 

torturados y hasta la fecha se encuentran desaparec idos. Se 

comprobó asimismo que aproximadamente a los quince días después 

de la privación de libertad de Jon Pirmin, también fue privado 

de la libertad Ramón Javier Arozarena, trasladado a  Campo de 

Mayo lugar donde fue sometido a tormentos y liberad o luego de 

transcurridas algunas horas. El día 17 de Mayo de 1 977 en 
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domicilio de calle Paraguay Nº 1840, 2º Piso, dto. ‘A’ de 

Capital Federal fue privado de la libertad Carlos R afael López 

Echague, trasladado a Campo de Mayo permaneció allí  algunas 

horas y fue sometido a condiciones inhumanas de det ención. En 

el domicilio de Pedro Luis Greaves de calle Entre R íos Nº 461, 

Piso 4º de Capital Federal ingresó el día 7 de Mayo  un grupo 

armado que permaneció once días, en el transcurso d e los cuales 

lo trasladaron en tres oportunidades a Campo de May o donde lo 

sometieron a tormentos. También fue privado de la l ibertad José 

Gracián Legorburu González el 6 de Mayo cuando se p resentó en 

Puerta 4 de Campo de Mayo, allí fue sometido a tort uras y 

liberado veinte días después. El 16 de Junio de 197 7 fue 

allanada ilegalmente la vivienda de Adriana Beatriz  Zorrilla 

ubicada en calle Juncal nº 2867, 3º Piso, Dto. ‘D’ de Capital 

Federal, lugar del que sustrajeron documentación y efectos 

personales. El caso cuya materialidad se describió,  encuadra en 

los delitos de allanamiento ilegal, reiterado en ci nco hechos, 

cometidos en los domicilios de calle Arias Nº 1640 de Capital 

Federal -en dos ocasiones-; Juncal Nº 2867, 3º D de  Capital 

Federal el día 16/6/77 -en este caso en concurso co n robo 

agravado por el uso de armas-; Paraguay 1840 2º A d e Capital 

Federal perpetrado el 17 de Mayo de 1977 y Entre Rí os Nº 461, 

4to. Piso de Capital Federal” (fs. 2844). 

Se señaló que Jon Pirmin Arozarena y Adriana Zorril la 

fueron víctimas de privación ilegal de la libertad cometida por 

abuso funcional doblemente agravada por violencia y  amenazas y 

por haber transcurrido más de un mes, en concurso r eal con 

tormentos agravados por ser las víctimas perseguido s políticos; 

que Ramón Javier Arozarena fue víctima de privación  ilegal de 

la libertad cometida con abuso funcional agravada p or el empleo 

de violencia y amenazas, reiterado en dos oportunid ades, en 

concurso material con tormentos agravados por trata rse de un 

perseguido político; que Ramón Ignacio Arozarena, M iren Amaya 

Arozarena, Mikel Joseba Arozarena y María Angeles L arrequi, 

resultaron víctimas de privación ilegal de la liber tad cometida 

con abuso funcional agravada por el empleo de viole ncia y 



 
 
 
 
 
amenazas; que Carlos López Echagüe y Pedro Greaves,  fueron 

víctimas de los delitos de privación ilegal de la l ibertad 

cometida por abuso funcional, agravada por violenci a y amenazas 

en concurso material con tormentos agravados por se r las 

víctimas perseguidos y que José Gracián Legorburu G onzález, fue 

víctima de privación ilegal de la libertad cometida  por abuso 

funcional agravada por violencia y amenazas y torme ntos 

agravados por ser las víctimas perseguidos político s. 

Los sucesos han sido acreditados a partir de los 

numerosos y contestes testimonios reunidos en la ca usa. 

Se meritó la declaración, incorporada por lectura, de 

Ramón Ignacio Arozarena, padre de Jon Pirmin, quien  memoró que 

que “el 27 de Abril de 1977, en horas de la mañana estaban en 

su casa de la calle Arias Nº 1640 de Capital Federa l, su 

esposa, la empleada doméstica y su hijo de nombre R amón Javier 

cuando ingresaron al domicilio cinco hombres, con r opas 

particulares, los que no se identificaron. Los amen azaron con 

armas cortas y largas preguntando por su hijo Jon P irmin. Él 

les informó que se encontraba en la Facultad de Ing eniería, 

aclaró que a Jon le faltaban dos materias para reci birse de 

ingeniero civil. Continuando con el relato expuso q ue una parte 

del grupo se dirigió a la planta alta de la casa re gistrando 

cajones y armarios, el resto  permaneció en la sala  con la 

familia. Los hicieron sentar mirando la pared, lueg o llegaron 

otros dos hijos del colegio secundario, con los que  hicieron lo 

mismo; al que comandaba el operativo le decían ‘Mor o’. 

Alrededor de las 15 hs. llegó su hijo Jon, lo lleva ron al piso 

superior para interrogarlo, luego bajaron y se disc ulparon dado 

que no habían encontrado nada comprometedor, ni arm as, ni 

papeles. A Jon le preguntaban por un tal Valladares , Jon les 

decía que no lo conocía. Luego ‘Moro’ les indica qu e salvo Jon, 

todos se pueden ir a sus dormitorios, pero prefiere n quedarse 

en la sala con Jon. Aclaró que le dijeron a Jon que  si llamaba 

su novia Adriana Zorrilla, le dijera que concurrier a a la casa. 

Permanecieron allí, el día 28 Adriana, tal vez nota ndo alguna 

irregularidad, concurrió a la casa, fue reunida con   ‘Moro’ y 



Cámara Federal de Casación Penal  

 

 

 
117 

 

 CAUSA Nro. 12830 - CFCP 
SALA II- “ Riveros, 
Santiago Omar y otros 
s/recurso de casación”.
            

con Jon en una habitación. Luego se enteró por su h ijo, que a 

Valladares le decían ‘Oveja’, que era solo un conoc ido que 

viajaba mucho a Salta y Tucumán, ‘Moro’ le comentó a su hijo 

Jon que tenía conocimiento que ‘Oveja’ lo llamaría por 

teléfono, y le indicó que en esa ocasión debía deci rle que una 

amiga común necesitaba dinero y debía acordar con V alladares un 

lugar de reunión. Permanecieron en esa situación, h asta que el 

día viernes llama ‘Oveja’, atiende Jon, pero ‘Moro’  escuchaba 

la conversación porque habían colocado en el teléfo no un 

instrumento especial. Jon acuerda con ‘Oveja’ en es a 

comunicación encontrarse el sábado a la mañana en u n parque. 

Esa noche Jon y Ramón Javier permanecen en la sala.  Al día 

siguiente ‘Moro’ y otra persona se quedan en la cas a con toda 

la familia y el resto parte a la cita. Luego de var ias horas 

vuelve un grupo más numeroso entre ellos una mujer,  llevaron a 

la cocina solo a Jon y a Adriana Zorrilla, Jon le c omentó luego 

que el operativo para detener a ‘Oveja’ había fraca sado, su 

hijo asustado esperaba con ellos, luego lo llevaron  nuevamente 

a la cocina. Al rato escucho ruido de motores y des de ese 

momento no volvió a ver a su hijo Jon ni a la novia  Adriana 

Zorrilla. Continuó relatando que el 2 de Mayo hizo una 

presentación en el Ministerio del Interior e interp uso recursos 

de habeas corpus, con resultado negativo. Durante l os primeros 

meses, y por un contacto que tenía en el Ministerio  de Marina, 

-este contacto fue a partir de la liberación de Gra cián 

Legorburu, gran amigo de su hijo Jon Pirmin-, el co ntacto era 

el Vicecomodoro Carponi Flores por él supo que su h ijo y la 

novia debían estar en Campo de Mayo, lugar donde ta mbién había 

estado Gracián, y se comprometió a aportarle datos.  Días mas 

tarde se reunió en una confitería del barrio de Núñ ez con 

Carponi Flores y otro Vicecomodoro de nombre Zeus, en ese 

momento se comprometieron a averiguar cómo estaba J on y su 

novia; en las semanas siguientes tuvo tres o cuatro  reuniones 

más sólo con Zeus en las que le decía que su hijo e staba bien, 

que no había sido maltratado y le pedía dinero para  los 

guardias que le habían proporcionado esa informació n, le 



 
 
 
 
 
entregó dinero en tres oportunidades. En el último encuentro 

con Zeus le pidió que le trajera una carta de Jon c on algunas 

palabras escritas en vasco, así podría comprobar qu e estaba 

vivo, le dijo que no era necesario y desde ese día no recibió 

más llamados de Zeus. También supo del allanamiento  en la casa 

de Zorrilla que era en Juncal nº 2867, piso 3º ‘D’ de Capital 

Federal. Luego de dos meses de ese hecho, una madru gada su hijo 

Ramón Javier fue llevado encapuchado, cuando lo lib eraron le 

comentó que viajó largo rato en el piso de un auto,  que 

atravesaron varios controles, que llegaron a un lug ar 

descampado, que allí escuchó nombres entre ellos el  de su 

hermano y escuchó su voz. También recordó que se pu so en 

contacto con el padre Iñaki de Aspiazu y con las Em bajadas de 

España y Estados Unidos” (fs. 2834/2835). 

María Nieves Viqueyra de Zorrilla y Susana Noemí 

Zorrilla, madre y hermana de Adriana Beatriz Zorril la, también 

narraron la desaparición de su hija junto a su novi o del 

domicilio de Arias nº 1640, y las gestiones que hic ieron para 

dar con su paradero.  

Asimismo ambas testigos mencionaron que aproximadam ente 

un mes luego de ocurrido el secuestro de Adriana Be atriz, 

personal militar allanó su vivienda tomando algunas  

pertenencias que se encontraban en el dormitorio de  Adriana, 

entre ellas “un bolso con ropas de marinero” de  un  familiar -

Horacio Roberto Mosca- que estaba haciendo el servi cio militar. 

El nombrado al declarar ratificó la versión de su t ía, 

señalando que se entera que “el día 16 de junio, se  habían 

hecho presente varios individuos vestidos de civil,  con armas 

largas quienes habían sustraído fotografías, docume ntación y un 

bolso de la Armada con la totalidad de las ropas y uniformes, 

incluido el de gala, del deponente. Ante lo acontec ido y 

sumamente afligido intenta hacer la denuncia polici al en la 

Seccional 2º de la Policía Federal, pero no se la r eciben; 

frustrado este intento se dirigió al Edificio Liber tad y puso 

en conocimiento de lo acontecido al Capitán Krummel ; agregó que 

cuando concurrió nuevamente en Julio de 1977 para t erminar con 
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los trámites del servicio militar y recibir la libr eta, se le 

hizo firmar un papel donde constaba la pérdida de e sos efectos 

en aquella ocasión” (fs. 2836 y vta.). 

Entre las gestiones que se realizaron, Susana Zorri lla 

mencionó que “hizo averiguaciones por su cuenta, a través de un 

amigo de su cuñado que conocía al General San Román  supo que el 

procedimiento lo había realizado el Comando de Inst itutos 

Militares, pero allí se cortaba toda información” ( fs.2835 

vta.). 

Al respecto, San Román declaró que si bien no recor daba 

el suceso “…seguramente este caso dependía de Insti tutos 

Militares” (fs. 2836). 

También declaró Antonio Aztigarraga, cuyos dichos 

fueron incorporados por lectura, quien se desempeña ba junto a 

Ramón Arozarena como directivo de las entidades vas cas 

agrupadas. Sus dichos concuerdan con lo manifestado  tanto por 

los familiares de Jon Pirmin Arozarena como los de Adrián 

Beatriz Zorrilla. El testigo dijo que: “[a] las poc as horas de 

la desaparición de Jon los padres lo anoticiaron, d esde ese 

momento comenzó una incansable búsqueda entre sus v inculaciones 

y contactos, fundamentalmente con el vicariato cast rense, estos 

le dijeron que Jon estaba bien, estas visitas las c entraba 

básicamente con el propio Vicario Tórtolo. Se enter ó también 

que tiempo después concurrieron a casa de Arozarena  dos 

individuos ex integrantes de Aeronáutica quienes so licitaban 

sumas de dinero para aportar datos (esto coincide c on lo 

declarado por Ramón Ignacio Arozarena respecto del episodio con 

Carponi Flores y Zeus), y que cuando les pidieron u na prueba de 

que Jon estaba vivo, no aparecieron más. Supo ademá s que al que 

realmente buscaban era a “Oveja” y que la vinculaci ón de Jon 

con aquel salía de una libreta, puesto que ambos se guían la 

carrera de ingeniería. Luego cuando tomó conocimien to que 

‘Oveja’, en la semana santa del año 1978 se había s uicidado en 

el aeropuerto de Carrasco en la República Oriental del Uruguay, 

sumado a que por sus contactos no tuvo mas noticias  de Jon, le 

hizo suponer que difícilmente retornaría. Dijo que también 



 
 
 
 
 
conocía a la familia Zorrilla porque concurrían al Centro Vasco 

de la calle Belgrano 1144, de modo que los datos qu e obtenía 

también se los comunicaba a Susana Noemí Zorrilla. Aclaró que 

nunca les hizo saber quienes habían participado del  operativo o 

que estuvieran detenidos en Campo de Mayo, tampoco nunca tuvo 

acceso para hacerle llegar medicamentos a Jon” (fs.  2836 

vta./2837). 

El otro hermano de Jon, Ramón Javier Arozarena, tam bién 

se encontraba en la vivienda de la calle Arias cuan do se 

sucedieron los acontecimientos en los que Jon y Adr iana fueron 

privados de su libertad. El relato del testigo, que  también 

detalla que luego de distintas gestiones se anotici an que el 

procedimiento provendría de Campo de Mayo, fue coin cidente con 

el de su padre.  

Asimismo en la sentencia se tuvo en cuenta lo expre sado 

por el testigo en punto a que “aproximadamente a lo s quince 

días de ser secuestrado su hermano, siendo aproxima damente las 

01 horas llegan a su casa dos sujetos, lo despierta n, lo hacen 

vestir, lo sacan de la casa y lo meten en un auto e ncapuchado, 

afuera había otro auto. Que en el mismo vehículo en  el que él 

que viajaba cree que también estaba Pedro Greaves, que el auto 

emprende la marcha y luego se detienen. Lo cambian de auto, 

después el testigo se entera que se habían detenido  en Paraguay 

y Callao en la casa de Carlos López Echagüe; viajar on menos de 

una hora y lo bajan en un lugar descampado, el piso  era de 

tierra; durante el camino, es decir, cinco minutos antes de 

llegar, pasan por un control, siguen por ruta y pas an por otro 

control donde entran al lugar de destino. Cuando ba ja pisa 

tierra, pero es conducido muy cerca de una veredita , lo colocan 

contra una pared y lo dejan un rato. Luego, siente que una 

persona se acerca y le aplica por detrás una trompa da, que 

entonces, oye la voz de Pedro Greaves y de Carlos E chagüe, 

enterándose en ese momento que ellos estaban con él . Que pasa 

otro rato y lo conducen unos metros por un camino d e tierra, lo 

dejan unos minutos y escucha una voz decir ‘al que toco diga el 

nombre’, sienten que le tocan el hombro y dice ‘Ram ón Javier’, 
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y a continuación, oye la voz de su hermano que dice  ‘Jon’, pide 

entonces que lo dejen abrazar a su hermano pero no le es 

permitido, permanece un rato en el lugar y lo acerc an luego al 

resto del grupo. Le preguntaban cómo podían hacer p ara agarrar 

al ‘Oveja’, un rato después oye los gritos de Carlo s Echagüe a 

quien estaban torturando; juntan a los tres para ha cer un plan 

para agarrar a Valladares, luego de ello lo suben a  un auto, 

viajan aproximadamente media hora y es nuevamente l levado a su 

domicilio. Aproximadamente un mes después, su madre  recibe un 

llamado telefónico en el que le dicen que todo está  bien, que 

se quede tranquila. Aseguró que estuvo en Campo de Mayo por las 

referencias de terceros como Antonio Astigarraba, q uién era 

amigo de su padre de toda la vida, había tenido con tacto con 

militares y le habían informado que el procedimient o lo habían 

hecho gente del Batallón 601 de Campo de Mayo; tamb ién supo por 

el Comodoro Carpone, amigo de la familia Legorburu,  quien dijo 

que el procedimiento venía proveniente de Campo de Mayo y 

acompañó a Gracián Legorburu a presentarse voluntar iamente 

hasta ese lugar” (2837 y vta.).  

Los otros hermanos de ese grupo familiar, Miren Ama ya y 

Mikel Joseba Arozarena relataron los sucesos de mod o 

coincidente, en tanto que el sacerdote Ignacio de A spiazu, 

también refirió que tomó noticia de lo acontecido e n razón de 

su calidad de amigo personal de la familia e hizo a lusión a 

gestiones llevadas adelante para dar con el parader o de Jon 

Pirmin. 

La prueba reseñada, también valida lo expresado por  

Carlos Rafael López Echagüe en punto a los hechos q ue lo 

tuvieron como víctima. El testigo entre otros detal les dio 

cuenta de su vinculación con Jon Pirmin Arozarena, Gracián 

Legorburu González, Pedro Luis Graves y Carlos Vall adares con 

motivo de frecuentar el centro vasco, y de haberse anoticiado 

del operativo que se realizó en casa del primero en  orden a 

lograr la detención de Valladares.  

Además, y en lo que a su caso concierne, explicó qu e 

“el día 17 de Mayo de 1977 fue detenido en su domic ilio de 



 
 
 
 
 
calle Paraguay Nº 1840, piso 2º ‘A’ de Capital Fede ral por 

gente que ya se encontraba en el interior de la cas a, que eran 

por lo menos tres vestidos de civil, portaban armas  largas y se 

dieron a conocer como pertenecientes al Ejército, l e vendaron 

sus ojos y lo introdujeron en un automóvil e inicia ron una 

marcha que no duró mas de una hora. Luego de ese re corrido el 

auto se detuvo en dos controles, pasado el segundo control el 

auto transitó por una superficie que podría ser tie rra o pasto, 

seguidamente lo bajaron y lo hicieron caminar por u n camino que 

cree era de tierra. Ese lugar era muy descampado y advirtió, -

pues hablaron-, que junto a él se encontraba Ramón Javier 

Arozarena y Pedro Luis Graves. Está seguro de haber  escuchado 

la voz de Jon Pirmin, aclaró que lo asegura porque pronunciaba 

las consonantes de una manera muy particular, casi como 

centroamericano, en esa ocasión le dijo ‘me dieron con todo’. 

Les recalcaron que debían colaborar con la captura de 

Valladares ‘en eso les va la vida y la de sus famil iares’, les 

dijeron, aclarándoles que debían prestarse a un tra bajo en 

equipo y cuando respondió afirmativamente lo golpea ron en la 

cabeza y lo sacaron del lugar, inmediatamente lo tr asladaron a 

un lugar cerrado -que cree era un galpón-, donde lo  desnudan y 

lo colocan en algo parecido a un elástico de cama, con las 

extremidades amarradas le ponen un trapo húmedo en el pecho y 

le atan un cordón en el pulgar del pié, la sesión d e tortura 

con corriente eléctrica duró aproximadamente diez m inutos, 

entre las personas que lo torturaban había una muje r que le 

decían ‘La Gorda’ se trataba de Morales Miy. Luego le ordenan 

que se vista, siguen insistiendo en que debe colabo rar con la 

detención de Valladares y lo devuelven a su casa, l a que seguía 

ocupada por individuos armados que permanecieron ha sta la 

madrugada. Ese mismo día se reintegra a su trabajo con 

instrucciones de dar aviso ante cualquier comunicac ión de 

Valladares. Mientras se encontraba trabajando recib ió un 

llamado de Valladares con el fin de encontrarse a l as 16 hs. 

una vez cerrado el banco, concurrió a avisar de est a novedad al 

domicilio de Pedro Greaves, -que también estaba ocu pado por 
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integrantes del operativo-. Valladares le había dic ho que a las 

15 hs. partía para Tucumán, a las 15 hs. aproximada mente dos 

personas muy jóvenes -pertenecientes al grupo opera tivo- se 

apersonaron en su oficina preguntando si había nove dades, media 

hora después arribó el propio Valladares, López Ech agüe lo 

llevó hacia la vía pública dando una vuelta por la 

inmediaciones de Plaza Miserere, -cumpliendo con la s 

instrucciones que había recibido-, inexplicablement e, nadie del 

grupo operativo se acercó a arrestar a Valladares. Tiene la 

convicción que el lugar donde fue llevado detenido y torturado 

era Campo de Mayo no solo por la descripción que hi ciera del 

lugar, y el tiempo que transitaron hasta llegar a é l sino 

porque Legorburu se presentó espontáneamente en la Puerta 4 de 

Campo de Mayo y le consta que allí se encontraban J on Pirmin y 

su novia Adriana Zorrilla, respecto a Jon porque lo  escuchó 

hablar y además escuchó comentarios acerca de la pa reja y que 

decían ’tenemos a la pareja y nunca vi una mina mas  zurda y 

peleadora que Adriana’” (fs.2838/2839). 

El caso también tuvo como víctima a Pedro Luis Grav es. 

El nombrado, al igual que los otros testigos, hizo alusión a la 

amistad que vinculaba a todo este grupo de víctimas  entre sí y 

con Carlos Valladares.  

También narró las circunstancias en que fue secuest rado 

de su vivienda y conducido a Campo de Mayo. Recordó , que días 

después de lo ocurrido en casa de los Arozarena, “l a noche del 

6 al 7 de Mayo, un grupo de ‘facinerosos’ ingresó a  su 

domicilio de calle Entre Ríos Nº 461, 4º Piso de Ca pital 

Federal y lo llevó detenido en un auto Dodge 1500 c olor 

celeste, circulando por aproximadamente 40 minutos en dirección 

a la zona oeste e ingresando a un lugar con control es 

militares. Aclaró que cuando lo llevan, no todos lo s 

integrantes del grupo armado se retiraron de su dom icilio 

puesto que quedó un dispositivo en su casa por el l apso de once 

días. Volviendo al relató, recordó que viajaron pas ando un 

puesto de control o puesto de guardia, se lo conduj o a un 

sitio, siempre permaneciendo en el interior del aut o, en el que 



 
 
 
 
 
fue entrevistado por personas que se autotitularon ‘montoneros 

colaboradores con el Ejército’, eran la ‘Gorda Mora les Miy’ y 

otro muchacho, ambos lo instaban a colaborar para l ocalizar a 

Valladares, -a Morales Miy la identificó porque la conocía 

desde los años 70 por la amistad con Jon y los conc urrentes al 

centro vasco-. Encapuchado fue conducido nuevamente  a su 

domicilio con la recomendación de hacer una vida no rmal, 

generar instrucciones a Valladares para acordar una  cita, 

concurrir a su trabajo en el Banco Galicia, y propo rcionar 

cualquier dato que obtuviera, aquí aclaró que siemp re estuvo 

vigilado, incluso la custodia se trasladaba a su tr abajo. 

Agregó que en su casa también montaron una ‘ratoner a’ que duró 

once días, en esa permanencia le robaron $ 200, su maletín y se 

comieron y tomaron toda la bebida que había en la c asa. 

Mientras esto ocurría, sus padres debían hacer una vida 

aparentemente normal, siempre acompañados por algún  integrante 

del grupo armado. Valladares lo llamó varias veces pero no pudo 

concretar una cita, él cumplía fielmente las direct ivas ante la 

amenaza de muerte sobre él y su familia. En la madr ugada del 12 

de Mayo lo hicieron vestir, encapuchado lo condujer on 

nuevamente a Campo de Mayo, en el lugar lo entrevis taron 

nuevamente los ‘ex montoneros’, lo arrojaron al pas to y allí 

escuchó un diálogo entre una mujer montonera colabo racionista y 

un muchacho que era torturado. Luego fue conducido a un recinto 

de piso color rojo, -cree que se trata de la Escuel a de 

Inteligencia de Campo de Mayo-, allí le dijeron ‘vo s nos estás 

cagando, de alguna manera te comunicas con Valladar es’, ante su 

negativa lo golpearon y lo torturaron obligándolo a  sujetar un 

cable y una barra por el que pasaban corriente eléc trica, entre 

los que participaban de la sesión de tortura estaba  Morales 

Miy. En la noche del 16 al 17 de Mayo fue llevado n uevamente 

pero sin capucha, hasta los domicilios de Carlos Ló pez Echagüe 

y de Ramón Javier Arozarena, los trasladaron a los tres, en la 

intersección de las calles Paraguay y Callao, Ramón  Javier 

Arozarena fue pasado a otro vehículo, recién entonc es a él lo 

encapuchan y tiran al piso del vehículo, los autos siguieron 
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transitando aproximadamente una hora, al cabo de lo  cual los 

hacen descender y los ponen contra una pared, allí el pide 

autorización para hablar y es así que aconseja a su s amigos que 

brinden todos los datos que tengan para la detenció n de 

Valladares. Ante las evasivas iniciales de Carlos L ópez Echagüe 

los captores comenzaron a golpearlo, luego lo retir aron del 

lugar junto a Ramón Javier, quien propuso que para que López 

Echagüe confiara trajeran a Jon Pirmin. Escuchó cua ndo 

picaneaban a López Echagüe y a Ramón Javier. Tambié n fue 

testigo cuando trajeron ante Ramón a su hermano Jon  Pirmin para 

que comprobara que estaba con vida. Luego de esto, los tres 

fueron devueltos a sus domicilios. Con referencia a l contacto 

que mantuvo Valladares con Carlos López Echagüe rel ató que tomó 

conocimiento de un llamado telefónico comunicándole  que 

viajaría a Tucumán desde Retiro a las 16 hs. o 17 h s., López 

Echagüe buscó inmediatamente a las personas que lo vigilaban y 

como no los encontró se dirigió a su casa y dio avi so a los que 

montaban el operativo en su domicilio. Con esta inf ormación, en 

horas de la tarde los captores lo condujeron a él a  la Estación 

Retiro en un viaje lleno de peripecias, cuando lleg aron a la 

estación lo ubicaron para que pudiera identificar a  Valladares, 

pero no ubicaron a Valladares. Luego supo que a esa  hora había 

concurrido al lugar de trabajo de López Echagüe, qu ien le 

sugirió dar un paseo así se lograba su detención pe ro como no 

aparecieron los integrantes del grupo armado concur rió a su 

casa donde puso al tanto a su padre, allí le comuni caron que 

esa noche dejarían su domicilio, pero le aclararon que 

seguirían en contacto. También obligaron a todo el grupo de 

amigos a escribir cartas dirigidas a Valladares que  serían 

enviadas a la dirección que este dejara en la carta  de 

despedida, no recordó el testigo si las hicieron ll egar y como. 

Finalizando su testimonio, aclaró que mientras lo l levaron la 

primera vez, en la casa ya se quedó el grupo operat ivo, 

portaban armas cortas y largas, capuchas y esposas,  le dio la 

impresión que actuaban en tres niveles: oficiales, suboficiales 

y otros en áreas de servicios, incluso había algún enfermero. 



 
 
 
 
 
Al respecto ilustró recordando que como también en su casa se 

encontraba de visita su hermana y la hijita que en ese momento 

vivían en Comodoro Rivadavia y como la niña tuvo un  problema de 

salud, uno al que le decían ‘Maraca’ la trasladó ha sta el 

Hospital Militar. Recordó los seudónimos de ‘Daniel ’, ‘Maraca’, 

‘El Alemán’, ‘El Doctor’, el que aclaró, en realida d era 

enfermero” (fs. 2839/2840 vta.).  

Por su parte, José Gracián Legorburu también se ref irió 

a su amistad con Jon Pirmin, recordando que ambos e ran 

estudiantes de ingeniería, y que fue a través de su s primos 

Carlos Rafael y María Élida Morales Miy que tanto é l como sus 

amigos conocieron a Carlos “Oveja” Valladares. En r elación al 

hecho que lo tuvo por víctima relató que “[p]or Abr il de 1977 

Jon Pirmin recibió un llamado de María Elida Morale s Miy 

solicitándole que si lo llamaba Valladares le dijer a que 

necesitaba verlo con urgencia, este llamado Jon Pir min se lo 

comentó. Días después Valladares llama a Jon Pirmin  y este lo 

pone en conocimiento del llamado, agregándole que h abía notado 

extraña a Morales Miy y que le había pedido que det erminado día 

lo esperara en Plaza Güemes de Capital Federal. Ant e la 

negativa de Valladares de concurrir, decidió ir al lugar para 

auxiliar económicamente a su prima, cuando concurre  a Plaza 

Güemes es sorprendido por un operativo de  personas  de civil 

fuertemente armado, allí encontró a su prima sentad a en un 

rincón de la plaza, ya detenida por el Ejército, ac laró su 

identidad y tomó conocimiento que había sido un ope rativo para 

detener a Valladares, supo también que su prima hab ía comenzado 

a colaborar con las Fuerzas Armadas a cambio de su vida y la de 

sus hijas. Tras entregarle un teléfono para que com unicara 

cualquier novedad sobre el ‘Oveja’, fue liberado y su prima 

junto a otro ‘arrepentido’ se fueron con los hombre s del 

operativo. De Valladares no supieron más hasta que tomaron 

conocimiento por los medios que había muerto en Uru guay. Ante 

esta situación y dado el cariz que habían tomado la s cosas, se 

entrevistó con un militar retirado que era familiar  suyo, el 

Comodoro Juan Carponi Flores; hallándose en casa de  este 
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militar en Vicente López, este le comunicó que Ramó n Javier 

Arozarena concurriría al lugar, fue así que tomó co nocimiento 

que en la casa de Arozarena estaba instalado un gru po armado 

con el objeto de dar con el paradero de Valladares.  Supo que el 

30 de Abril el grupo armado se retiró llevándose a Jon Pirmin y 

su novia Adriana Zorrilla, ese mismo día se produjo  el 

allanamiento en su domicilio y en el de Carponi Flo res. Ante la 

entidad de los sucesos, y para averiguar detalles d ecidió 

presentarse –junto a su padre y Carponi Flores-, el  6 de Mayo 

de 1977 en Puerta 4 de la Guarnición Campo de Mayo para 

entrevistarse con el Teniente Coronel Comaleras, al  retirarse 

su padre y Carponi Flores, un uniformado lo condujo  con los 

ojos vendados al interior de la Guarnición, lo ubic aron primero 

en un lugar amplio, como un galpón o un hangar, des de donde lo 

trasladaron a otro sitio mas despoblado. En este lu gar lo 

golpearon preguntándole por Valladares, luego lo to rturaron con 

picana eléctrica. Lo mantuvieron 24 días detenido e sposado de 

ambas manos a un catre, debía realizar sus deposici ones 

fisiológicas en su lugar de postración, cree que es e lugar era 

un destacamento de la Policía de la Provincia ubica do en la 

periferia de Campo de Mayo, luego lo trasladaron de ntro de la 

misma dependencia a un ámbito contiguo, a los 20 dí as fue 

entrevistado por un médico, quien le quitó la venda  y le 

preguntó como estaba, allí escuchó ruidos como si t rasladaran 

cadáveres. Pasados cuatro días se apersonó el que l o interrogó 

el primer día, ‘único interlocutor durante el cauti verio’, le 

informó que obtendría su libertad y que si sabía al go de 

Valladares lo comunicara al teléfono que le proporc ionó. Su 

padre, de nombre homónimo, ratificó los términos de  la 

declaración de su hijo recordando que el 6 de Mayo de 1977, 

acompañado por el Comodoro retirado Carponi y su hi jo José 

Gracián, concurrió a Campo de Mayo con el fin de av eriguar 

cuáles eran los motivos por los que su hijo era vig ilado por 

las fuerzas armadas. Ingresaron por la Puerta nº 4 y cree que 

se dirigieron a la División Inteligencia, allí fuer on atendidos 

por el oficial Comaleras, este les manifestó que es taban 



 
 
 
 
 
interesados en el testimonio de José Gracián y que por ello 

debía quedarse en la guarnición. Su hijo regresó pa sados 22 

días hasta, estaba mucho más delgado. Durante su de tención 

volvió en dos oportunidades a Campo de Mayo con Car poni a fin 

de obtener noticias de su hijo. Agregó que le dio l a impresión 

que Comaleras estaba extrañado porque creía que su hijo ya 

había sido liberado” (fs. 2840 vta./2841 vta.). 

De la prueba testimonial reseñada y valorada en la 

sentencia, se advierte -sin hesitaciones- que las v íctimas 

fueron privadas de su libertad y torturadas en Camp o de Mayo. 

Lo que testimoniaron en punto a las características  del lugar 

de cautiverio ha sido conteste no sólo entre sí sin o también 

con los datos del lugar aportados por los otros tes tigos que 

permanecieron allí.  

De otra parte, la retahíla de relatos colectados y 

considerados en la sentencia, despejan cualquier du da en punto 

a que cada uno de los procedimientos llevados a cab o y que 

finalizaron con las detenciones, estuvieron encamin adas al 

objetivo de lograr la aprehensión de Carlos Vallada res.  

Asimismo, las declaraciones también convergen en ub icar 

a Morales Miy, cuya situación fue valorada al trata r caso nº 

36, en ese centro clandestino de detención.  

Por tanto, es posible concluir que la materialidad de 

los hechos, en modo coincidente a lo que se sostuvi era en la 

causa 13/84, se encuentra suficientemente acreditad a.  

D.13)  En relación al “caso nº 143” se dijo en la 

sentencia que “del análisis de la prueba reseñada s urge 

claramente que Silvia Mónica Quintella Dallasta el día 17 de 

Enero de 1977 en la intersección de la calle Irigoy en y las 

vías del Ferrocarril Mitre en la localidad de Flori da, fue 

víctima de privación ilegal de la libertad cometida  por abuso 

funcional doblemente agravada por violencia y amena zas y por 

haber transcurrido más de un mes, puesto que a la f echa se 

encuentra desaparecida. Se comprobó asimismo que pe rmaneció 

detenida en ‘El Campito’ en Campo de Mayo siendo so metida a 

tormentos agravados por haber sido perseguida polít ica y a 
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condiciones inhumanas, y mantenida con vida hasta u na semana 

después de dar a luz a un varón en el Hospital de C ampo de Mayo 

y que luego fue ‘trasladada’”. El tribunal oral pus o de resalto 

que mientras se desarrollaba el juicio, “fue recupe rado el 

nieto número 101 del total que intenta localizar la  Asociación 

Abuelas de Plaza de Mayo, quien resultó ser Francis co Madariaga 

Quintella, el niño al que diera a luz Silvia Quinte lla durante 

su cautiverio” (fs.2844 vta./2845). 

Al respecto, declararon el hermano de la víctima, 

Daniel Ernesto Quintella, también lo hicieron su ma dre -

Ernestina Luisa Dallasta de Quintella- y su marido,  Abel Pedro 

Madariaga. Todos ellos coincidieron en que Silvia Q uintella fue 

privada de su libertad y en que se encontraba embar azada al ser 

detenida. 

Por otra parte, se valoraron los dichos de Juan Car los 

Scarpatti y de Beatriz Castiglioni de Covarrubias, que 

confirman que Quintella permaneció privada de su li bertad y dio 

a luz en cautiverio en el centro clandestino de det ención Campo 

de Mayo entre julio y agosto de 1977.  

Su marido, Abel Pedro Madariaga, afirmó que “Silvia  fue 

secuestrada el 17 de Enero de 1977, precisando que el hecho 

ocurrió en calle Hipólito Irigoyen y las vías del F errocarril 

Mitre en la localidad de Florida. Recordó que Silvi a era médica 

cirujana e integrante del Área Sanidad de Montonero s, por esa 

época ellos vivían en una casa de la calle Azcuénag a en la 

localidad de Martínez. Como tenía una cita con una compañera él 

la acompañó, cuando vieron venir la compañera se de spidieron y 

ella se bajó del auto, el continuó la marcha; como había una 

calle cortada, regresó al lugar donde la había deja do 

aproximadamente a los quince minutos, fue cuando ob servó, a una 

distancia de 100 metros, el procedimiento. Había un  Ford Falcon 

celeste y otro de color claro, en el de color celes te se 

llevaron a Silvia, estaba sentada en el medio de do s hombres, 

la reconoció sin dificultad porque se había teñido el sábado 

anterior su pelo de color rubio. Agregó que Silvia se había 

citado con una enfermera del Hospital de Tigre dond e trabajaba, 



 
 
 
 
 
de apodo Yoly, vio también subir a esta enfermera a l otro 

vehículo, supone que ya estaba detenida al momento del 

encuentro, solo recuerda que le decían la ‘Gorda Yo li’, era 

gordita, morocha, de cara morena muy fácil de ident ificar. 

También coincidió en que Silvia estaba embarazada d e tres meses 

y que el apodo era ‘María’. Continuó relatando que se exiló en 

Suecia, luego en México, por relatos de sobrevivien tes que 

testimoniaron en la sede de Naciones Unidas en Gine bra, obtuvo 

datos de su mujer. Al respecto agregó que el testim onio más 

importante fue el de Scarpatti, persona a la que co nocían de 

antes con Silvia, supo en un primer momento que cua ndo Scarpati 

cae detenido en “El Campito” muy herido, junto al l ugar donde 

estaba tenían los perros de combate, Silvia le habr ía pedido 

suero al veterinario y lo canalizó. En el año 1983,  cuando 

regresa al país se incorpora a la CONADEP, allí le preguntan si 

se quiere reunir con Beatriz Castiglioni, así lo ha ce y esta le 

comenta que había estado con Silvia en Campo de May o. Luego 

cuando Scarpatti viaja para declarar en el juicio a  las Juntas 

Militares, se reúne con él a través de la Fiscalía,  en esa 

ocasión le comentó que el parto de Silvia había sid o en la 

segunda quincena de 1977, que la habían llevado a u n lugar para 

practicarle una cesárea regresándola a las cinco de  la mañana, 

en esa oportunidad le comentó ‘fue un varón se lo v an a 

entregar a mi mamá’, ese mismo día la trasladaron. En los 

mismos términos declaró ante la CONADEP el 2 de Jul io de 1984 

según constancias de fs. 4/6, allí se asentó además  que Silvia 

Quintella tenía 28 años, era médica y que trabajaba  en el 

equipo de cirugía del Hospital Regional Tigre” (fs.  2845 y 

vta.). 

También se meritaron el legajo de la CONADEP nº 349 9 y 

los testimonios de la ex Dirección de Inteligencia de la 

provincia de Buenos Aires, que de consuno con la pr ueba antes 

referida dan cuenta de la privación de la libertad sufrida por 

Quintella.  

D.14)  En lo que atañe al “caso nº 231”, se afirmó que 

si bien “no fue posible determinar las circunstanci as que 
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rodearon la privación ilegítima de la libertad de M arta 

Graciela Eiroa […]. Sí se comprobó acabadamente que   en el mes 

de Abril de 1977, se encontraba privada de la liber tad en El 

Campito dentro de la guarnición militar Campo de Ma yo y que a 

la fecha se encuentra desaparecida” (fs. 2847) y se  sostuvo que 

el hecho encuadra en el delito de privación ilegal de la 

libertad cometida con abuso funcional doblemente ag ravada por 

violencia y amenazas y por haber transcurrido más d e un mes, en 

concurso material con tormentos agravados por ser l a víctima 

perseguida política. 

Al respecto, cabe apuntar que varios testigos ubica ron 

a Eiroa en Campo de Mayo. Beatriz Castiglioni, Edua rdo 

Covarrubias, Juan Carlos Scarpatti, Raúl Alberto Ma irotte y 

Griselda Fernández señalaron que Marta Graciela Eir oa, -a quien 

le decían “Yoli” -asistía a los enfermos y embaraza das en Campo 

de Mayo. También la reconocieron al exhibírseles su  foto. 

Por otra parte, el tribunal también tuvo en 

consideración que del testimonio de Madariaga, anal izado al 

tratar el caso anterior, surge que “Silvia Quintell a Dallastra 

concurría a reunirse con Yoly cuando fue privada de  su 

libertad…” (fs.2848). 

La prueba documental que da cuenta de las distintas  

denuncias y habeas corpus  deducidos por Elena Martiniano de 

Eiroa, madre de Marta Graciela, también es elocuent e en sentido 

a acreditar la ocurrencia de este hecho.  

D.15)  Respecto al “caso nº 235”, se tuvo por probado 

que “Norma Tato Barrera y Jorge Carlos Casariego fu eron 

privados de la libertad el día 14 de Abril de 1977 en la 

vivienda de Avenida Las Heras Nº 4015, piso 2º, dto . E de 

Capital Federal, que luego fueron vistos, torturado s y 

sometidos a condiciones inhumanas de detención en e l centro 

clandestino ‘El Campito’ de Campo de Mayo y que a l a fecha se 

encuentran desaparecidos” (fs.2849). El hecho se su bsumió en 

las figuras de privación ilegal de la libertad come tida por 

abuso funcional doblemente agravada por violencia y  amenazas y 

por haber transcurrido más de un mes, reiterada en dos hechos, 



 
 
 
 
 
en concurso material con tormentos agravados por ha ber sido las 

víctimas perseguidos políticos. 

La imputación se probó con los dichos de Jorge Tato , 

hermano de Norma Tato, quien señaló que tomó conoci miento del 

hecho por cometarios de su sobrino Sebastián Barrer a “que por 

aquella época tenía 8 o 9 años, también se encontra ba el 

hermano de Sebastián, Matías y desconoce si junto a  Norma y 

Jorge Casariego estaban los hijos de éste. A Sebast ián y Matías 

los retiró del lugar el padre, Luis Miguel Barrera;  agregó que 

su hermana había trabajado en Laboratorios Squibb y  al momento 

de la detención estaba embarazada de cinco o seis m eses y que 

desde ese momento no supo más de ella. También rela tó que el 

nieto recuperado Nº 86, Pablo Hernán Casariego Tato  resultó ser 

el hijo que tuvo su hermana nacido en cautiverio y que fue 

ubicado por Abuelas de Plaza de Mayo” (fs. 2848 vta .).  

En relación a esta última circunstancia se consider ó 

esclarecedor “el resultado del ADN realizado en el Hospital 

Duran a Pablo Hernán Bianco, de donde surge que res ulta ser 

hijo de Jorge Casariego y Norma Tato, cuyas constan cias fueron 

arrimadas a fs. 123/140, siendo de destacar que el apropiador 

Dr. Bianco, cumplía funciones como médico en el Hos pital 

Militar de Campo de Mayo” (fs.2849). 

Asimismo, Juan Carlos Scarpatti, Beatriz Castiglion i y 

Oscar Covarrubias coincidieron en ubicar a los impu tados en ese 

centro clandestino de detención. Scarpatti recordó que Jorge 

Casariego realizaba el mantenimiento del Pabellón n º 1 como así 

también que Norma estaba embarazada y que fue trasl adada luego 

del parto. 

Castiglioni precisó que a Casariego -cuyo apodo era  

“Pirincho”- “lo vio engrillado y con marcas de pica na en los 

tobillos; respecto a Norma Tato señaló que estaba e mbarazada de 

seis meses, aclarando que los pudo ver perfectament e puesto que 

estuvo destabicada diez días y compartió lugar de a lojamiento 

con María que estaba embarazada de siete meses y me dio, Tina 

que se llamaba Beatriz y Norma Tato”. Por su parte Covarrubias 

recordó un diálogo que mantuvo en el lugar con una persona que 
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le dijo “soy Pirincho, decí todo lo que sabés porqu e acá va tu 

vida” (fs.2849). 

Entre la prueba documental se meritó también las 

constancias de los legajos de la CONADEP correspond ientes a 

Norma Tato y Jorge Casariego. 

D.16)  Por fin, en cuanto al “caso nº 239”, se consideró 

cierto que “Emilio Alcides Beguán y María Dolores G raupera de 

Beguán fueron privados de la libertad el día 11 de Mayo de 1977 

en el domicilio ubicado en calle Zeballos Nº 1228 d e la 

localidad de Avellaneda, Provincia de Buenos Aires,  luego 

fueron vistos en el centro clandestino de detención  Campo de 

Mayo, lugar donde fueron sometidos a condiciones in humanas y 

torturados con el método ‘salta violeta’ y que a la  fecha se 

encuentran desaparecidos. Los hechos así descriptos  encuadran 

en los delitos de privación ilegal de la libertad c ometida por 

abuso funcional, doblemente agravada por violencia y amenazas y 

por haber transcurrido más de un mes, y tormentos a gravados por 

ser las víctimas perseguidos políticos ambos reiter ados en dos 

hechos, los que concurren en forma material entre s í” 

(fs.2851).   

En el debate, el Tribunal escuchó a la hija de las 

víctimas, Teresita Viviana Begúan. En la sentencia se sostuvo 

que la testigo aclaró que “todo lo que conoce de la  

desaparición de sus padres lo supo con posteriorida d, cuando 

recuperó la libertad puesto que se encontraba deten ida en la 

Unidad Penal de Villa Devoto desde el 17 de Febrero  de 1975 y 

fue liberada el 18 de Febrero de 1983, a partir de ese momento 

comenzó con la investigación de la desaparición de sus padres. 

Estando en prisión supo que al momento de la desapa rición sus 

padres tenían a su cargo tres niñas de 12, 10 y 6 a ños que eran 

hijas de Norberto Puyol, que había muerto en Córdob a en 

Diciembre de 1976 y de Estela Garategui de Puyol, q uien estaba 

detenida junto a ella; aproximadamente en septiembr e de 1977 

Estela recibió la visita de sus hijas y le contaron  que habían 

detenido a sus padres en una casa de Avellaneda. Ag regó que 

inició la búsqueda en la Asamblea Permanente de Der echos 



 
 
 
 
 
Humanos, es así que por un testimonio brindado en e l exterior 

por Scarpatti obtiene el dato que sus padres habría n estado 

detenidos en Campo de Mayo, anoticiada de esto le e nvió una 

foto de las víctimas, Scarpatti asistió a la Embaja da en Madrid 

y los reconoció en la foto que ella remitió y que o bra a fs. 81 

del legajo y que la testigo reconoció en la audienc ia. Su padre 

padecía una enfermedad cardíaca, Scarpatti le confi rmó en un 

encuentro que tuvieron en la CONADEP, que cuando es taba 

detenido había sufrido un ataque cardíaco y que su madre lo 

asistía, también le mencionó que los torturaban con  el sistema 

‘salta violeta’. Por otra parte por datos que le br indaron las 

hermanas Puyol, Manuela, Patricia y Lucila pudo ubi car la casa 

de la calle Ceballos Nº 1228 en Avellaneda, lugar d esde donde 

sustrajeron a sus padres, ubicó la escritura del bi en a nombre 

de su madre, la casa desvalijada, faltaban hasta la s mesadas y 

encontró el documento de su madre” (fs.2849 vta./28 50).  

Los dichos de Teresita Beguán resultan consustancia les 

con los de Lucila Puyol, que como dijo la primera, vivía junto 

a sus hermanas con el matrimonio Beguán. Lucía es h ija de 

Stella Garategui y Norberto Puyol.  

De los dichos de Puyol, el Tribunal valoró lo memor ado 

por la testigo en cuanto a que “al momento de este hecho su 

madre se encontraba detenida en Villa Devoto desde marzo de 

1975, condición en la que estuvo hasta noviembre de  1980; 

cuando detuvieron a su madre las tres fueron llevad as a la 

Provincia de Santa Fe donde vivían los abuelos pate rnos y 

maternos, aproximadamente en agosto de 1975 las tre s viajan a 

Buenos Aires a visitar a su madre, en esa oportunid ad ven a su 

padre y se quedan a vivir con él y su pareja en Vic ente López, 

luego aproximadamente en junio de 1976 se mudan a C órdoba, 

permanecen allí hasta el 4 de diciembre de 1976, dí a en que su 

padre desaparece. Con Alejandra, la pareja de su pa dre, viajan 

a Buenos Aires y continuando con su relato -en lo q ue aquí 

importa-, dice que aproximadamente en el mes de feb rero o marzo 

se van a la casa de Emilio y Dolores, la casa estab a ubicada en 

Avellaneda, en la Provincia de Buenos Aires, a este  matrimonio 
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Beguán ella y sus hermanas le decían abuelos. Perma necen allí 

hasta que en la madrugada del 11 de Mayo de 1977 es cuchó 

ruidos, voces en la casa y gente que subía la escal era, se hizo 

la dormida y cuando se despertó aproximadamente a l as 9 hs. 

estaban solas, la casa era un ‘caos’, toda desorden ada y Emilio 

y Dolores no estaban. Relató luego como trascurrier on los tres 

días siguientes en los que permanecieron solas, acl arando que 

Patricia tenía 8 años, Manuela 6 y ella 10; al cuar to día 

llegaron militares y policías que las interrogaron,  luego con 

el auxilio de una vecina llamaron a su abuela Lucil a a Santa Fé 

y al día siguiente el abuelo paterno las vino a bus car; nunca 

mas volvieron a esa casa de Avellaneda. Unos años d espués 

recibió la visita de Teresita Beguán y supo por ell a que 

Dolores y Emilio habían estado detenidos en Campo d e Mayo” 

(fs.2850 y vta.).  

Asimismo se tuvo en consideración que Puyol reconoc ió 

fotográficamente al matrimonio Beguán y también la descripción 

de la casa de la calle Ceballos Nº 1228, localidad de 

Avellaneda, obrante en el croquis de fs. 229. 

De otra parte, Scarpatti y Castiglioni también se 

refirieron a estas víctimas, ubicándolas en el Pabe llón 1 de 

ese centro clandestino de detención. El primero, di o cuenta que 

a Beguán lo apodaban “Viejo”, “Gordo”, o “Abuelo” e  incluso 

describió el modo en que se los torturaba, señaland o a ese 

respecto, que “… eran golpeados con muñecos de aren a mientras 

estaban encapuchados” (fs.2850 vta.). 

Se contó también con los legajos de la ex Dirección  de 

Inteligencia de la Provincia de Buenos Aires. 

26º)  Que de todo lo señalado se sigue que la prueba 

valorada por el a quo  y expuesta en la sentencia constituye 

fundamento suficiente de los hechos tenidos por acr editados en 

la sentencia.  

El carácter sustancialmente conteste de los testimo nios 

reunidos en la causa, ora en el debate, ora por la vía prevista 

en el art. 391 del rito, ha permitido -a pesar del tiempo 

transcurrido- arribar a la certeza de que los hecho s supra  



 
 
 
 
 
analizados ocurrieron del modo en que fueron enunci ados en la 

sentencia.  

No es dable soslayar que en algunos casos las perso nas 

que declararon ni siquiera se conocían entre sí o q ue, 

habiéndose conocido con ocasión de los hechos, han señalado que 

nunca se volvieron a ver.  

En este contexto, no basta para conmover las 

conclusiones la cita de alguna discrepancia que pud iera surgir 

de lo relatado por algún testigo en las distintas o portunidades 

en que tuvo que narrar su lamentable experiencia o aún entre 

los distintos relatos. En análogo sentido, el Tribu nal 

Internacional para la ex-Yugoslavia sostuvo que en la 

valoración de los testimonios orales bien debe pres tarse 

consideración al tiempo transcurrido desde el acaec imiento de 

los hechos y su posible impacto en la precisión de los dichos y 

que, por tanto, la existencia de discrepancias meno res no 

desacreditan necesariamente el testimonio (cfr. TIP Y, 

“Prosecutor v. Mom čilo Periši ć”, supra cit., parág. 23,). 

27º)  Que la defensa ha cuestionado la aplicación de la 

agravante del delito de tormentos por ser la víctim a un 

perseguido político y la condena por los delitos de  robo.  

En relación a la aplicación de la agravante cabe 

señalar que, magüer lo sostenido por la parte, el c arácter de 

perseguidos políticos que informó las conductas rep rochadas 

constituye un hecho notorio, y que se desprende de manera 

prístina tanto de la documental requerida como medi da para 

mejor proveer -analizada infra-  como de los distintos 

testimonios colectados en el debate. Baste de una b anda 

mencionar al respecto los dichos de Oscar Aníbal Co nde en orden 

a que fue interrogado en relación a un supuesto ejé rcito del 

Partido Comunista y, de otra, los legajos de la ex DIPPBA en 

los que se indica la afiliación de Aída de las Merc edes Pérez 

Jara al Partido Comunista, que a Serafín Barreira s e lo detuvo 

por la realización de actividades políticas en la v ía pública, 

y que María Magdalena Nosiglia estaba vinculada al ERP.     

Incluso la propia recurrente hace referencia en su 
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recurso a la militancia o identificación política d e las 

víctimas. 

En tanto, el documento “Plan del Ejército Contribuy ente 

al Plan de Seguridad Nacional” alude a la “eliminac ión del 

elemento subversivo”.  

Todos los testigos dieron cuenta de las razones que  

motivaron las persecuciones y tormentos de los que fueron 

objeto. Ello fue la pertenencia a un grupo de perso nas que, así 

como se expresó, “debía ser aniquilado”. 

Por lo demás, el aspecto del agravio relativo a la 

aplicación de la ley penal más benigna no supera el  valladar 

que representa la circunstancia de que no se rebati eron las 

razones que -más allá de su acierto o error- inform an la 

decisión adoptada por el a quo  a ese respecto. 

La defensa cuestionó también el carácter sistemátic o 

atribuido a los robos, alegando que en esta causa, a diferencia 

de lo ocurrido en la nº 13/84, “el tribunal dicta c ondena en 

sólo siete de los casos”, y el planteo carece de lo s 

fundamentos mínimos y necesarios en orden a demostr ar su 

procedencia.  

El carácter sistemático del ataque contra la poblac ión 

quedó verificado en estos autos, pero además se tra ta de un 

hecho notorio que -a esta altura- ya no resiste may ores 

controversias. A este respecto resulta de interés d estacar que 

las reglas prácticas sancionadas por este cuerpo ll aman a 

evitar la reiteración de la tarea de acreditación d e hechos 

notorios no controvertidos -Ac. CFCP nº 1/12, Regla  Cuarta- 

(Cfr. en análogo sentido esta Sala in re: “Losito”,  supra. 

cit., considerando 12º). 

No obstante ello, ad abundantia , cabe recordar que esta 

Sala lleva dicho que las fuentes del derecho intern acional 

atribuyen el carácter de lesa humanidad a hechos ta les como el 

asesinato, extermino, reducción a la esclavitud, pr ivación 

ilegal de la libertad, agresiones sexuales, tortura , 

persecución por motivos, políticos, raciales o reli giosos, u 

otros tratos inhumanos (cfr. art. 6º.c. de la Carta  del 



 
 
 
 
 
tribunal militar internacional de Nüremberg; art. 5 º del 

estatuto del tribunal penal internacional para la e x 

Yugoslavia; art. 3º del estatuto del tribunal penal  

internacional para Rwanda y art. 2º del tribunal es pecial para 

Sierra Leona). La enunciación no agota el catálogo de conductas 

que generan las imprescriptibles e imperativas obli gaciones de 

investigación y sanción. También se incluyen inter alia  el 

empleo de armas destinadas a provocar sufrimientos innecesarios 

o la apropiación indebida de propiedad pública o pr ivada (art. 

3º del estatuto del Tribunal Penal Internacional pa ra la ex 

Yugoslavia).  

Es de notar que la jurisprudencia de los tribunales  

internacionales contribuyó en la interpretación de los tratados 

anteriormente mencionados. Así, en torno a estas co nductas, la 

jurisprudencia internacional clarifica el criterio que 

informaba que, más allá de su inclusión en los esta tutos de los 

tribunales ad hoc  más recientes, ya de antaño integraban el 

derecho internacional consuetudinario (cfr. TIPY “D elali ć et 

al.” (I.T-96-21) "Celebici", rta. el 16/11/1998, pa rág. 587 y 

588). A guisa de ejemplo, en relación a los ataques  al derecho 

de propiedad ocurridos en contextos de conflictos b élicos, se 

recordó que las Regulaciones de la Convención de la  Haya IV de 

1907, tutelan la propiedad y prohíben la confiscaci ón y el 

pillaje y que -por otra parte- que hechos tales com o la 

incautación organizada de propiedades, llevada adel ante como 

parte de la explotación sistemática económica de lo s 

territorios ocupados, ya habían sido objeto de juzg amiento ante 

el Tribunal Militar Internacional de Nüremberg -TIP Y “Delali ć 

et al.”, cit, parág. 590 y sus citas- (cfr. esta Sa la en 

“Losito”, considerando 12º). 

Los atentados contra la propiedad que se juzgaron e n 

esta causa ocurrieron en el marco de ese ataque gen eralizado y 

sistemático dirigido contra un grupo de la població n de nuestro 

país y, en tal sentido, carece de todo sustento fác tico la 

pretensión de la defensa de escindirlos del marco d e aquellos 

otros que se tuvieron por ciertos en la causa nº 13 /84. 
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Por último, cabe señalar que el argumento relativo a 

que no se contó con los elementos sustraídos, exced e en su 

formulación, a la luz del contexto de los hechos y el tiempo 

transcurrido, cualquier pretensión de lógica. 

 28º)  Que previo a ingresar en el análisis de la 

atribución de responsabilidades efectuada en la sen tencia, 

corresponde dar tratamiento a los agravios de los a cusadores 

privados y público que se sustentan en una discrepa ncia con la 

valoración de la prueba efectuada en la instancia a nterior. 

A este respecto, y en punto a lo señalado por la 

defensa en orden a que los alcances de revisión de conformidad 

con la doctrina emanada del precedente “Casal” se l imitan a los 

recursos deducidos por las defensas, cabe señalar q ue no pueden 

sostenerse óbices formales para la admisibilidad de l recurso 

cuando media una cuestión federal adecuadamente fun dada ( v.gr . 

arbitrariedad de sentencia), pudiéndose además enco ntrar 

comprometidas obligaciones del estado argentino en el orden 

internacional, que revisten rango superior.  

Sentado cuanto precede, cabe pues dar respuesta a l os 

planteos formulados contra lo que se sostuvo en la sentencia 

respecto a la ausencia de comprobación de que María  Élida 

Morales Miy hubiera sido víctima del delito de tort uras. 

El tribunal oral para concluir como lo hizo, sostuv o 

que “[c]on respecto a los tormentos o torturas tamp oco surgió 

prueba que los haya padecido, adviértase que su pri mo Legorburu 

González que se reunió con ella en fecha próxima a su detención 

no observó signos de torturas o maltrato y por otra  parte todos 

los testimonios brindados respecto a este caso, fue ron 

coincidentes en que en el centro de detención no es taba 

tabicada, ni encadenada, se movilizaba libremente p or el mismo 

y nadie tan sólo sugirió que pudo haber pasado por una sesión 

de tortura…” (fs. 2810 vta.). 

Sin embargo, partiendo de la misma base fáctica que  se 

tuvo por comprobada en la sentencia, existen vicios  en la 

valoración de la prueba, particularmente en lo que se refiere 

al  análisis de la imputación por imposición de tor mentos a 



 
 
 
 
 
María Élida Morales Miy. 

Para fundar el razonamiento se parte de la opinión 

doctrinaria homogénea que asigna a los términos tor mento y 

tortura una significación sinónima, en tanto implic an un 

padecimiento, suplicio e inflicción de dolor. Así, resulta ser 

una conducta caracterizada por la imposición al suj eto pasivo 

de cualquier procedimiento que cause en la víctima mayor dolor 

físico, moral o psíquico (Delgado, Federico et. al. , en Baigún, 

David y Zaffaroni, E. Raúl (Dir.), Terragni, M. (Co ord.), 

“Código Penal y normas complementarias. Análisis do ctrinal y 

jurisprudencial”, Hammurabi, Buenos Aires 2008, T. 5, pág. 

372/373).  

En ese orden, definía Soler que tormento es toda 

inflicción de dolores con el fin de obtener determi nadas 

declaraciones y, que en tanto exista esa finalidad,  muchas 

acciones que ordinariamente podrían no ser más que vejaciones o 

apremios, se transforman en torturas (Soler,  Sebastián, “Derecho 

Penal Argentino”, TEA, Bs. As., 2000, T. IV, p. 55) . 

A la luz de este criterio, el análisis de la conclu sión 

a la que arriba el tribunal oral y cuestionan las p artes 

acusadoras no puede prescindir -sin riesgo de arbit rariedad- 

del contexto en el que se sucedieron los hechos, es to es, que 

María Élida Morales Miy -tal como se tuvo por acred itado- fue 

privada ilegítimamente de su libertad el 22 de abri l de 1977 

junto a su hija que por entonces tenía un año y sei s meses de 

edad. La víctima permaneció privada de su libertad de manera 

continua, y se encuentra al día de la fecha desapar ecida. Luego 

de ser aprehendida, sus captores la trasladaron has ta el 

domicilio en el que se encontraba su esposo con su otra hija. 

Ya en el lugar se tirotearon con el marido de la ví ctima, quien 

resultó muerto o herido, y las niñas fueron entrega das a una 

vecina.  

El suceso así descripto demuestra que la violencia 

ejercida sobre esa mujer, cuando ya había sido ileg ítimamente 

privada de su libertad, que es conducida a presenci ar el 

tiroteo en el que hieren o matan a su marido, y la despojan de 
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su hijas entregándolas a una vecina, excede notoria mente la 

inherente a la detención y encuadra -cuanto menos- en una 

agresión psíquica que lleva al concepto de tormento s antes 

referido. Pero, más aún: luego de ello, la víctima es compelida 

a forzar un encuentro con Carlos Valladares o José Gracián 

Legorburu González. Finalmente, y como antes se dij o, es este 

último el que concurre a la celada, siendo detenido  y golpeado. 

Recordó Legorburu que en esa ocasión su prima María  Élida le 

dijo: “estos señores quieren detener al Oveja, mata ron a Luis 

(Martínez Novillo) y mis hijas no sé dónde están, n o me queda 

otra cosa que colaborar” (fs. 2807 vta.). Por últim o, tampoco 

puede soslayarse la solución de continuidad que med ió entre la 

privación ilegal de la libertad, la estancia de la Morales Miy 

en el centro clandestino de detención y, finalmente , su 

desaparición. 

Estos extremos, que fueron tenidos por ciertos por el 

tribunal  y que no se encuentran controvertidos, no  aparecen 

considerados en el razonamiento expuesto en la sent encia en 

relación a la imputación en cuestión, circunstancia  que 

determina en este punto hacer lugar al recurso de c asación 

deducido por el señor Fiscal General, anular los pu ntos IX y X 

del pronunciamiento recurrido en cuanto disponen la  absolución 

de Santiago Omar Riveros y Reynaldo Antonio Benito Bignone en 

orden a la acusación por imposición de tormentos ag ravados por 

ser la víctima un perseguido político (art. 144 ter , primer y 

segundo párrafo del CP, según ley 14.616) en el cas o 36 y, en 

consecuencia, a fin de garantizar el derecho al rec urso, 

devolver las actuaciones a su procedencia a efectos  de que se 

dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo al prese nte 

considerando. 

A este respecto, el doctor Mariano Borinsky agregó que, 

sin perjuicio de lo expuesto, en mérito de lo señal ado en las 

causas Nº 15315, "Migno Pipaon, Dardo y otros s/rec urso de 

casación", reg. 2042/12, rta. el 31/10/2010; Nº 12. 161, "Cejas, 

César Armando y otros s/ recurso de casación", regi stro 

1946/12, del 22/10/2012 y Nº 12038, "Olivera Róvere , Jorge 



 
 
 
 
 
Carlos y otros s/ recurso de casación", registro 93 9/12, rta. 

el 13/06/2012, todas del registro de la Sala IV de esta cámara, 

es viable la condena e imposición de pena en esta i nstancia. 

29º)  Que en lo atingente a los cuestionamientos de las 

querellas a la absolución de los encartados Riveros  y Bignone 

por el allanamiento ilegal al domicilio del matrimo nio Beguán, 

cabe recordar que el tribunal de juicio consideró q ue los 

mencionados imputados no pueden ser responsabilizad os por ese 

hecho al no haberse comprobado “la relación entre e l domicilio 

de las víctimas en Avellaneda y las operaciones des plegadas por 

el comando de la Zona IV y, [al desconocerse] ademá s, si el 

matrimonio fue trasladado en forma directa desde su  domicilio 

al centro de detención” (fs. 2851).   

En este punto, se advierte que tampoco se ha efectu ado 

una consideración global de la prueba producida con  arreglo a 

los parámetros antedichos en el considerando 22º de  este 

pronunciamiento, en especial, los defectos valorati vos se 

advierten respecto del análisis de la documentación  requerida 

como medida para mejor proveer. Cabe reparar partic ularmente en 

las directivas del Comandante General del Ejército nº 404/75 y 

217/76 “clasificación, normas y procedimientos rela cionados con 

el personal detenido a partir del 24 de marzo de 19 76” y el   

denominado “Plan del Ejército (Contribuyente al Pla n de 

Seguridad Nacional)” de febrero de 1976. Este últim o documento 

contiene una serie de disposiciones bajo el título 

“Instrucciones de Coordinación”, entre ellas, que “ en cada 

jurisdicción la confección de listas será responsab ilidad 

exclusiva de los Cdos. Cpos, e IIM…” y que “la JCG hará conocer 

a cada uno de los Ctes. Cpos e IIMM las listas de l as demás 

jurisdicciones a fin de poder concretar la detenció n de 

aquéllas personas que, por una u otra circunstancia  haberse 

desplazado de su zona natural de radicación (fs. 31  de la 

documental referida). 

Lo expuesto no puede ser omitido al analizarse la 

vinculación de Riveros y Bignone con el allanamient o sufrido 

por el matrimonio Beguán. Es de notar que el propio  tribunal 
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señaló que, a la luz de esas directivas, resulta qu e “no 

solamente el Comandante era el responsable ‘exclusi vo’ de 

confeccionar sus propias listas de personas a deten er, sino que 

se encontraba perfectamente al tanto de todas las p ersonas que 

irían a detenerse en todo el país” (fs. 2859 vta.).  

De otra parte, en el contexto de ilegalidad que 

caracterizó las acciones llevadas a cabo en el marc o del plan 

sistemático de exterminio desplegado en la último r égimen de 

facto, resulta contrario a las leyes de la lógica y  de la 

experiencia partir del presupuesto de que las órden es de 

allanar y secuestrar a las víctimas respondían a un  criterio 

estrictamente “jurisdiccional”. La experiencia de l os distintos 

casos sometidos a juzgamiento y la misma prueba pro ducida en 

este proceso demuestran que en muchos casos las víc timas eran 

trasladadas de un centro clandestino a otro sin nin guna 

constancia y  ni “formalidad”.  

En el caso de los Beguán, un matrimonio de ancianos , 

quedó claro que su privación de la libertad ocurrió  el día 11 

de Mayo de 1977 cuando personas irrumpieron en su d omicilio 

ubicado en calle Zeballos Nº 1228 de la localidad d e 

Avellaneda, Provincia de Buenos Aires. Luego, no es  dable 

soslayar que, a resultas de ese allanamiento y dete nción 

ilegal, más allá de que haya o no sido directo el t raslado de 

las víctimas al centro clandestino de detención de Campo de 

Mayo, lo cierto es que ese fue también su último de stino 

conocido.  

De otra parte, no puede prescindirse de la posición  que 

ocuparon los imputados en el marco del plan sistemá tico, como 

se detalla más adelante, que sugiere que los encart ados 

conocían no sólo las circunstancias en que se produ cen las 

detenciones -entre ellas el allanamiento ilegal de la morada- 

sino también permite afirmar con certeza que tambié n supieron 

cuál fue su destino final. 

Las mismas consideraciones corresponden a la absolu ción 

dispuesta en relación a la acusación por allanamien to ilegal 

del domicilio de Norma Rodríguez. A lo ya expuesto,  cabe 



 
 
 
 
 
señalar que en el caso la absolución ha sido decidi da 

omitiéndose indicar cuáles serían las razones que a  la luz de 

la prueba reunida en autos determinarían la conclus ión a la que 

se arribó. 

Por lo expuesto, corresponde hacer lugar parcialmen te 

al recurso de la querella y, en consecuencia, anula r los puntos 

IX y X del pronunciamiento recurrido en cuanto disp onen la 

absolución de Santiago Omar Riveros y Reynaldo Anto nio Benito 

Bignone, en orden a la imputación por el delito de allanamiento 

ilegal de los domicilios de Norma Rodríguez y del m atrimonio 

Beguán (art. 151 del CP), y en consecuencia, a fin de 

garantizar el derecho al recurso, devolver las actu aciones a su 

procedencia a efectos de que se dicte a este respec to un nuevo 

pronunciamiento con arreglo al presente considerand o. 

 A este respecto, el doctor Mariano Borinsky agregó  

que, sin perjuicio de lo expuesto, en mérito de lo señalado en 

los precedentes antes mencionados del registro de l a Sala IV de 

esta cámara, es viable la condena e imposición de p ena en esta 

instancia. 

30º)  Que en orden al recurso de la querella unificada 

contra la absolución de Germán Américo Montenegro, cabe señalar 

que en la sentencia se han expuesto las razones que  

determinaron la conclusión absolutoria, abordando - a partir de 

una valoración integral de la prueba-, tanto las cu estiones 

planteadas por el Fiscal General que al formular su  acusación 

solicitó la imposición de una pena de dos años de p risión en 

suspenso, como las deducidas por los aquí recurrent es que 

habían solicitado la imposición de una pena de 21 a ños de 

prisión, sin que se advierta en el razonamiento des plegado por 

el a quo  -más allá que sus conclusiones en relación a la pr ueba 

puedan o no ser compartidas- un vicio de arbitrarie dad o 

absurdo notorio que habilite la modificación de lo decidido en 

la instancia anterior. 

Cabe recordar, en lo que aquí interesa, que el trib unal 

tuvo por probado que Mario Luis Perreti fue privado  de su 

libertad el 7 de junio de 1977 en la localidad de S an Miguel, 
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Partido de General Sarmiento, Provincia de Buenos A ires  y que 

tras permanecer alojado en el centro clandestino de  detención 

denominado “La Casita”, ubicado en la guarnición mi litar Campo, 

fue trasladado a la Comisaría de Bella Vista de la Policía de 

la Provincia de Buenos Aires, el 13 de julio del mi smo año, 

donde permaneció detenido hasta el 27 del mismo mes  y año, 

cuando fue trasladado a Seguridad Federal.  

En la sentencia se valoró el descargo formulado por  

Montenegro al recibírsele declaración indagatoria, los dichos 

de Mario Luis Perreti, Ana Beatriz Mares y de Carlo s Abel Mares 

Mazzola.  

Entre otras circunstancias puestas de resalto para 

fundar la absolución, el tribunal oral tuvo en cuen ta “las 

expresiones de Perretti, cuando dijo que en este lu gar no 

recibió torturas físicas, lo trataron bien, fue alo jado en un 

calabozo en el que estuvo solo, es decir nunca estu vo con los 

detenidos comunes. También relató que el Comisario se acercó a 

hablar con él, que se presentó con su verdadero nom bre -lo 

recordó como Montenegro-, que permitió que su espos a pudiera 

llevarle comida, ropa y libros a partir del día sig uiente de 

haber hablado con el comisario y resaltó la importa ncia que 

revestía para él que su familia conociera que estab a vivo y que 

le acercaran ropa y comida”. Asimismo valoró que es a actuación 

“no resultó gratuita para su persona” en tanto de s u legajo 

surge como indicio que “… no obstante, que sólo pue dan ser 

evaluados como indicios, no puede soslayarse que tr es y cuatro 

meses después de anotar a Perretti como detenido en  la 

Comisaría y advertir de tal circunstancia a su fami lia, 

recibiera dos sumarios -aún con consecuencias penal es-, de lo 

cual da cuenta la foja 45 de su legajo, titulada ‘o tros 

antecedentes’” (fs. 2900 vta.). Asimismo destacó qu e surge 

también de su legajo que hasta la ocurrencia de los  hechos fue 

recibiendo ascensos indefectiblemente cada cuatro o  cinco años 

y que luego de los mismos “su carrera se interrumpi da y 

transcurridos alrededor de ochos años desde su últi mo ascenso, 

obtuvo su retiro en el mismo cargo en el mes de dic iembre de 



 
 
 
 
 
1980” (fs.2900 vta./2901). 

En punto a los esgrimido en esa instancia por el 

Ministerio Público Fiscal en cuanto a “que no se le  imputaba no 

haberse negado a recibirlo, sino haber prolongado s u 

ocultamiento”, señaló que “baste decir que la inscr ipción como 

detenido y el aviso a sus familiares de la detenció n fueron, 

lejos de la prolongación de su ocultamiento, la fac ilitación de 

su ubicación, y hasta podría suponerse que su poste rior 

legalización”. También se valoró que “nada ha aport ado la 

querella, que se limitó a colocar a Montenegro ‘den tro de un 

mismo aparato genocida’, pero sin identificar prueb a concreta 

en la que basar su nuda afirmación y aun imputándol o por el 

delito de tormentos sufridos en la Guarnición Milit ar de Campo 

de Mayo, sin describir conducta alguna que lo relac ionara con 

tal acontecimiento” (fs. 2901 vta.).  

Las razones expuestas, acuerdan a lo resuelto 

fundamentación suficiente e impiden la descalificac ión de lo 

decidido en cuanto al punto como acto jurisdicciona l válido. 

31º)   Que en lo que atañe a la atribución de 

responsabilidad efectuada, cabe señalar que no se a dvierten los 

vicios sindicados por la defensa. 

La resolución, en cuanto a las responsabilidades 

atribuidas a Riveros, Bignone y Guañabens Perelló, se encuentra 

adecuadamente fundada y se ajusta tanto a la prueba  testimonial 

producida en autos, como a las constancias document ales 

oportunamente requeridas por esta Sala como medida para mejor 

proveer.  

En lo que atañe a las características del plan, se tuvo 

en cuenta lo ya sostenido en la causa 13/84 en cuan to a la 

libertad que los Comandantes otorgaron en muchos ca sos a los 

cuadros inferiores para la ejecución del plan siste mático. 

Asimismo se valoró la Directiva del Comandante Gene ral 

del Ejército n° 404/75 (“lucha contra la subversión ”) en cuanto 

establecía “la responsabilidad directa e indelegabl e” de los 

Comandos y Jefaturas en la ejecución de la totalida d de las 

operaciones vinculadas al plan sistemático (Cfr. pu nto 5, 
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apartado g). 

Al respecto, bien se tuvo en consideración en la 

sentencia las posiciones de Comandante, Segundo Com andante y 

Director de Área que respectivamente ocuparon River os, Bignone 

y Guañabens Perelló (cfr. legajos personales y anex o 2 del 

Informe sobre personal superior del ex Comando de I nstitutos 

Militares). 

Se destacó que “[a] diferencia de los Comandantes e n 

Jefe, que fueron autores mediatos, al poner en marc ha la 

estructura de poder y diseñar el plan, […] quienes dirigían la 

zona y el área son coautores directos por co-domini o de la 

acción, al efectivizarse el Plan a través de los Co mandos de 

cada zona, diseñando y llevando a cabo las acciones  con 

libertad y de acuerdo a las características de cada  una delas 

zonas” (fs. 2852 vta.). Se señaló que en tanto Rive ros como 

Bignone y Guañabens Perelló “podían decidir sobre e l modo de 

llevar a cabo los hechos, sirviéndose para ello del  personal 

del campo a sus órdenes y del aportado por el prime ro” y que 

“ello también habla de una precisa división de tare as dentro 

del campo y, por ello, en contra de una fácil 

intercambiabilidad de los ejecutores directos en la  situación 

concreta del hecho” (fs. 2855 vta.). 

La documental arrimada a la instancia es elocuente en 

punto a los roles y organización que caracterizaron  el ataque 

sistemático contra un sector de la población llevad o a cabo 

durante el último gobierno de facto y, también en e se marco, de 

las funciones que desempeñaron los encartados, todo  lo cual -

unido a la prueba testimonial- valida con suficienc ia las 

responsabilidades penales atribuidas.  

En particular, la “Directiva del Comandante General  del 

Ejército Nro. 217/76 (Clasificación, normas y proce dimientos 

relacionados con el personal detenido a partir del 24 Mar. 76)” 

estableció los parámetros normativos y de actuación  que 

guiarían el ataque, estableciendo por la fuerza y c omo vértice 

normativo -en lugar de la Constitución  Nacional- e l “Acta para 

el Proceso de Reorganización Nacional”, luego deven ida en el 



 
 
 
 
 
“Estatuto para el Proceso de Reorganización Naciona l” (punto 

2), la Directiva del Cte. Gral. Ej. Nro. 404/75 (pu nto g) y el 

“Plan del Ejército (Contribuyente al Plan de seguri dad 

Nacional)” (punto h). 

El “Plan del Ejército Contribuyente al Plan de 

Seguridad Nacional”, además de definir aspectos tal es como la 

jurisdicción del Comando de Institutos Militares, c ontenía un 

punto intitulado “instrucciones de coordinación” de  las que 

surge el rol protagónico y el dominio que tuvieron sobre los 

acontecimientos los comandantes de área. Allí se en uncia que: 

“Los respectivos Ctes. de Área elevarán el día D a la hora H+8 

y luego con una periodicidad de 24 hs, un Parte de 

Inteligencia, por el Canal Técnico, en el cual rese ñarán las 

principales acciones producidas por el oponente des de la 

iniciación de las operaciones, consignando en parti cular: 1) 

Reacciones del oponente activo. 2) reacciones del o ponente 

potencial. 3) Reacciones de la población. 4) Noveda des 

derivadas de la detención de personas. 5) Requerimi entos 

relacionados con el desarrollo de las actividades d e 

inteligencia. 6) Probable evolución de los aconteci mientos”. 

Asimismo también surge el grado de involucramiento de los 

encartados con el plan y el estrecho vínculo operac ional que 

tenían con las máximas autoridades de facto.  

Al respecto, en la documental mencionada se lee inter 

alia   que “e) El contacto personal y directo de los SS Ctes. de 

Cpo. e II MM con el Cdo. Gral del Ej. mantendrá la misma 

vigencia que hasta el presente. f) Para todas las a cciones 

relacionadas de inteligencia de igual nivel, quedan  facultados 

los SS Ctes. a efectuar contactos horizontales de c oordinación. 

(fs. 26 del Plan del Ejército Contribuyente al Plan  de 

Seguridad Nacional)”.  

De todo ello se desprende que los comandantes tenía n un 

amplio grado de discrecionalidad que a su vez -en m uchos casos- 

transmitían también a los mandos inferiores en la d ecisión, 

planificación y ejecución de las detenciones, así c omo en el 

alojamiento y destino final de las víctimas. 
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 De ello, y con especial referencia al ex-Comando d e 

Institutos Militares, también da cuenta el Anexo II I del Plan 

relativo a la detención de personas,  que indicaba:  “a) Cada 

Cdo. De Zona establecerá en su jurisdicción los Equ ipos 

Especiales que resulten necesarios de acuerdo a las  

características de la misma. b) La planificación re specto de 

los elementos a detener se hará, en principio, sobr e la base de 

listas que cada Cdo. de jurisdicción confeccionará y que en 

todos los casos deberá contar con la aprobación de la JCG (…) 

d) Cada Cte. establecerá en su jurisdicción lugares  de 

alojamiento de detenidos, debiendo hacerlo sobre la s siguientes 

bases (…) (2) El resto de las personas serán alojad as en 

dependencias militares y agrupadas según el trato q ue cada Cte. 

Cpo e II MM estime se le debe dar al detenido.. (3)  Para casos 

muy especiales y que por sus características result ara 

necesario su alojamiento en otra jurisdicción, los respectivos 

Ctes. formularán el pertinente requerimiento a la J CG. e) Los 

medios de movilidad para el cumplimiento de la tota lidad de las 

acciones en cada jurisdicción serán asignados por l os 

respectivos Cdos. k) El asiento de la Jefatura, pla na Mayor y 

efectivos que integran los Equipos Especiales queda  librado al 

criterio de cada Cte.” (Cfr. fs. 28 y 29 del Plan d el Ejército 

Contribuyente al Plan de Seguridad Nacional). 

En el mencionado anexo también se indicaban que se 

incluirían “detalles fundamentales” como filiación,  aspecto 

físico, domicilio, vías de escape, gráficos y fotog rafías del 

lugar, entre otros, y que “[l]os citados antecedent es serán 

obtenidos por vía de reconocimientos y/o por interm edio de los 

naturales medios de inteligencia de cada jurisdicci ón, pero 

siempre pretextando intereses distintos al verdader o motivo” 

(cfr. punto 2 y 3 del anexo, del Plan del Ejército 

Contribuyente al Plan de Seguridad Nacional).   

Entre las funciones protagónicas asignadas a Instit utos 

Militares, que exhiben el compromiso de sus máximas  autoridades 

con el objetivo trazado por la junta de comandantes , en el plan 

se lee: “MISIÓN PARA II.MM.” […] Operará a partir d el Día D 



 
 
 
 
 
hora H-2, con efectivos equivalentes a 1, con eleme ntos 

blindados para bloquear y eventualmente atacar la r esidencia 

presidencial de Olivos, con la finalidad de lograr la detención 

del PEN y posibilitar su posterior traslado al Luga r que 

determine el Gobierno Militar” (cfr. Anexo 11 -dete nción del 

PEN-, Apéndice 2 -Ejecución variante 2-). 

En la causa aparece acreditado, tal como se sostuvo  en 

la causa 13, que en la guarnición de Campo de Mayo,  al mando de 

los imputados, funcionaron tres centros clandestino s de 

detención: el ubicado próximo a la Plaza de Tiro y conocido 

como “El Campito” o “Los Tordos”; otro pertenecient e a 

Inteligencia y ubicado en la ruta 8, frente a la es cuela de 

sub-oficiales “Sargento Cabral” y un tercero que fu e la prisión 

militar de Campo de Mayo. 

En este contexto, no es dable soslayar que esta Sal a 

tiene dicho que para ser coautor no es necesario ha ber cometido 

todas las acciones típicamente consumativas, sino q ue es 

suficiente haber tomado parte en la ejecución del h echo, que 

puede darse de las más diversas maneras según las p articulares 

circunstancias de cada caso.  

En consecuencia, para revestir tal calidad se debe 

tener, como se comprobó en el caso, el codominio de l hecho, es 

decir, que se haya compartido el dominio funcional con otro u 

otros.  

  Por ello, se sostiene que el componente subjetivo  de 

la coautoría es la existencia de una decisión conju nta sobre el 

hecho, la que puede provenir de un acuerdo expreso o tácito, el 

que se basa en la distribución de funciones o roles  de cada uno 

de los que toman  parte en su ejecución. Este acuer do común, 

permite atribuir a cada uno de los partícipes los a portes de 

los otros. En la exigencia de que los coautores pre vean un 

acuerdo común para cometer el hecho, se sienta el p rincipio de 

la imputación  recíproca  de las distintas contribu ciones, de 

manera que cada coautor pueda considerarse como aut or de la 

totalidad (Cfr. causa “Losito”, supra cit., conside rando 39º y 

sus citas). 
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En particular, y en lo que atañe a la participación  de 

Riveros, consideramos que los elementos antes reseñ ados unidos 

a la información de su legajo de la que surge que e l 3 de 

septiembre de 1975 fue designado Comandante de IIMM , con 

destino en Campo de Mayo, constituyen sustento sufi ciente para 

la atribución de responsabilidad efectuada en la in stancia 

anterior. 

A la luz del Plan del Ejército Contribuyente al Pla n de 

Seguridad Nacional, especialmente en cuanto surge q ue se delegó 

su ejecución en los comandantes de las distintas ár eas, resulta 

acertado el señalamiento del a quo  relativo a que “[s]iendo 

Riveros entonces quien diseñó el “marco” de las acc iones 

concretas, proporcionó los medios necesarios y orde nó su 

ejecución, se trata entonces de uno de los autores,  habiendo 

tenido el co-dominio de las acciones llevadas a cab o en tal 

marco y habiendo tenido, además por su posición, la  facultad de 

poder hacer cesar las mismas. Es por ello que concl uimos en que 

ordenó e hizo ejecutar los hechos que fueran objeto  de estudio 

en el presente juicio, detallados en el punto de la s 

materialidades” (fs. 2880 vta.). 

 En consecuencia, no se advierten en este punto 

defectos que afecten la conclusión de que el encart ado debe ”en 

consecuencia responder penalmente como coautor resp onsable de 

los delitos de allanamiento ilegal, robo agravado p or el uso de 

armas, privación ilegítima de la libertad cometida por abuso 

funcional, agravada por el empleo de violencia y am enazas y por 

su duración superior a un mes y por imposición de t ormentos 

agravados por ser las víctimas perseguidos político s, en los 

casos que fueran puntualmente descriptos en el capí tulo 

referente a la materialidad” ( ibídem ). 

En lo toca a Reynaldo Antonio Benito Bignone, cabe 

señalar que el nombrado en las oportunidades en que  se le 

recibió declaración indagatoria negó conocer a las víctimas y 

haber realizado u ordenado allanamientos, detencion es o 

torturas y desconoció la existencia de centros clan destinos de 

detención en Campo de Mayo, señalando que se tratab a de un 



 
 
 
 
 
lugar de reunión de detenidos. Asimismo procuró dif erenciar su 

posición de Jefe de Estado Mayor del Comando de Ins titutos 

Militares, de la de Segundo Comandante. Al respecto , señaló que 

“dentro de la división territorial del país en la l ucha contra 

la subversión se había dividido en área, zonas y su bzonas salvo 

el comando de Institutos Militares que era la zona IV y tenía 

directamente áreas pero no subzonas. Señala que com o 

consecuencia de ello, el segundo comandante o en el  caso del 

dicente el Jefe de Estado Mayor no tenía a su cargo  ninguna 

subzona como en otros Cuerpos del Ejército, ni tamp oco áreas 

que estaban bajo responsabilidad de los jefes de ár ea que en 

este caso eran los directores de la escuela. Como c onsecuencia 

de ello desconoce por completo los casos por los qu e fue citado 

a prestar declaración indagatoria”. (cfr. fs. 505/5 10 de la 

causa nº 2023 y fs. 241/246 de la causa nº 2031). A sí también 

afirmó que los interrogatorios estaban  a cargo de personal de 

inteligencia y que ello no de dependía del Comando de 

Institutos Militares. 

Magüer la fórmula utilizada por Bignone que recurre  al 

eufemismo “lugar de reunión de detenidos” para nega r la 

existencia de centros clandestinos de detención en el ámbito de 

la guarnición militar Campo de Mayo, la prueba test imonial y 

documental reunida en autos ya analizada ha demostr ado la 

existencia en ese ámbito de los tres centros clande stinos de 

personas privadas ilegítimamente de su libertad, a los que ya 

se hizo referencia. 

Por lo demás, la documental antes analizada permite  

afirmar -tanto como se dijo respecto de Riveros- la  

responsabilidad penal de Bignone en los acontecimie ntos que se 

le atribuyen en la sentencia, pues con ello ha qued ado 

demostrado el alto grado de disposición y control s obre los 

hechos de los altos mandos de esa guarnición milita r.  

Por otra parte, deviene insustancial el cuestionami ento 

de Bignone a que se lo considere Segundo Comandante  en lugar de 

Jefe de Estado Mayor del Comando de Instituto Milit ares, pues 

no se advierte cual es la solución distinta en punt o a su 



Cámara Federal de Casación Penal  

 

 

 
153 

 

 CAUSA Nro. 12830 - CFCP 
SALA II- “ Riveros, 
Santiago Omar y otros 
s/recurso de casación”.
            

responsabilidad a la que cabría arribar como consec uencia de la 

alegación.  

Sin perjuicio de ello, cabe traer aquí cuanto se di ce 

en la sentencia respecto a que “el legajo de Bignon e da cuenta 

de su función como Segundo Comandante desde el 6 de  diciembre 

de 1976, luego de ocupar el cargo de Director del C olegio 

Militar de la Nación, por “Suprema Resolución inser ta en el 

Boletín reservado del Ejército 4698” (fs. 2883). Pe ro también 

en la sentencia se valoró que “el reglamento RC-3-3 0, que trata 

justamente de la organización y funcionamiento de l os estados 

mayores, el cual establece en su punto 2.008 que el  Segundo 

Comandante ‘además de cumplir las funciones que le compete como 

segundo comandante, se desempeñará como jefe de est ado mayor’” 

(fs. 2883 vta.). 

  En tanto, el reglamento RV-200-10 en su punto 103 1 

determinaba que “[e]l 2do jefe tiene por misión pri ncipal 

secundar al jefe en las distintas tareas del servic io y en el 

mando, gobierno, administración e instrucción de la  unidad. A 

tal fin se esforzará por compenetrarse del pensamie nto del jefe 

para resolver los distintos asuntos a su cargo, de acuerdo con 

las intenciones del mismo; para esto, es mantenido al corriente 

por éste no solamente de las órdenes, sino también de las 

razones que las han motivado y de los fines que per siguen” y 

también que: “Es el jefe de la plana mayor y como t al principal 

asesor y auxiliar del jefe de la unidad. Responsabl e de la 

eficiente ejecución de las tareas de la plana mayor  y de la 

coordinación de los esfuerzos de sus miembros. Él t ransmitirá a 

los grupos de plana mayor y cuando sea conveniente a los 

subordinados y fracciones dependientes, en nombre d el jefe, las 

órdenes que éste imparta. Constituye instancia entr e los jefes 

de subunidades dependientes y el jefe” (punto 1032 del ibídem ). 

Por lo demás, no es dable soslayar las referencias 

efectuadas por el testigo Ibáñez en punto a que obs ervó tanto a 

Riveros como a Bignone en esa guarnición militar, i ndicando 

respecto de este último que lo vio tanto en el “el Campito”, 

como en la pista de aviación. 



 
 
 
 
 

Se concluye, pues, que Reynaldo Antonio Benito Bign one 

resulta coautor penalmente responsable de “los deli tos de 

allanamiento ilegal, robo agravado por el uso de ar mas, 

privación ilegítima de la libertad cometida por abu so 

funcional, agravada por el empleo de violencia y am enazas y por 

su duración superior a un mes y por imposición de t ormentos 

agravados por ser las víctimas perseguidos político s, en los 

casos que fueran puntualmente descriptos en el capí tulo 

referente a la materialidad” (fs. 2855). 

Resta abordar la situación de Eugenio Guañabens Per elló 

en punto a los hechos que se le atribuyeron en las causas 

no2023 y 2043 del registro del tribunal oral. En el  caso no se 

encuentra controvertido que en el año 1977 el imput ado fue 

Director de la Escuela de los Servicios para apoyo de Combate 

“General Lemos” con el grado de coronel, y que esta ba a cargo 

de área 470, correspondiente a la ya mencionada zon a de defensa 

IV. 

En su descargo, el encausado explicó que la misión 

fundamental de la escuela era mantener la seguridad  en el área 

asignada realizando operaciones de control de vehíc ulo, 

protección de bienes despliegues de presencia disua siva y 

detección de personas sospechosas. En el caso de la s 

detenciones sostuvo que la participación de la escu ela 

terminaba con la entrada del detenido a la comisarí a local y 

que, por otra parte, las operaciones de “aniquilami ento” 

estaban a cargo del Comandante de la Zona de defens a IV y que 

por tanto era ajeno a los hechos que se le imputan.  En cuanto 

al caso que tuvo por víctima a Pablo Albarracín exp uso que se 

habría retirado espontáneamente de la Escuela Gener al Lemos y 

que desconocía absolutamente lo ocurrido luego de q ue el 

nombrado se retiró del establecimiento, pues ya no se 

encontraba bajo su esfera de custodia (fs. 505/510 de la causa 

nº 2043 del registro del tribunal oral). 

Al respecto, asiste razón al a quo  en punto a que no es 

posible desligar su responsabilidad del suceso por la 

circunstancia de que el nombrado Albarracín “se ret iró 
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voluntariamente de la escuela”. Recuérdese que en e l caso se 

demostró que Pablo Albarracín fue privado ilegalmen te de su 

libertad el día 13 de abril de 1977 mientras se enc ontraba 

prestando servicios como cabo en comisión y cursand o estudios 

para técnico radiólogo en la “Escuela de Servicios de Apoyo de 

Combate General Lemos” (fs. 2886 vta.). Entre la pr ueba 

documental valorada en tal sentido, se meritaron la s distintas 

constancias que dan cuenta de las múltiples gestion es 

realizadas por Lucía Bolañez, madre de Pablo, en or den a dar 

con su paradero. Además, del informe de fs. 60 surg e que la 

víctima recibió el alta de aspirante en la Escuela que conducía 

Guañabens Perelló el 3 de marzo de 1977 y, a poco m ás de un mes 

de ello, el 30 de abril de 1977 fue dado de baja po r haber 

faltado cuatro días “sin causa justificada”. 

Por lo demás, la intentona del encartado al ser 

indagado de desligarse de los hechos descargando to da la 

responsabilidad en su consorte de causa, se da de b ruces con la 

documental valorada, en particular el Plan General del Ejército 

y la directiva del Consejo de Defensa nº 1/75 que d a cuenta de 

la división del país en zonas, subzonas y áreas.  

Ya se señaló que los términos del Plan del Ejército  

Contribuyente al Plan de Seguridad Nacional muestra n la 

libertad de disposición y control sobre las vidas d e las 

víctimas que tenían los comandantes y jefes de área , como el 

encartado Guañabens Perelló. 

Con arreglo a ello, y teniendo en cuenta que el 

imputado era Jefe del Área 470 del Comando de Insti tutos 

Militares de Campo de Mayo y el rol que se le asign ó y con el 

que se consustanció en el Plan del Ejército, con do minio sobre 

las privaciones ilegítimas de la libertad de las ví ctima y la 

suerte que estas corrieron con posterioridad, resul ta fundada 

la atribución de responsabilidad penal que a título  de coautor 

se le efectuó a Guañabens Perelló en orden a los de litos de 

privación ilegítima de la libertad cometida por abu so 

funcional, agravada por el empleo de violencia y am enazas y por 

su duración superior a un mes y en carácter de part ícipe 



 
 
 
 
 
necesario de la imposición de tormentos agravados p or ser las 

víctimas perseguidos políticos la sentencia impugna da. 

32º) Que, en suma, tanto la prueba documental como la 

testimonial producida en el juicio, constituyen ele mentos de 

los que se puede inferir con la certeza apodíctica que reclama 

un pronunciamiento de condena tanto la materialidad  de los 

hechos que se les atribuye a los imputados como la 

participación que en la sentencia recurrida se les endilga. 

33º)  Que en lo que respecta a la individualización de 

las penas impuestas, no se advierten ni los recurre ntes han 

demostrado vicios que ameriten su modificación en e sta 

instancia. 

Al respecto, no es dable soslayar la naturaleza de los 

hechos imputados. Se tratan de los delitos más grav es previstos 

en el ordenamiento jurídico, de donde el análisis d e la sanción 

no puede efectuarse desde la óptica de asignarle a la pena una 

finalidad que no sea el cumplimiento de la indispon ible 

obligación de investigar y sancionar a los autores de delitos 

de lesa humanidad, todo lo cual conlleva descartar los planteos 

defensistas argumentados a tenor de la resocializac ión de sus 

asistidos. 

En particular, se valoró la ausencia de arrepentimi ento 

que mostraron los imputados al expresar las palabra s finales en 

oportunidad del juicio. Asimismo se consideró como agravante 

las altas jerarquías que revestían, el prolongado l apso en que 

desarrollaron los hechos y “la gran cantidad de sub alternos que 

implicaron el plan” (fs. 2901 vta.). 

En relación a Guañabens Perelló y al hecho que tuvo  por 

víctima Pablo Albarracín se meritó “la relación de mando que 

ejercía sobre la víctima, lo que implica como contr apartida del 

deber de obediencia del subalterno, uno de cuidado en cabeza 

del superior, evidentemente incumplido por su parte . Esta 

agravante aunque con menor intensidad por la posici ón en la 

relación jerárquica, le es aplicable a Riveros y Bi gnone, por 

ser Comandante de Institutos Militares el primero, y su segundo 

el otro” (fs. 2901 vta.).  
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En la sentencia también se valoró como agravante el  

carácter inconmensurable de la extensión de daño ca usado, donde 

como bien apuntan los judicantes “los efectos y con secuencias 

que, excediendo los tipos penales, afectaron a víct imas y 

familiares a lo largo de estos años como consecuenc ia directa 

de los hechos atribuidos a los condenados -siempre en la medida 

de las imputaciones que a cada uno se le efectuaran -. Es así 

pues, dentro del gran horror vivido, existieron peq ueños 

horrores, tragedias individuales que no pueden pasa rse por 

alto…” (fs.2902). Así, que “Mónica Laschar como con secuencia de 

las violencias sufridas perdió un embarazo. Una niñ a de diez 

años, Sandra Conde, estuvo detenida por unas horas,  el motivo: 

estar en un camping dentro de un grupo donde se can taban 

canciones de Violeta Parra, o que interpretaba Merc edes Sosa”. 

En el caso padecido por la familia Meza Niella, que  tras 

llevarse “por la fuerza a la mayoría de la familia,  dejaron 

tras de sí cinco menores de entre 8 meses y seis añ os, que 

lloraron por días la ausencia forzada en casa de un a vecina 

(María C. Abraham). Mirta Noemí Meza Niella estaba embarazada 

cuando fue secuestrada, y perdió su bebé a poco de ser 

liberada. Su hermano Walter -víctima de este caso- tenía en ese 

entonces 14 años, un niño que no sólo debió escucha r los gritos 

de su madre torturada, sino que sufrió en carne pro pia los 

violentos interrogatorios”. 

De otra parte, lo ocurrido con “Griselda Campero, u na 

niña de 13 años, [que] luego de ver la tortura pade cida por su 

madre y su hermana fue dejada sola en la casa, al c uidado de su 

sobrina de seis meses”. En el caso 28 el tribunal s eñaló “[l]a 

impotencia y dolor demostrados por Yolanda Romero – madre de 

Pablo García- cuando relató en el juicio que al hac er la 

denuncia del secuestro, un militar con asiento en l a sede de 

los bomberos voluntarios de Villa Ballester, le ‘re cibió’ la 

denuncia anotándola en una boleta de Prode”. 

En el caso 118: “[l]os años de terapia del hijo de 

Eduardo Covarrubias y Beatriz Castiglioni –embaraza da en ese 

entonces- que tenía 2 años al momento del secuestro  de sus 



 
 
 
 
 
padres, y siguió escuchando por años en su mente a esos 

‘ladrones’, como lo relatara su padre, psiquiatra d e 

profesión”. 

Por otra parte, se dijo que Mercedes Pérez Jara tam bién 

se encontraba embarazada cuando fue privada de su l ibertad, y 

que lo propio ocurrió con Valeria Beláustegui y Món ica Masri, 

cuyos familiares no saben aún hoy, si nacieron, dón de están”. 

También se sindicó que probablemente Norma Rodrígue z también 

estuviera embarazada al momento de su secuestro, y la 

desesperación exhibida en el juico por su hija Elen a Carolina 

Samaniego, por encontrar a ese posible hermano. 

Silvia Mónica Quintela Dallasta también “se encontr aba 

embarazada de pocos meses al momento de su secuestr o, fue 

mantenida con vida hasta el parto. El hijo nacido e n cautiverio 

fue apropiado, y recién recuperó su identidad a pri ncipios de 

este año. Quintela Dallasta, fue ‘trasladada’ inmed iatamente 

después del nacimiento (eufemismo que, como se escu chó en el 

juicio, significaba lisa y llanamente la muerte vio lenta, 

circunstancia que en este caso como en otros, no pu do ser 

tenida en cuenta por el Tribunal al momento de cali ficar los 

hechos, por ausencia de acusación)”. Lo propio ocur rió con 

Norma Tato que “estaba embarazada en el momento de su 

secuestro, naciendo su hijo en cautiverio, el que f ue 

recuperado años después por ’Abuelas’”.  

En tanto, “la familia Casariego -más precisamente e l 

padre de Jorge- pagó a un militar una fuerte suma d e dinero por 

la libertad de su hijo, que a la fecha no ha aparec ido”. 

En el caso nº 65 se valoró que la víctima Ignacio 

Juárez era una persona que sufría una discapacidad y en el de 

Norberta Aliberti, las “graves consecuencias psíqui cas 

sufridas” que a pesar del tiempo transcurrido, qued aron 

expuestas en el curso de la audiencia.  

Asimismo, no pasó inadvertida la perversidad que ma rcó 

los sucesos del Caso 134, cuando se afirmó que “Ram ón Javier 

Arozarena, Carlos Rafael López Echague y Pedro Luis  Greaves 

fueron secuestrados con la única finalidad de deten er a un 
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tercero, conocido de ellos, Carlos Valladares” (fs.  2903). 

Como atenuante, se consideró la ausencia de condena s 

anteriores y la edad actual de los encartados. 

Así, en la medida que las sanciones dispuestas se 

ajustan a los topes previstos por la ley sustantiva  (art. 55 

del C.P.), habiéndose precisado con arreglo a las p autas de los 

arts. 40 y 41, cuáles son las razones que han concu rrido a su 

gradación, sin observarse ni haberse demostrado un supuesto de 

arbitrariedad, corresponde en esta instancia su con firmación. 

A este respecto, solo resta señalar en cuanto a la 

pretensión de la querella unificada para que se le imponga a 

Guañabens Perelló la misma pena que a Riveros y Big none, que 

más allá de la valoración acerca del acierto o erro r que se 

tenga respecto de la pena de diecisiete años de pri sión 

impuesta al encartado, en el caso, el a quo  ha expresado las 

razones que informan la dosimetría impugnada, y en ese 

razonamiento no se advierte un supuesto de arbitrar iedad o 

absurdo notorio que habilite en esta instancia la m odificación 

de lo decidido. 

Por fin, cabe apuntar que las cuestiones planteadas  en 

relación a la modalidad de cumplimiento de la pena impuesta -

tanto en el escrito de interposición del recurso de  casación 

como por la Dra. Di Laudo en su presentación de fs.  3286/3315-, 

resultan insustanciales en razón del pronunciamient o por el que 

se concedió a los encartados la prisión domiciliari a, sin que 

haya mediado a ese respecto recurso de parte acusad ora ni la 

modificación de dicha situación. 

34º)  Que en punto a la pretensión de la querella 

unificada para que se califiquen los hechos como co nstitutivos 

de genocidio, cabe señalar que en los términos en q ue ha sido 

expuesta torna en esta oportunidad inoficioso su tr atamiento en 

la instancia. 

En tal sentido, se tiene presente que es principio en 

materia recursiva que las pretensiones que articule n las partes 

sean expuestas con indicación de los motivos, tanto  fácticos 

como jurídicos, que demuestren el yerro de la decis ión que se 



 
 
 
 
 
pretende conmover como el interés o perjuicio concr eto que se 

derivaría de la misma, requisito que se vincula con  la 

fundamentación autónoma que deben tener los recurso s en orden a 

su procedencia (Fallos: 332:2397, 332:1124 y 331:81 0 entre 

otros). 

En efecto, en la medida que el interés sustancial 

requerido por la ley demanda que la materia controv ertida pueda 

tener especial incidencia en el resultado del pronu nciamiento, 

la circunstancia de no haberse demostrado esa virtu alidad, 

afecta en el punto la fundamentación del recurso. 

En este orden de ideas, cabe recordar también que 

“desde sus inicios al examinar la naturaleza de la actividad 

jurisdiccional, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha 

señalado que […] los jueces sólo pueden pronunciars e respecto 

de un caso concreto; y no pueden hacer declaracione s en 

abstracto o de carácter general” (Fallos: 306:1125 y sus 

citas). Ello, toda vez que es de la “… esencia del poder 

judicial decidir colisiones efectivas de derechos”,  razón por 

la cual no compete a los jueces de la Nación “hacer  

declaraciones generales o abstractas” (Fallos: 2:25 4; 12:372; 

24:248; 94:444; 107:179; 115:163; 193:524, entre mu chos otros). 

Por ello, y en mérito al acuerdo que antecede, el 

tribunal por unanimidad RESUELVE:  

I-  Rechazar el recurso de casación deducido por la 

defensa, con costas (arts. 456, a contrario , 530 y 531 del 

CPPN). 

II-  Hacer lugar parcialmente, con el alcance 

establecido en los considerandos 28º y 29º de esta sentencia, a 

los recursos de casación deducidos por los represen tantes del 

Ministerio Publico Fiscal y la parte querellante re presentada 

por los Dres. Liliana Molinari, Luis Bonomi y Pedro  Dinani y 

por el Dr. Pablo LLonto, a fs. 2951/2957 vta., 2961 /2976 y 

2978/2981, respectivamente, y anular los puntos IX y X del 

pronunciamiento recurrido en cuanto disponen la abs olución de 

Santiago Omar Riveros y Reynaldo Antonio Benito Big none, en 

orden a las acusaciones por imposición de tormentos  agravados 
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por ser la víctima un perseguido político en el cas o 36 y 

allanamiento ilegal de los domicilios de Norma Rodr íguez y de 

María Dolores de Beguán y Emilio Alcides Beguán. 

III-  Declarar abstractas las cuestiones planteadas en 

relación a Carlos Alberto Roque Tepedino y estar a la 

suspensión del trámite decidida por el Tribunal Ora l en 

relación a Fernando Exequiel Verplaetsen y Osvaldo Jorge 

García. 

Regístrese, notifíquese en la audiencia designada a  tal 

efecto y, oportunamente devuélvase a su procedencia , a fin de 

que atendiendo a la celeridad que el caso impone, s e dicte en 

lo pertinente un nuevo pronunciamiento conforme a l o 

establecido en el punto dispositivo II de esta sent encia, 

sirviendo la presente de atenta nota.  

FDO. PEDRO R. DAVID; ALEJANDRO W. SLOKAR, MARIANO H . BORINSKY  

Ante mí: Cristián Varela (Secretario de Cámara –con tratado-) 


